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RESUMEN 



La insumisión al arbitraje en la legislación laboral mexicana no cuenta con 

un concepto que nos determine claramente cual es su naturaleza jurídica y 

como deberá resolverse, debe entenderse como la posibilidad que una de 

las partes en pugna tiene derecho a decidir no admite jurisdicción del 

órgano establecido para la solución de los conflictos, facultad patronal que 

se encuentra limitada por la ley a ciertas acciones, susceptibles de ser 

planteadas solamente en casos excepcionales y únicamente en contra de la 

acción ejercitada por el trabajador que busca ser reinstalado en su trabajO. 

De conformidad con los artículos 123, apartado A, fracción XXI, de la 

Constitución Federal y 947 de la ley Federal del Trabajo, así como de la 

interpretación jurisprudencial de nuestro más Alto Tribunal de la nación, el 

patrón tiene el derecho de negarse a someter sus diferencias al arbitraje, o 

bien, de aceptar el laudo, siempre y cuando el trabajador haya promovido 

la acción de reinstalación por despido injustificado. la primera de ellas, 

denominada insumisión al arbitraje, no puede promoverse en cualquier 

etapa del procedimiento, sino únicamente cuando no se haya entrado en la 

materia del juicio, esto es, que no se haya formado la litis con la demanda 

y su contestación, con sus excepciones, lo que implica que sólo es posible 

ejercer esa facultad del patrón hasta la primera etapa del juicio, es decir, la 

de conciliación. 

la insumisión al arbitraje constituye una forma posible de solución de 

los conflictos de trabajo, que requiere de un procedimiento para su 

aplicación en las Juntas de Conciliación y Arbitraje, debido a que éstas 



constituyen órganos cuya función es la de mediar entre las partes en 

conflicto y que además aplican sanciones, con apoyo en la facultad que la 

Constitución les concede respecto de las prestaciones que el patrón debe 

entregar a los trabajadores cuando hay negativa de acudir al arbitraje. 

En algunas Juntas de Conciliación y Arbitraje la insumisión al arbitraje 

es tramitada como un incidente, en el cual las partes ofrecen pruebas y 

alegan io que a su derecho conviene, para después continu~u con la etapa 

correspondiente, lo cual considero que no es correcto toda vez que el 

incidente es un procedimiento que tiende a solucionar controversias de 

carácter objetivo relacionadas inmediata y directamente con el asunto 

principal. Es decir, en todo juicio se busca que sean aplicadas normas 

abstractas de derecho sustantivo caso motivo de controversia y para ello 

se establecen normas de carácter adjetivo que deben cumplir las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y las partes. 

Por lo que resulta contradictorio que las Juntas de Conciliación y Arbitraje 

quieran someter forzosamente al patrón a un arbitraje siendo que éste le 

pague al trabajador una indemnización por sus tres meses de salario y 

demás prestaciones a que tiene derecho, estaríamos hablando de que al 

someterse a la insumisión al arbitraje se estaría hablando de que se trata 

de un laudo contemplado por la ley Federal del Trabajo y así con esta 

figura se podrá quitar carga de trabajO a las autnridades laborales. 

Las autoridades de trabajado deberían de considerar algunas 

consideraciones tendientes a la soludón de controversias cuando el patrón 

quiera la insumisión al arbitraje y así las autoridades puedan quitarse de 

cargas de trabajo que a la fecha y en la práctica procesal son demasiadas y 



constituyen órganos cuya función es la de mediar entre las partes en 

conflicto y que además aplican sanciones, con apoyo en la facultad Que la 

Constitución les concede respecto de las prestaciones que el patrón debe 

entregar a los trabajadores cuando hay negativa de acudir al arbitraje. 

En algunas Juntas de Conciliación y Arbitraje la insumisión al arbitraje 

es tramitada como un incidente, en el cual las partes ofrecen pruebas y 

alegan lo que a su derecho conviene, para después continu~r con la etapa 

correspondiente, lo cual considero que no es correcto toda vez que el 

incidente es un procedimiento que tiende a solucionar controversias de 

carácter objetivo relacionadas inmediata y directamente con el asunto 

principal. Es decir, en todo juido se busca que sean aplicadas normas 

abstractas de derecho sustantivo caso motivo de controversia y para ello 

se establecen normas de carácter adjetivo que deben cumplir las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y las partes. 

Por lo Que resulta contradictorio que las Juntas de Conciliación y Arbitraje 

Quieran someter forzosamente al patrón a un arbitraje siendo que éste le 

pague al trabajador una indemnización por sus tres meses de salario y 

demás prestaciones a que tiene derecho, estaríamos hablando de que al 

someterse a la insumisión al arbitraje se estaría hablando de que se trata 

de un laudo contemplado por la Ley Federal del Trabajo y así con esta 

figura se podrá quitar carga de trabajo a las autoridades laborales. 

Las autoridades de trabajado deberían de considerar algunas 

consideraciones tendientes a la solución de controversias cuando el patrón 

quiera la insumisión al arbitraje y así las autoridades puedan quitarse de 

cargas de trabajo que a la fecha y en la práctica procesal son demasiadas y 
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El legislador de 1917, consagró en la fracción XXI del artículo 123 

constitucional a las Juntas de Conciliación y Arbitraje como órganos tripartitos 

independientes del poder judicial, encomendándoles la delicada función de 

resolver conflictos del trabajo, no obstante este notable acierto del legislador, 

durante los primeros años de su existencia, se generaron dos de las más 

duras y bellas polémicas en el campo de la interpretación doctrinal y 

jurisprudencial de las nacientes normas del artículo 123 constitucional girando 

en torno a la naturaleza jurídica de las Juntas de Conciliación y Arbitraje y 

respecto del valor y la fuerza de la reinstalación obligatoria en el trabajo. 

 

En efecto los años posteriores a 1917, si bien es cierto la interpretación 

de la jurisprudencia, reconocía a las Juntas de Conciliación y Arbitraje su 

fundamento constitucional, las considera órganos administrativos, sin imperio 

y con funciones exclusivamente conciliatorias, como consecuencia de esto se 

cuestionaba la imperactividad de la reinstalación y con tal argumento, los 

patrones se negaban invariablemente a cumplir los laudos de las Juntas en 

los cuales se ordenaba la reinstalación del trabajador. 

 

Sin embargo la polémica histórica sobre la naturaleza jurídica de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje fue resuelta finalmente por la Jurisprudencia 

laboral en la cual resolvió y reconoció a las Juntas como verdaderos órganos 

investidos de jurisdicción para administrar la justicia del Derecho del Trabajo. 
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No obstante al notable avance de la Jurisprudencia en relación a la 

naturaleza de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, la polémica histórica a la 

imperactividad de la reinstalación en el trabajo, subsistió ya que los 

empresarios amparados en la fracción XXI del artículo 123 constitucional que 

autoriza al patrón a no someterse al arbitraje a no aceptar el laudo que dicte 

la Junta. 

 

Muchos años de batalla por la reinstalación obligatoria en el trabajo, 

hasta que durante el régimen del Presidente López Mateos se envió el 

Congreso de la Unión en 1961, una iniciativa justificada de la estabilidad en el 

empleo. 

 

“La estabilidad en el empleo de los trabajadores es una de las medidas 

esenciales para la efectividad del derecho del trabajo que va unida a la idea 

de la seguridad social, uno de los principios contemporáneos orientadores de 

las relaciones entre los pueblos y los hombres”. 

 

La citada reforma de 1961 adiciona al articulo 123 Base A de la 

Constitución Federal con la siguiente frase: “Esta disposición no será aplicable 

en los casos de las acciones consignadas en la fracción siguiente”, por lo que 

desde ahora facultaba al patrón de no someterse al arbitraje en el caso de las 

acciones intentadas derivadas de un despido injustificado. 

 



iv 

 

Como lo comentaré en el presente trabajo, el hecho de que el patrón se 

insuma al arbitraje, negándose a la reinstalación del trabajador, alegando 

estar encuadrado en algunos de los casos de excepción dispuesto por el 

articulo 49 de la Ley Laboral, no quiere decir que el patrón quede eximido de 

probar la procedencia del caso de excepción bajo la cual se acoja para no 

reinstalar al trabajador, sino que por el contenido deberá probar durante el 

proceso laboral el caso de excepción aducido, con lo que indudablemente se 

estará sometiendo al arbitraje de la Junta, haciendo nugatoria la figura de la 

Insumisión al Arbitraje. 

 

En cuanto al tema a tratar debemos tomar en cuenta que sobre la 

figura de la Insumisión al Arbitraje en la Ley Laboral se tienen lagunas en 

cuanto a la interpretación de esta figura ya que la autoridad laboral, es decir, 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje desconocen el procedimiento de éstas y 

cómo deben de resolver el incidente planteado y cuando se puede resolver. 

 

Las preguntas que se tratarán de resolver en el presente trabajo serán 

¿Cuándo podrá el patrón someterse o no a la Insumisión al Arbitraje?, ¿En 

qué momento procesal deberá presentarse?. Como se verá, la existencia de la 

Insumisión al Arbitraje la encontramos contemplada en nuestra Carta Magna 

y dentro de la Ley Federal del Trabajo, pero la problemática es que en esta 

figura se encuentra contemplada la existencia de dicha figura jurídica pero no 

así su forma de hacerla valer o aplicarla dentro de nuestra práctica jurídica 
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actual, es decir, en qué momento procesal se podrá hacer valer dicha figura 

por algunas de las partes en conflicto. 

 

En la práctica normalmente se resuelven estos tipos de problemas 

mediante convenios celebrados entre las partes, pero sería congruente que si 

el patrón no quisiera someterse al arbitraje ante las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje, que éstas tengan la opción de resolver la controversia ya que se le 

dará por pagado al trabajador con una indemnización de acuerdo a la Ley 

Federal del Trabajo y no debemos cometer el error de asimilar las palabras 

Convenio e Insumisión al Arbitraje ya que se trata de figuras jurídicas 

totalmente diferentes, como la haré notar en el presente trabajo. 

 

También debemos saber que en la práctica los funcionarios de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje desconocen el procedimiento de la 

Insumisión al Arbitraje ya que de acuerdo a la Ley Federal del Trabajo se 

establece esa figura pero no se lleva a cabo, por lo que en este trabajo se 

hará la propuesta para que se haga un apartado especial para este tipo de 

figura sin que implique algún daño al trabajador. 

 

En este orden de ideas y tomando en cuenta la oscuridad de la Ley 

tanto a nivel Constitucional, como Local y Federal, es que en la práctica 

jurídica los litigantes se acogen a la figura de Insumisión al Arbitraje en 
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momentos procesales distintos, no habiendo un criterio definitivo y forme en 

relación a que momento procesal se refiere. 
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CAPÍTULO 1 

 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL DERECHO DEL TRABAJO 
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1.1. Constitución de 1917 

 

El derecho del trabajo, de acuerdo con Trueba Urbina (1998), nace en 

México, con el Constituyente de 1917. Dos años más tarde, en 1919, estos 

derechos se materializarían en Europa con el Tratado de Versalles y la 

Constitución Alemana de Weimar. 

 

Vale la pena recordar lo dicho en el preámbulo de la parte XIII del 

Tratado de Versalles, donde se presentaron las tres razones que fundaron el 

nacimiento de la Organización Internacional del Trabajo: 

 

a) La Sociedad de Naciones tiene por objeto la paz universal, pero tal paz 

puede únicamente basarse en la justicia social; 

 

b) Existen en el mundo condiciones de trabajo que implican, para gran 

número de personas, la injusticia y la miseria, situación que pone en peligro 

la paz y la armonía universal, por lo que es urgente mejorar las condiciones 

de trabajo; 

 

c) La no adopción por una nación cualquiera de un régimen de trabajo 

realmente humano, es un obstáculo a los esfuerzos de los pueblos deseosos 

de mejorar las condiciones de vida de sus trabajadores.(Trueba Urbina, 1998) 
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De acuerdo con el propio Tratado de Versalles, “el principio rector del 

derecho internacional del trabajo consiste en que el trabajo no debe ser 

considerado como mercancía o artículo de comercio”. Aún cuando el 

Constituyente de 1917 no manifestará de la misma manera las razones para 

incluir los derechos de los trabajadores en la Constitución, el fondo es el 

mismo. La OIT fue ante todo un medio para la realización de un fin 

inmediato, que es el derecho internacional del trabajo, estatuto que a su vez 

se convirtió en un medio para un fin más alto: la justicia social en las 

relaciones entre el trabajo y el capital. (De la Cueva ,1979). 

 

El Derecho Internacional del Trabajo vino a modificar la idea que hasta 

entonces se tenía del derecho internacional. Hegel lo definió cómo el derecho 

público externo para las relaciones de los Estados independientes, sin 

embargo, con la creación de la OIT se convirtió en un derecho no sólo para 

las naciones sino para los hombres que formaban dichas naciones. 

 

Prueba de ello, nos dice Mario de la Cueva, es el procedimiento de 

creación de este derecho nuevo, pues por primera vez sus normas serían 

discutidas y votadas, no por los Estados como entidades jurídicas distintas de 

las naciones, sino que en su elaboración intervendrían, por derecho propio y 

con absoluta independencia los representantes de las clases sociales. 

 

De conformidad con el artículo 133 de la Constitución, la Carta Magna, 

las Leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y los tratados que 

estén de acuerdo con las mismas y sean aprobados por el Senado de la 

República son ley suprema de la Nación. En este sentido, ningún acuerdo de 
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carácter internacional podrá contrariar las disposiciones del Artículo 123, lo 

que quiere decir que sólo será aplicable en la medida en que otorgue 

beneficios mejores a los contenidos en la norma constitucional, lo cual se 

reafirma en el art. 19 párrafo quinto de la constitución de la OIT. (De la 

Cueva, 1978) 

 

De igual manera, los convenios y recomendaciones aprobados por el 

Senado de la República son derecho positivo, por lo tanto, los trabajadores y 

los sindicatos pueden exigir su aplicación y cumplimiento en forma individual 

o colectiva, en el entendido de que son normas imperativas los beneficios que 

otorgue, al igual que los de la Ley Federal del Trabajo, no podrán reducirse ni 

en los contratos ni en las sentencias de las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

 

Como ya se mencionó, nuestro derecho del trabajo se hizo realidad, 

después de largas discusiones y brillantes intervenciones, con la aprobación 

del artículo 123 constitucional el 23 de enero de 1917. 

 

En un primer momento, se consideró pertinente otorgar a las 

legislaturas de los estados la facultad de expedir leyes sobre el trabajo, con la 

convicción de que una medida contraria atentaría contra el sistema federal, 

amen de que las necesidades de las entidades federativas eran diversas y 

requerían una reglamentación diferente. 

 

Sin embargo esta medida generó distintos problemas. Se consideró qué 

leyes diferentes daban a los trabajadores tratamiento distinto, lo cual 



5 

 

 

atentaba contra el principio democrático de la igualdad de derecho y 

beneficios. 

 

En 1929, el Poder Revisor de la Constitución decidió que la ley del 

trabajo sería unitaria y se expediría por el Congreso Federal, pero su 

aplicación correspondería a las autoridades federales y a las locales mediante 

una distribución de competencias incluidas en la misma reforma. 

 

1.2. Ley Federal del Trabajo de 1931 

 

Después de un intenso proceso de elaboración el 18 de agosto de 1931 fue 

aprobado y promulgado el Proyecto que contenía la Ley Federal de Trabajo 

que se aplicaría en toda la República hasta 1970, año en que entraría en vigor 

la legislación laboral actual. (Tapia Aranda, 1978) 

En la historia de nuestro derecho del trabajo pueden señalarse tres 

grandes momentos: el primero se dio en la Asamblea Constituyente de 

Querétaro cuando los diputados al concluir unos bellos preceptos lanzaron al 

mundo la idea de los derechos sociales, como un conjunto de principios e 

instituciones que aseguraran constitucionalmente condiciones justas de 

prestación de los servicios, a fin de que los trabajadores pudieran compartir 

los beneficios de las riquezas naturales de la civilización y de la cultura. El 

segundo momento fue la consecuencia y continuación del art. 123 de la 

Constitución: se inició con la legislación de los Estados y culmino con la Ley 

Federal del Trabajo de 1931. El Tercero de los momentos está constituido por 

los treinta y siete años que acaba de cumplir la Ley Federal Del Trabajo: si la 
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declaración de derechos de la Asamblea Constituyente es inigualable por la 

grandeza de su idea, los Autores de la Ley Federal del Trabajo pueden estar 

tranquilos, por que su obra ha cumplido brillantemente y eficazmente la 

función a la que fue destinada, ya que ha sido y es uno de los medios que 

han apoyado el progreso de la economía nacional y la elevación de las 

condiciones de vida de los trabajadores: la armonía de los principios e 

instituciones, su regulación de los problemas de trabajo, la determinación de 

los beneficios mínimos que deberían corresponder a los trabajadores por la 

prestación de sus servicios, la fijación de las normas para el trabajo de las 

mujeres y de los menores, la consideración de algunos trabajos especiales, 

como la actividad ferrocarrilera o el trabajo de los marinos, la ordenación de 

los principios sobre los riesgos de trabajo bajo, el reconocimiento y la 

afirmación de las libertades de coalición sindical y de huelga, la declaración 

de obligatoriedad de la negociación y contratación colectivas, la organización 

de las juntas de conciliación y arbitraje y la creación de un derecho procesal 

autónomo, hicieron posible que el trabajo principiara a ocupar el rango que le 

corresponde en el fenómeno de la producción. (De la Cueva, 1990) 

A su vez, las libertades de coalición, sindical y de huelga, permitieron la 

organización, cada vez más fuerte, de los sindicatos, federaciones y 

confederaciones de trabajadores, los que pudieron exigir, en ocasiones 

recurriendo al procedimiento de la huelga, la celebración de contratos 

colectivos, en la mayoría de los cuales se han obtenido, a lo largo de los 

treinta y siete años de vida de la ley, beneficios superiores a los previstos por 

legislador en 1931. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

han creado una jurisprudencia progresista, inspirada en los principios de 
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justicia social que derivan del artículo 123, la que ha servido para precisar las 

disposiciones de la ley y para llenar algunas de sus lagunas. 

Pero nuestra realidad social y económica es muy distinta en la 

actualidad de la que contempló la ley de 1931: en aquel año se esbozaba 

apenas el principio de una era de crecimiento y progreso en tanto que, en 

nuestros días el desarrollo industrial y la amplitud de las relaciones 

comerciales, nacionales e internacionales, han determinado una problemática 

nueva que exige una legislación que, al igual que su antecesora, constituya 

un paso más para ayudar al progreso de la nación y para asegurar al trabajo 

una participación justa en los beneficios de la economía. (Trueba Urbina, 

1977) 

Es cierto que el proyecto tiene la tendencia a conceder a los 

trabajadores en general algunos beneficios que no se encuentran consignados 

en la ley vigente, pero conviene hacer notar en primer lugar, que la 

legislación del trabajo no puede ser un derecho estático, sino al contrario, 

para llenar su función tiene que ser un derecho dinámico que procure. Sin 

incurrir en exageraciones que podrían perjudicar el progreso general del país, 

mejorar las condiciones de vida de los trabajadores. La Revolución Mexicana 

tuvo como una de sus causas fundamentales, la difícil condición por la que 

atravesaban las clases campesinas y trabajadoras y su propósito fue, y así 

quedo consignado en los artículos 27 y 123. Asegurar a los integrantes de 

aquellas dos clases, un nivel de vida compatible con las necesidades y las 

exigencias de la persona humana. Constantemente han repetido los gobiernos 

revolucionarios ésta es la norma de conducta que rige la administración 

actual, que si bien el gobierno debe contribuir al desarrollo de la industria, de 
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la agricultura y del comercio, a fin de que se aumente la producción, también 

lo es el crecimiento de la industria y de sus productos, no puede beneficiar a 

un solo grupo, sino que debe extenderse a todos los sectores de la población 

mexicana. El verdadero progreso de un país consiste en que los resultados de 

la producción, aprovechen a todos y permitan a los hombres mejorar sus 

niveles de vida. Consecuentemente, la legislación del trabajo tiene que ser, 

según se dijo en líneas anteriores, un derecho dinámico, que otorgue a los 

trabajadores beneficios nuevos en la medida que el desarrollo de la industria 

lo permita. Solamente así se realizarán los ideales de justicia social que 

sirvieron de base a la Revolución Mexicana y están inscritos en nuestra 

constitución.(De la Cueva, 1978) 

Por otra parte, ahí donde los trabajadores han logrado formar sindicatos 

fuertes, particularmente nacionales, y donde se ha logrado su unión en 

federaciones y confederaciones, los contratos colectivos han consignado en 

sus cláusulas beneficios y prestaciones para los trabajadores muy superiores 

a los que se encuentran contenidos en la Ley Federal del Trabajo, pero estos 

contratos colectivos, que generalmente se aplican en la gran industria, han 

creado una situación de desigualdad con los trabajadores de la mediana y de 

la pequeña industria la mayoría de los cuales que representan un porcentaje 

mayoritario en la república, están colocados en condiciones de inferioridad 

respecto de los trabajadores del la gran industria. Esta condición de 

desigualdad no puede perpetuarse, por que la ley dejaría de cumplir su 

misión y por que se violaría el espíritu que anima el artículo 123. Al 

redactarse el proyecto se tuvieron a la vista los contractos colectivos más 

importantes del país, se les comparó y se les extrajo de ellos aquellas 
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instituciones más generalizadas, estimándose que precisamente por su 

generalización responden a necesidades apremiantes de los trabajadores. 

Entre ellas se encuentran el aguinaldo anual, los fondos de ahorro y prima de 

antigüedad, un periodo más largo de vacaciones y la facilitación de 

habitaciones. Sin embargo, el proyecto no se colocó en el grado más alto de 

esos contratos colectivos, pues se consideró que muchos de ellos se 

relacionan con las empresas o ramas de la industria más prospera y con 

mejores utilidades; por lo que no podrían extenderse a otras empresas o 

ramas de la industria en las que no se den aquellas condiciones óptimas; por 

el contrario, el proyecto se colocó en un grado más reducido dejando en 

libertad a los trabajadores a fin de que, en la medida en que lo permita el 

progreso de las empresas o ramas de la industria puedan obtener beneficios 

superiores a los consignados en la ley. (De la Cueva, 1978) 

Es igualmente cierto, dentro de otro orden de ideas, que el proyecto 

precisó el alcance de los mandamientos constitucionales, en lo que se refiere 

a la determinación a las jornadas máximas y del servicio extraordinario, pero 

ninguna de estas disposiciones es susceptible de dificultar las actividades de 

las empresas. Ni siquiera de las que requieren un trabajo continuo pues, por 

una parte, solo se precisaron principios y conceptos que ya están en la 

legislación vigente, por otra, no se exceden los límites constitucionales y 

finalmente, las empresas quedan en libertad para organizar sus turnos de 

manera que no sea necesario prolongar las jornadas de trabajo más allá de 

los límites constitucionales y humanos. Además para redactar estas 

disposiciones se tuvieron en cuenta muchas de las observaciones que fueron 

presentadas por el sector patronal y aun se modificaron varias de las que 



10 

 

 

estaban incluidas en el anteproyecto. Por último, el proyecto en los mismos 

términos en que lo hizo la Ley Federal del Trabajo se propone proteger, con 

la precisión de los preceptos constitucionales, la salud la vida del trabajador, 

a cuyo efecto además de definir lo que se entiende por jornada de trabajo, 

asegura el descanso semanal y el disfrute del periodo de vacaciones. (Trueba 

Urbina, 1977) 

Motivo de especial preocupación ha sido la cuestión relativa a la 

transformación de las empresas y a la consiguiente utilización, que debe 

realizarse periódicamente de maquinaria nueva y de procedimientos nuevos 

para la producción, como no era posible establecer normas fijas y rígidas se 

establece el principio, que no está consignado en la legislación vigente, de 

que los trabajadores y las empresas podrán convenir en los términos y 

condiciones para la implantación de maquinaria nueva, y cuando no sea 

posible llegar a un convenio, el proyecto, a fin de facilitar la solución del 

problema , crear un procedimiento breve, que permita a las empresas obtener 

en las juntas de Conciliación y Arbitraje la solución rápida de los problemas. 

(De la Cueva ,1978). 

Algunas de las disposiciones del artículo 123, no obstante el tiempo 

transcurrido desde la fecha en que la asamblea constituyente expidió la 

constitución, no han podido cumplirse, de manera especial el precepto que 

impone a los patronos la obligación de proporcionar a los trabajadores 

habitaciones cómodas e higiénicas. A reserva de ocuparnos nuevamente de 

esta cuestión, al analizar el capítulo respectivo del proyecto, debe decirse, 

desde ahora, que la norma constitucional que impone la obligación está 

vigente, aun en ausencia de reglamentación, por mandato del artículo 9 
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transitorio de la constitución. Además, los gobiernos, obligados por 

disposición expresa de la misma Constitución a cumplir y hacer cumplir las 

normas contenidas en ella, no pueden demorar indefinidamente la expedición 

de las normas reglamentarias que faciliten la solución de este problema. 

1.3. Estructura General del Proyecto. 

El Derecho del Trabajo constituye una unidad indisoluble, pues todos sus 

principios e instituciones tienden a una misma función, que es la regulación 

armónica y justa de la relaciones entre el capital y el trabajo. Esta 

consideración condujo a la formulación de una sola ley que, al igual que su 

antecesora abarcan todas las partes de que se compone el derecho del 

trabajo. No obstante, por razones técnicas y de la misma manera que la ley 

vigente, se dividió el proyecto en las partes siguientes: la primera contiene los 

principios e ideas generales. la segunda se ocupa de las relaciones 

individuales de trabajo y comprende las normas que reglamentan la 

formación, suspensión y disolución de las relaciones de trabajo, los derechos 

y obligaciones de los trabajadores y los patronos, el trabajo de las mujeres y 

de los menores y las reglamentaciones especiales, como el trabajo de las 

tripulaciones aeronáuticas o el de los deportistas profesionales, la tercera 

parte trata de las relaciones colectivas de trabajo y se integra con los 

capítulos de coalición, sindicatos, contratación colectiva, suspensión y 

terminación de las actividades de las empresas y huelga. La cuarta esta 

dedicada a los riesgos de trabajo: es indudable que esta reglamentación 

pertenece a los derechos de la seguridad social, pero se la incluyo en el 

proyecto tomando en cuenta, por una parte, que la ley del seguro social aun 

no se extiende a todos los trabajadores de la República y por la otra, que 
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dicha ley se remite expresamente a la Ley Federal del Trabajo; debe no 

obstante entenderse que las disposiciones relativas tienen un carácter 

provisional y que, en el futuro, la ley del seguro social deberá extenderse a 

todos los trabajadores y contener la totalidad de sus principios. La quinta 

parte se refiere a las prescripciones de las acciones de trabajo. La sexta tiene 

como materia las autoridades del trabajo, que son los organismos estatales 

destinados específicamente a la vigilancia, cumplimiento y aplicación de las 

normas de trabajo. La séptima parte comprende el derecho procesal del 

trabajo. Finalmente, la parte octava contiene los principios que determinan 

los casos de responsabilidad de las autoridades, de los trabajadores y los 

patronos, y las sanciones aplicables.(De la Cueva, 1978) 

1.4. Ley Federal del Trabajo de 1970 

En el años de 1960 el Presidente Adolfo López Mateos ordenó la integración 

de una Comisión que habría de estudiar la reforma sustancial de la Ley 

Federal del Trabajo. La formaron juristas de excepcional relieve: Salomón 

González Blanco, Secretario del Trabajo y Previsión Social, el Maestro Mario 

de la Cueva, sin duda el laboralista de mayor rango en América Latina, el 

anteproyecto, que sirvió de base a las importantes reformas constitucionales 

y legales de 1962 no fue, sin embargo, presentado a las Cámaras. 

En 1967 el Presidente Gustavo Díaz Ordaz renovó los trabajos incorporando a 

la Comisión a Alfonso López Aparicio, uno de los discípulos más distinguidos 

de Mario de la Cueva y especialista de rango superior. El Anteproyecto fue 

sometido a la consideración de representantes destacados de los sectores 

obrero y patronal y en las Cámaras, una vez formulada la Iniciativa, se 
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produjeron polémicas que influyeron el texto definitivo. La promulgación de la 

nueva ley la hizo el presidente Díaz Ordaz el 2 de Febrero 1969. Entró en 

vigor, despertando todo tipo de inquietudes, el 1 de Mayo de 1970. 

Tanto en la relación a las autoridades de trabajo como a las reglas 

procesales se introdujeron algunas reformas significativas. Las primeras para 

recoger las innovaciones que a lo largo de la vigencia de la ley anterior se 

habían producido. Con las segundas intentó superar ciertos vicios que la 

práctica de la ley había generado y aligerar los procedimientos, salvando 

algunas evidentes y creando nuevas vías procesales que la experiencia 

demostraba eran necesarias.(De la Cueva, 1979) 

En el aspecto orgánico se atribuyó a las Juntas Locales la facultad 

necesaria para arbitrar conflictos de menor cuantía, esto es, con valores en 

juego cuyo monto no excediera de tres meses el salario mínimo. Además 

quedó establecida la posibilidad de que a juicio de la Secretaria del Trabajo y 

Previsión Social se integraran juntas especiales de la federal de conciliación y 

arbitraje en diversos estados de la república. Con el mismo espíritu, los 

gobernadores de los estados y de los territorios y el Jefe del Departamento 

del Distrito Federal podrían hacer otro tanto, fijando el lugar de residencia y 

la competencia territorial de nuevas Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

Para evitar constantes desintegraciones de las Juntas por ausencia de 

dos de los representantes, lo que solía ser el resultado de manobras 

interesadas, se determinó que durante el periodo de instrucción no sería 

indispensable la presencia de la mayoría de los representantes aunque sí para 

la resolución de los conflictos. 
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Las normas procesales generales ratificaron la oralidad predominante, 

no exclusiva, de los juicios laborales. Hicieron más fáciles las notificaciones; 

aligeraron los trámites de los incidentes; aumentaron el plazo de caducidad 

de tres meses a seis meses para evitar perjuicios a los trabajadores. Se 

suprimió el trámite de las incomparecencias por inhibitoria, que propiciaba 

dilaciones excesivas y se mejoraron las reglas relacionadas con las 

recusaciones y excusas. 

El procedimiento ordinario intentó cumplir con el principio de la 

concentración al establecer una audiencia única de conciliación y de demanda 

y excepciones. Se introdujeron mejoras en orden a propiciar el impulso 

procesal con base en el otorgamiento de facultades a los representantes para 

llegar al conocimiento real de los hechos a través de las diligencias para 

mejor proveer. (Trueba Urbina, 1977) 

En el capítulo de pruebas se incluyó la de inspección, omitida en la ley 

anterior y se facilitó el desahogo de las periciales. Una novedad interesante 

derivó de la inclusión de un procedimiento especial para ventilar asuntos 

urgentes, cuya característica fundamental es la celebración de una sola 

audiencia de conciliación, demanda y excepciones, ofrecimiento, admisión y 

desahogo de pruebas alegatos y laudo. 

En materia de recursos se mantuvo el principio de que las resoluciones 

no son revocables salvo cuando se trata de actos de ejecución. 

En realidad la reforma de 1970 en el orden procesal no fue de estructura. Sin 

embargo, fue importante y señaló caminos que diez años después, en una 
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acción sorprendente por su vigor, se siguieron con paso enérgico. No 

necesariamente aceptable, dicho sea de paso. (De Buen, 1997) 

1.5. Ley Federal del Trabajo de 1980 

El 18 de diciembre de 1979, el Presidente José López Portillo presentó a la 

consideración de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión una 

iniciativa para la modificación de los Títulos Catorce, Quince y Dieciséis de la 

Ley Federal del Trabajo, que implicaba además la reubicación y reforma de 

los artículos de la ley que fijaban el procedimiento de huelga y una adición 

sustancial a la parte final del articulo 47, en relación a la obligación patronal 

de dar aviso al trabajador de la causa o causas del despido. 

El proyecto elevó el número de artículos de la Ley de 1970 de 891 a 

1010. Pero importante no era el número de los preceptos sino su contenido. 

Se llevaba a cabo una verdadera revolución procesal. Por primera vez 

aparecía en el derecho adjetivo la idea titular que caracterizaba al derecho 

individual del trabajo. La igualdad de las partes dejaba de ser un presupuesto 

para convertirse en una meta. (De Buen, 1984). 

1.6. Estructura General de la Ley Federal del Trabajo 

1.6.1 Principios y Conceptos Generales. 

Al respecto De la Cueva (1979) señala: El titulo primero contiene los 

principios y conceptos generales que deben servir de base a la interpretación 

y aplicación de las normas de trabajo. 
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El artículo 1 fija el campo de aplicación de la ley, limitando el apartado A 

del art. 123 de la Constitución. 

Las finalidades de la legislación del trabajo señaladas en los artículos 2 y 

3, se resumen en las siguientes: la finalidad suprema de todo ordenamiento 

jurídico es la realización de la justicia en las relaciones entre los hombres, y 

por tratarse del derecho del trabajo, se habla de la justicia social. Que es el 

ideario que forjaron los constituyentes de 1917 en el artículo 123.  

1.7. Ley Federal del Trabajo 

Con base en esa idea, se establece que el trabajo es un derecho y un deber 

sociales, que no es un articulo de comercio, por que se trata de la energía 

humana de trabajo, que exige respeto para las libertades y dignidad de quien 

lo presta y que debe efectuarse en condiciones que aseguren la vida, la salud, 

y el nivel económico decoroso para el trabajador y su familia. 

El artículo 5 fija los caracteres formales del derecho de trabajo: son 

normas de orden público, circunstancias que otorga el carácter de derecho 

imperativo, lo que excluye la renuncia, por parte de los trabajadores, de sus 

derechos, beneficios y prerrogativas. 

Los artículos 8 y 9 contienen los conceptos de trabajador en general y 

de trabajador de confianza; el primero es la persona física que presta a otra 

física o moral, un trabajo personal subordinado. El concepto de trabajador de 

confianza tiene una gran importancia para la administración de las empresas; 

por esta razón y considerando la imprecisión que existe en la legislación 

vigente, se analizaron los dos sistemas que han sido propuestos por la 
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doctrina: el primero señalamiento de los trabajadores de confianza típicos, 

colocando una fracción final en la enumeración que se hiciere que permitiera 

considerar como trabajador de confianza a los que tuvieren características 

semejantes a las de los contemplados en el precepto respectivo, en el 

anteproyecto que se entregó a los trabajadores y a los empresarios se adoptó 

tentativamente esa solución, pero en las platicas que se tuvieron con los 

sectores interesados se observó que los trabajadores, además de reducir las 

fracciones del respectivo artículo, rechazaban la idea de una fracción final que 

pudiera aplicarse analógicamente. En cambio, los empresarios querían que se 

ampliara la lista. Después de ese cambio de impresiones se llego a la 

conclusión de que una enumeración limitativa podría dejar fuera de ella 

situaciones que debieron considerarse, así como también que era imposible 

prever las nuevas situaciones que se presentaran; y una enumeración 

ejemplificativa podría abrir las puertas a una extensión inconveniente de la 

categoría del trabajador de confianza. Ante la divergencia de opiniones de los 

sectores trabajo y capital, se llegó a la conclusión de que era preferible un 

concepto general, a cuyo fin se adoptaron las ideas siguientes: los 

trabajadores de confianza son trabajadores, según lo indica su nombre, lo 

que quiere decir que están protegidos por la legislación del trabajo, con las 

modalidades que impone su naturaleza. Una formula bastante difundida 

expresa que los trabajadores de confianza son aquellos cuya actividad se 

relaciona en forma inmediata y directa con la vida misma de las empresas, 

con sus intereses, con la realización de sus fines y con su dirección, 

administración y vigilancia generales; esta formula y las disposiciones de la 

ley vigente, interpretadas por la doctrina y la jurisprudencia, permitieron 

determinar las dos características siguientes: primeramente, la categoría del 
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trabajador de confianza depende de la naturaleza de las funciones; en 

segundo lugar, las funciones de confianza son las de dirección, inspección, 

vigilancia y fiscalización, cuando tenga carácter general y las que se 

relacionan con trabajos personales del patrón. 

El artículo 10 analiza el concepto de patrón, que es la persona física o 

jurídica que utiliza los servicios de uno o varios trabajadores y el 11 señalan 

las personas que, para los efectos de la legislación del trabajo, deben ser 

consideradas representantes del patrón. 

Los artículos 12 a 15 consideran el problema, que tantas dificultades ha 

suscitado en las relaciones obrero-patronales, de los intermediarios: después 

de la definición del art. 12, el 13 dispone que serán considerados 

intermediarios las empresas que contraten obras o servicios en beneficio de 

una persona, si no disponen de elementos propios suficientes para cumplir las 

obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores; cuando se dé 

esta circunstancia, el beneficiario de las obras o servicios será solidariamente 

responsable con la empresa contratante por las obligaciones contraídas con 

los trabajadores. 

La economía contemporánea ha impuesto como una necesidad técnica 

la especialización de las empresas, pero es también frecuentemente que se 

organicen empresas subsidiarias para que ejecuten obras o servicios en forma 

exclusiva o principal para otra. Como esta circunstancia ha redundado en 

perjuicio de los trabajadores, por cuanto sus condiciones de trabajo son 

inferiores a la de la empresa principal y por que la empresa filial no siempre 

dispone de elementos suficientes para cumplir las obligaciones que derivan de 



19 

 

 

las relaciones de trabajo, el articulo 15 establece la responsabilidad solidaria 

de las empresas, y dispone que las condiciones de los trabajadores que 

prestan sus servicios en la filial, deben ser iguales a las de los de la empresa 

que aprovecha la actividad de la filial.(De la Cueva, 1979) 

El crecimiento de la industria moderna obliga a numerosas empresas a 

crear sucursales, agencias u otras unidades semejantes, independientemente 

las unas de las otras, pero sujetas todas a la administración general. Esta 

división ha impuesto en la vida moderna la necesidad de distinguir entre la 

empresa y establecimiento. El proyecto recogió estas ideas en el artículo 16: 

la empresa es la unidad económica de producción de bienes o servicios, la 

organización total del trabajo y del capital bajo una sola dirección y para la 

realización de un fin, en tanto el establecimiento es una unidad técnica que 

como sucursal, agencia u otra semejante, disfruta de autonomía, técnica, no 

obstante lo cual forma parte y contribuye a la realización de los fines de la 

empresa, considerada como la unidad superior. 

El artículo 17 señala cuales son las fuentes formales del derecho del 

trabajo, el derecho del trabajo del siglo pasado era un capítulo del derecho 

privado, civil y mercantil, pero el nuestro, desde el año en que se promulgó la 

constitución vigente, conquistó su autonomía como una rama jurídica 

independiente. Por otra parte, nuestro derecho del trabajo tiene su fuente en 

el art. 123 constitucional, lo que le da el rango de un ordenamiento 

reglamentario de la Constitución. Partiendo de estas ideas, se reconocen 

como fuentes del derecho del trabajo: la constitución, las leyes del trabajo y 

sus reglamentos, los tratados internacionales debidamente aprobados; los 

principios generales que deriven de dichos ordenamientos, los principios 
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generales del derecho, de conformidad con la formula del artículo 14 

constitucional, los principios generales de la justicia social que derivan del 

artículo 123, la jurisprudencia, la costumbre y la equidad. El artículo 16 no 

menciona el derecho común, en primer lugar, por que este termino es 

ambiguo y en segundo, por que cuando contenga principios generales se 

aplicará en la vida del derecho del trabajo de conformidad con la ya citada 

fórmula del artículo 14 de la constitución. 

El proyecto consagra como norma general de interpretación la 

realización de las finalidades del derecho del trabajo, señaladas en los 

artículos 2 y 3, que son la justicia social, la idea de la igualdad, la libertad, y 

dignidad de los trabajadores y el propósito de asegurar a los hombres que 

presten sus servicios un nivel decoroso de vida. El artículo citado adoptó, 

además, un principio universalmente reconocido: en caso de duda debe 

prevalecer la interpretación más favorable al trabajador. 

1.7.1 Derechos y Obligaciones de los Trabajadores. 

El titulo cuarto comprende los cinco capítulos siguientes: 

1.- Obligaciones de los patronos: el art. 132 reunió las disposiciones de 

la Ley Federal del Trabajo.  

Entre las nuevas disposiciones, se debe mencionar: primeramente, la 

obligación de mantener un número suficiente de asientos o sillas en todos los 

centros de trabajo, pues no es posible que los trabajadores permanezcan de 

pie durante toda la jornada. En segundo lugar, el proyecto suprimió el 

contrato de aprendizaje, por considerar que, tal como se encontraba 
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reglamentado, era una reminiscencia medieval y por que, en multitud de 

ocasiones, era un instrumento que permitía a pretexto de enseñanza, dejar 

de pagar los salarios a los trabajadores o pagarles salarios reducidos; en 

cambio se recogió la tendencia universal en favor de cursos de capacitación 

profesional a cuyo fin la fracción XV consigna la obligación de las empresas de 

organizar permanentemente o periódicamente dichos cursos para sus 

trabajadores. 

Es indudable que la industria moderna requiere un personal cada vez 

mejor capacitado razón por la cual los cursos que se proyectan redundaran, 

ante todo, en beneficio de las empresas y, además, en favor de los 

trabajadores, que podrán ascender en los casos de vacantes y puestos de 

nueva creación y obtener así mejores ingresos. La fracción XXV recogió un 

anhelo de los trabajadores y una tendencia de la vida contemporánea hacia el 

fomento del deporte. 

El capítulo segundo trata de las obligaciones de los trabajadores. En 

términos generales se reproducen las disposiciones de la ley vigente, y 

únicamente se precisaron algunas de las normas y modificó la terminología de 

otras para ponerlas en armonía con la utilizada en el proyecto.(Trueba Urbina, 

1977) 

1.7.2 Autoridades del Trabajo 

Las autoridades del trabajo tienen un fin específico, que es la aplicación de 

las leyes y demás normas de trabajo. Esta idea debe entenderse en un 

sentido amplio, pues dicha aplicación se realiza por diversas autoridades y por 

distintos procedimientos. Que van desde la simple vigilancia a cargo de la 
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inspección del trabajo hasta la intervención de las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje y la Secretaria del Trabajo y Previsión Social, para procurar la 

conciliación de los intereses y la celebración o revisión de los contratos 

colectivos. 

El artículo 523 señala las autoridades que en la vida actual de México, 

se ocupan de la aplicación de las normas de trabajo. El 526 fija las funciones 

que corresponden a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y Educación 

Pública. Autoridades que solo intervienen en aspectos concretos de la 

aplicación del derecho del trabajo. 

El artículo 525 impone a la Secretaria del Trabajo y Previsión Social la 

obligación de organizar un instituto del trabajo, para la preparación y 

elevación del nivel cultural del personal al que compete la aplicación de las 

normas del trabajo. (De Buen, 1984) 

1.7.3 Competencia de las Autoridades de Trabajo 

El artículo 123 de la constitución establece, en su fracción XXXI. Que la 

aplicación de las leyes del trabajo corresponde a las autoridades locales, salvo 

los casos expresamente consignados en la propia fracción como competencia 

de las autoridades federales. En consecuencia, la aplicación de las leyes de 

trabajo se distribuye entre autoridades federales y las de las entidades 

federativas. Estas normas están en concordancia con el artículo 124 de la 

constitución, que dispone que las facultades que no estén expresamente 

concedidas por la constitución a los funcionarios federales se entienden 

reservadas a los estados. La Ley Federal del Trabajo vigente se ocupa del 

problema en el capítulo que trata que trata de la junta federal de conciliación 
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y arbitraje, solución incorrecta, por que la distribución de las competencias no 

se relaciona, exclusivamente con las juntas de conciliación y arbitraje, sino 

con todas las autoridades del trabajo; así, a ejemplo, la inspección del trabajo 

es federal o local, de la misma manera que lo es la procuraduría de la defensa 

del trabajo. Los artículos 527 y 528 señalan, en armonía con la citada 

disposición constitucional, cuales son las materias de competencia federal; el 

primero reproduce las disposiciones constitucionales y el segundo se ocupa de 

las industrias conexas con las anteriores; el concepto de industria conexa es 

el mismo que se contiene en la legislación vigente. (De la Cueva, 1979) 

1.7.4. La Jurisdicción del Trabajo 

El derecho mexicano del trabajo puede enorgullecerse de haber creado una 

administración de justicia para los problemas del trabajo con perfiles propios, 

sin paralelo en ninguna otra legislación y con un sentido democrático. 

Nuestra justicia del trabajo se caracteriza por estar encomendada, en su 

totalidad, a organismos que representan. Por una parte, los intereses y 

puntos de vista de los dos factores de la producción, trabajo y capital, y por 

otra parte, el interés general de la nación. De ahí la organización tripartita de 

nuestras juntas de conciliación y arbitraje, las que se integran con un 

representante del gobierno y con representantes de los trabajadores y de los 

patronos. 

Las juntas de conciliación y arbitraje tienen su fundamento jurídico en 

artículo 123 de la Constitución, apartado A, fracción XX, lo que trae como 

consecuencia que sean independientes del poder judicial. 
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Tomando en consideración que la aplicación de las leyes del trabajo 

corresponden a las autoridades federales y locales, el proyecto, en armonía 

con la ley del trabajo vigente, reconoce la existencia de dos jurisdicciones: 

una federal y otra local. 

 

1.7.5. Organización de las Juntas de Conciliación y Arbitraje 

Al respecto Tapia Aranda (1978) señala: La jurisprudencia y la doctrina han 

sostenido que nuestra constitución encomendó la justicia del trabajo a una 

instancia única. El proyecto aceptó este punto de vista, pero al mismo tiempo 

consideró los problemas que se han suscitado con motivo de la centralización 

de las juntas de conciliación y arbitraje en la ciudad de México y en las 

capitales de las entidades federativas: en ocasiones resulta difícil, 

particularmente para los trabajadores, acudir a las ciudades en donde radican 

las juntas; por otra parte, el volumen de negocios que debe conocer cada una 

de ellas es de tal manera grande, que no pueda impartir una justicia pronta y 

expedita; finalmente, los negocios de menor cuantía exigen una tramitación 

más rápida de aquellos otros en los que se ventilan intereses de ciertas 

magnitudes. La ley federal del trabajo adoptó el principio de que si bien los 

asuntos de trabajo deben estar sometidos a una instancia única, sin embargo, 

es posible establecer varias juntas en cada una de las entidades federativas 

cuando se trate de una jurisdicción local o en distintos puntos de la república 

si se trata de juntas federales. 

Partiendo de las ideas anteriores, el proyecto adoptó los principios 

siguientes: en primer lugar, las juntas de conciliación que han venido 
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funcionando al amparo de la legislación vigente, deben ejercer una función 

meramente conciliadora, pero se elevan a la categoría de juntas de 

conciliación y arbitraje cuando se trata de conflictos que tengan por objeto el 

cobro de prestaciones cuyo monto no exceda del importe de tres meses de 

salario. En segundo lugar, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje residirá 

en la capital de la república, pero la Secretaria del Trabajo y Previsión Social, 

cuando lo requieran las necesidades del trabajo y del capital, podrá establecer 

juntas especiales, fijando el lugar de su residencia y su competencia 

territorial. En tercer lugar las Juntas de Conciliación y Arbitraje deben 

funcionar en las capitales de cada una de las entidades federativas, pero los 

gobernadores de los estados y territorios y el jefe del Departamento del 

Distrito Federal, cuando lo requieran las necesidades del trabajo y del capital, 

podrán establecer una o más Juntas de Conciliación y Arbitraje, fijando el 

lugar de su residencia y su competencia territorial. 

1.7.6 Juntas de Conciliación y Arbitraje 

La organización y funcionamiento de las Juntas de Conciliación y Arbitraje fue 

objeto de especial preocupación, pues una justicia pronta y expedita es la 

mejor garantía y además, un motivo de confianza de los hombres en sus 

instituciones jurídicas. 

Los conflictos de trabajo han sido clasificados por la doctrina y la 

jurisprudencia de conformidad con los dos criterios: de acuerdo con el 

primero, se dividen en individuales y colectivos, según que los intereses en 

juego sean los de uno o varios trabajadores, individualmente determinados, 

tal es el caso de las demandas para el pago de salarios, despidos o riesgos de 
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trabajo, o bien que se trate de intereses generales de las comunidades 

obreras. La segunda clasificación comprende también dos tipos de conflictos, 

uno de naturaleza jurídica y otro de naturaleza económica. Los primeros son 

los que se refieren a la interpretación y aplicación de las normas jurídicas 

vigentes en relación con casos concretos. En tanto los conflictos económicos 

son los que tienden a la creación o modificación de las normas que deberán 

regir en el futuro las relaciones entre los trabajadores y los patronos. Se 

estudiaron detenidamente las diferentes soluciones que han propuesto la 

doctrina para la organización de las juntas de conciliación y arbitraje: una de 

ellas consiste en dividirlas en dos organismos, uno que conozca de los 

conflictos jurídicos, que pueden ser individuales o colectivos, y otro dedicado 

al conocimiento y resolución de los conflictos económicos. Pero nuestra 

tradición y la unidad indisoluble del derecho del trabajo, hace inaceptable esa 

división, la cual por otra parte, rompería la interpretación uniforme que desde 

hace más de cuarenta años ha dado la suprema corte de justicia al mandato 

constitucional que ordena que los conflictos entre el capital y el trabajo, entre 

los cuales no hace ninguna distinción, se sometan a la decisión de una junta 

de conciliación y arbitraje. Esta unidad, sin embargo, no excluye la posibilidad 

de que dentro del organismo único, se establezcan sub-órganos y se 

consignen procedimientos para la solución de los diferentes conflictos. 

(Trueba Urbina, 1998) 

Con apoyo en las ideas que anteceden, el proyecto organiza a las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con los principios siguientes: en 

primer lugar, la Junta funcionará en pleno o en juntas especiales, el pleno 

conocerá de los conflictos que afecten a todas las ramas de la actividad 
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económica representadas en la Junta, en tanto las Juntas Especiales 

conocerán de los conflictos que afectan únicamente a una o varias ramas de 

la actividad económica. En segundo lugar, el pleno se integra con el 

presidente de la junta y con la totalidad de los representantes de los 

trabajadores y de los patronos. En tercer término, las Juntas Especiales se 

integran con el presidente de la Junta cuando se trate de conflictos 

económicos, cuando el conflicto afecte a varias de las ramas de la actividad 

industrial representadas en las Juntas y con los presidentes de las Juntas 

Especiales, cuando se trate de conflictos de naturaleza jurídica que afecten a 

una sola rama de las actividades representadas en la junta. 

Además del presidente de la Junta, de los Presidentes de las Juntas 

Especiales y de los representantes de los trabajadores y de los patronos, en la 

Junta actuarán los secretarios generales, que tendrán a su cargo la marcha 

administrativa de la misma y que serán también los secretarios del pleno, los 

auxiliares, los secretarios y los actuarios de las juntas especiales. 

El proyecto señala las atribuciones del presidente de la Junta, las de los 

Secretarios Generales, de los Presidentes de las Juntas Especiales y del 

restante personal a que antes se hizo referencia. Desde este punto de vista, 

es conveniente hace resaltar dos propósitos fundamentales del proyecto: en 

primer lugar se adoptaron las medidas adecuadas para evitar que la 

formación tripartita de las juntas perturbe su funcionamiento, a cuyo fin, 

salvo los casos de resoluciones especiales, para el funcionamiento de las 

Juntas será suficiente la presencia del representante del gobierno: conviene 

explicar esto, para evitar alguna objeción de constitucionalidad.(Trueba 

Urbina, 1998) 
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 Para efecto de nuestro estudio, la actual legislación del Derecho del 

Trabajo tiene su antecedente o fuente histórica en ese movimiento armado 

llamado Revolución Mexicana; surge con base en la necesidad que se dio por 

la carencia o inexistencia de una relación laboral que en países como Europa 

ya existía.  

 

Al principio del siglo XX existían dos clases sociales, la primera era gente 

del poder público y esta última de aquellos de la que únicamente contaba con 

su fuerza de trabajo, éstos segundos servía como trabajadores domésticos, 

en donde se les ocupaba desde quehaceres del lugar hasta labores agrícolas. 

 

La tienda de Raya que en apariencia era entonces para salvaguardar los 

intereses económicos de la clase pobre no era más que una simulación en 

donde cada vez  se les tenía más comprometidos, de ahí que esa presión de 

esa clase baja por sentirse marginadas, según la historia maltratadas y 

abusadas por quien en ese momento resultaba ser su amo, despertó la 

necesidad de levantarse en armas, entonces sin saber cuánto tiempo duraría, 

ni cuáles iban a ser los logros que se obtendrían en la Revolución Mexicana. 

 

Una vez que se decretó el triunfo de la Revolución Mexicana se instauró 

en Querétaro un congreso constituyente provisional de legisladores en donde 

tuvieron como objetivo principal, hacer una constitución que abrogara la que 

hasta entonces funcionaba o estaba vigente y que era la Constitución de 

1857. Esta nueva Constitución debía sustentarse en las prioridades por las 

que se luchó en la Revolución, entre ellas, el triunfo laboral que se 
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constituyeran tribunales del trabajo, que se justificara la relación laboral, que 

se creara el salario mínimo, formación de sindicatos, etc. 

 

De ahí  el logro, ganar como Derecho del Trabajo en la nueva 

Constitución teniendo como antecedente histórico la Revolución de 1910. 

 

1.8 El Derecho del Trabajo como Derecho Social. 

 

Se llama Derecho Social por que sufre transformaciones, antes era un 

derecho de clase y hoy en un derecho común, además nace de la sociedad de 

acuerdo a sus necesidades. 

 

1.9. El Derecho del Trabajo como Garantía Social. 

 

La garantía social es una necesidad de la comunidad y/o la sociedad, garantía 

social no es garantía individual, la primera se da como fuente para que pueda 

nacer la segunda, en este caso la garantía social se dio al ganarse la 

Revolución Mexicana por una necesidad y la garantía individual se da al 

instaurarse en un artículo constitucional. 

 

De acuerdo al Artículo 123 de la Constitución Política Mexicana (2006), 

nos habla del Derecho del Trabajo, se divide en dos apartados A y B. 

 A.- Iniciativa privada. 

 B.- Estado. 

 

La Constitución, se divide en dos partes: 
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Dogmática: están constituido los primeros 29 artículos  garantías 

individuales. 

 

Orgánica: están constituidos los artículos restantes  estatutos del país. 

 

De acuerdo al Artículo 5 de la Constitución Política Mexicana (2006), 

cada quién tiene el derecho de profesar cualquier profesión la cual debe ser 

legal. 

 

1.10 Requisitos del Contrato Individual del Trabajo. 

 

1. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, domicilio del trabajador 

y del patrón. 

2. Si la relación de trabajo es para obra o tiempo determinado ó tiempo 

indeterminado. 

3. El servicio o servicios que deban presentarse, se determinarán con la 

mayor precisión posible. 

4. El lugar o los lugares donde deban presentarse al trabajo. 

5. La duración de la jornada. 

6. La forma y el monto del salario. 

7. El día y el lugar del pago del salario. 

8. La indicación de adiestramiento y capacitación para el trabajador de 

acuerdo a los planes y programas establecidos en las empresas 

conforme a la ley. 
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9. Otras condiciones de trabajo como: días de descanso, vacaciones y 

demás que convengan al trabajador y al patrón. 

 

1.10.1 Jornada de Trabajo. 

 

De acuerdo a la ley, es el tiempo durante el cual el trabajador, está a 

disposición del patrón para prestar su trabajo. 

 

Por acuerdo el trabajador y el patrón fijarán la duración de la jornada 

del trabajo, sin que pueda exceder de los máximos legales. 

 

Los trabajadores y el patrón podrán repartir las horas de trabajo a fin 

de permitir a los trabajadores el reposo del sábado en la tarde, o en cualquier 

modalidad equivalente. La jornada diurna es la comprendida entre las seis y 

las veinte horas, la jornada nocturna es la comprendida entra la veinte horas 

y la seis horas del siguiente día. 

 

La jornada mixta es la que comprende periodos de tiempo de las 

jornadas diurna y nocturna, siempre que el periodo nocturno sea menor de 3 

horas y media, pues si comprende tres y media o más se considerará jornada 

nocturna. 

 

La duración máxima de la jornada de trabajo será de ocho horas si es 

diurna, de siete si es nocturna y de siete y media si es mixta. 
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Durante la jornada continua del trabajo se concederá al trabajador un 

descanso de por lo menos media hora, las horas de trabajo extraordinario se 

pagaran con un 100%. 

 

1.10.2 Salario. 

 

Es la retribución que debe pagar el patrón al trabajador por su trabajo. 

El salario se fijará por unidad de tiempo, por unidad de obra, por comisión, a 

precio alzado o de cualquier otra manera. 

 

Cuando el salario se fije por unidad de obra, además debe de 

especificarse la naturaleza de ésta, debiendo constar la cantidad y la calidad 

del material, el estado de la herramienta y útiles que el patrón en su casa 

proporcione para ejecutar la obra y el tiempo por el que los ponga a 

disposición del trabajador, sin que pueda exigir cantidad alguna por concepto 

de desgaste natural que sufra la herramienta como consecuencia del trabajo. 

 

 El salario se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, 

gratificaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en 

especie y cualquier otra cantidad o prestación que se entregue al trabajador 

por su trabajo. 

 

El salario debe ser remunerador y nunca menor al fijado como mínimo 

debe estar de acuerdo a la ley. 
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El pago del salario no debe ser mayor a una semana para los que presten 

servicio material y 15 días para los demás. 

 

1.10.3 Salario Mínimo. 

 

Es la cantidad que debe recibir en efectivo el trabajador por los servicios 

prestados en una jornada de trabajo. 

 

El salario mínimo deberá ser suficiente para satisfacer las necesidades 

normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para 

proveer la educación obligatoria de los hijos. 

 

Los salarios mínimos se fijarán por una comisión nacional integrada por 

representantes de los trabajadores, patrones y el gobierno, la cual podrá 

auxiliarse de las comisiones especiales de carácter consultivo que considera 

indispensable para el mejor desempeño de sus funciones. 

 

1.10.4 Días de Descanso. 

 

Por cada seis días de trabajo disfrutará el trabajador de un día de descanso 

por lo menos, con goce de salario íntegro. Los trabajos que requieren una 

labor continúa, acordará el día de descanso semanal ante el patrón y el 

trabajador. Los trabajadores no están obligados a prestar servicios el día de 

descanso, si lo trabajan se les pagará doble independientemente del día de 

descanso. 
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1.10.5 Pago del Aguinaldo. 

 

Los trabajadores tendrán derecho a un aguinaldo anual que deberá pagarse 

antes el día 20 de diciembre, éste aguinaldo debe ser equivalente por lo 

menos a 15 días de salario, si es que el trabajador  ha laborado el año 

completo, de no ser así se le pagará proporcionalmente al tiempo anual 

trabajado. 

 

Derecho objetivo: orden sistemático en leyes. 

 

1.10.6 Obligaciones de los Patrones. 

 

1) Cumplir con las disposiciones de las normas de trabajo aplicables a sus 

empresas, establecimientos o centros de trabajo. 

2) Pagar puntualmente a los trabajadores los salarios e indemnizaciones de 

conformidad a las normas o leyes vigentes de los centros de trabajo. 

3) Proporcionar puntualmente a los trabajadores los útiles, instrumentos, 

materiales necesarios para la ejecución del trabajo, debiendo darlos de buena 

calidad, en buen estado, reponiéndolos tan luego que dejen de ser eficientes, 

siempre que los trabajadores no se hayan comprometido a usar su 

herramienta propia. El patrón no podrá exigir indemnización alguna por el 

desgaste natural que sufran los útiles, instrumentos o materiales de trabajo. 

4) Proporcionar un lugar seguro para guardar los instrumentos, herramientas 

y útiles de trabajo pertenecientes al trabajador, siempre que deban 

permanecer en el lugar en el que presten el servicio. No está permitido al 

patrón retenerlos por cuestión de indemnización o garantía, si el trabajador lo 
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solicita debe de hacerse un registro sobre los instrumentos que introduce al 

centro de trabajo. 

5) Mantener el número suficiente de asientos o sillas a disposición de los 

trabajadores en las casas comerciales, oficinas, hoteles, restaurantes y otros 

similares. 

6) Se debe de abstener el patrón de maltrato al trabajador de palabra o de 

obra. 

7) Permitir a los trabajadores en tiempo de elecciones el ejercicio de su voto, 

el tiempo considerable. 

8) El patrón deberá permitir al trabajador desempeñar una comisión 

provisional o permanente en su sindicato, siempre y cuando se avise con la 

oportunidad que es debido. 

9) Mantener y establecer las escuelas de conformidad con lo que señale la 

S.E.P. 

10) Cuando se empleen más de 100 y menos de 1000 trabajadores efectuar 

los gastos indispensables para sostener los estudios técnicos, industriales o 

prácticos en centros nacionales o extranjeros; cuando se tengan más de 1000 

trabajadores deberán de tener por lo menos más de 3 becarios en las 

condiciones señaladas. 

11) Proporcionar capacitación y adiestramiento a sus trabajadores. 

12) En los centros de trabajo deberá de haber higiene, seguridad, talleres, 

oficinas y prevenir riesgos al trabajador. 

 

1.10.7 Prohibiciones de los Patrones. 

 

1) Negarse a aceptar trabajadores por razón de edad o sexo. 
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2) Exigir que los trabajadores compren sus artículos de consumo en tiendas y 

lugares determinados. 

3) Exigir o aceptar dinero de los trabajadores como gratificación por que se le 

admite en el trabajo o por cualquier otro motivo que refiere a las condiciones 

de éste. 

4) Obligar a los trabajadores por coacción o por cualquier otro medio, a 

afiliarse o retirarse del sindicato por la agrupación que pertenezca, o que 

voten por determinado candidato. 

5) Intervenir en cualquier forma en el régimen interno en el Sindicato. 

6) Hacer o autorizar colectas o suscripciones de los establecimientos y lugares 

de trabajo. 

7) Ejecutar cualquier acto que restrinja a los trabajadores los Derechos que 

les otorgue la ley. 

8) Hacer propaganda política dentro del centro de trabajo. 

9) Portar armas dentro del establecimiento. 

10) Presentarse en estado de embriagues o influencia de algún narcótico. 

11) Poner en índice a los trabajadores para que no vuelvan a hacer 

contratados. 

 

1.10.8 Obligaciones de los Trabajadores. 

 

 1. Cumplir las disposiciones de las normas de trabajo que le sean aplicables o 

deseadas. 

 2. Observar las medidas preventivas e higiénicas que acuerden las 

autoridades competentes y las que indiquen los patrones para la seguridad y 

protección de los trabajadores. 
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 3. Desempeñar el servicio bajo la dirección del patrón o de su representante, 

cuya autoridad estarán subordinadas en todo lo concerniente al trabajo. 

 4. Ejecutar el trabajo con la intensidad, cuidado y esmero apropiado en la 

forma, tiempo y lugar convenidos. 

 5. Dar aviso inmediato al patrón, solo en caso fortuito, de las causas 

justificadas que le impidan concurrir a su trabajo. 

 6. Restituir al patrón los materiales no usados y conservar en buen estado 

los instrumentos y útiles que les haya dado para su trabajo, no siendo 

responsable por el deterioro que origine el uso de estos objetos, ni en 

ocasionado por caso fortuito, fuerza mayor o mala calidad o defectuosa 

construcción. 

7. Observar buenas costumbres durante el servicio. 

8. Prestar auxilio en cualquier tiempo que se necesite cuando por siniestro o 

riesgo inminente peligren las personas en los intereses del patrón o de sus 

compañeros de trabajo. 

9. Integrar los organismos que establece la ley. 

10. Someter a los reconocimientos médicos previstos en el reglamento 

interior y demás normas vigentes en la empresa o establecimiento, para 

comprobar que no padecen de ninguna incapacidad o enfermedad de trabajo, 

contagiosa o incurable. 

11. Poner en conocimiento al patrón las enfermedades contagiosas que 

padezcan, tan pronto tengan conocimiento de las mismas. 

12. Comunicar al patrón o a su representante las deficiencias que adviertan a 

fin de evitar daños o perjuicios a los intereses de la vida entre sus 

compañeros de trabajo o de los patrones. 
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13. Guardar escrupulosamente los secretos técnicos, comerciales y de 

fabricación de los productos a cuya elaboración concurra directa o 

indirectamente o de los cuáles tenga conocimiento por razón del trabajo que 

desempeñe, así como de los asuntos administrativos reservados, cuya 

divulgación pueda causar perjuicios a la empresa. 

 

1.10.9 Prohibiciones de los Trabajadores. 

 

1. Ejecutar cualquier acto que puede poner el peligro su propia seguridad, la 

de sus compañeros de  trabajo o la de terceras personas, a si como la de los 

establecimientos o lugares en el que el trabajo se desempeña. 

2. Faltar al trabajo sin causa justificada o sin permiso del patrón. 

3. Sustraer de la empresa o establecimiento útiles de trabajo o de materia 

prima elaborada. 

4. Presentarse al trabajo en estado de ebriedad. 

5. Presentarse al trabajo bajo la influencia de algún narcótico o droga 

enervante, salvo que exista prescripción médica, antes de iniciar el servicio el 

trabajador deberá ser del conocimiento del patrón y presentarle la constancia 

suscrita por el médico. 

6. Portar armas de cualquier clase durante las horas de trabajo, salvo que la 

naturaleza de éste lo exija, se exceptúa de esta disposición las pulsantes y 

pulso cortantes que formen parte de las herramientas o útiles propio del 

trabajo. 

7. Suspender las labores sin autorización del patrón. 

8. Hacer colectas en el establecimiento o lugar de trabajo. 
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9. Usar los útiles y herramientas suministradas por el patrón, para objeto 

distinto de aquel que sea destinado. 

10. Hacer cualquier clase de propaganda en las horas de trabajo dentro del 

establecimiento. 

 

1.10.10 Trabajo de las Mujeres. 

 

Las mujeres disfrutarán de los mismos derechos y tienen las mismas 

obligaciones que los hombres. 

 

La ley tiene el propósito de apoyar a la mujer en la maternidad. 

 

Cuando se ponga en peligro la salud de la mujer, o del producto ya sea 

durante el estado de gestación o el de lactancia y sin que sufra prejuicio en 

su salario, prestaciones y derechos, no se podrá utilizar su trabajo en labores 

insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial, establecimientos 

comerciales o de servicio después de las 10 de la noche, a sí como en horas 

extraordinarias.  

 

Para efecto de la ley son labores peligrosas o insalubres las que por 

naturaleza del trabajo, por las condiciones físicas, químicas y biológicas del 

medio en que se presta, o por la composición de la materia prima que se 

utilice, y que sean capaces de actuar sobre la vida, o la salud física o mental 

de la mujer en estado de Gestación o del producto. 

 

Las madres trabajadoras tendrán los siguientes Derechos: 
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1) Durante el periodo del embarazo, no realizarán trabajos que exijan 

esfuerzos considerables y signifiquen un peligro para su salud, en relación con 

la gestación tales como levantar, tirar, empujar grandes pesos que produzcan 

trepidación, estar de pie durante largo tiempo o que actúen o pueda alterar 

su estado psíquico o nervioso. 

2) Disfrutará de un descanso de seis semanas anteriores y posteriores al 

parto. 

3) Pero podrá el periodo prolongarse por el tiempo necesario por el caso de 

que se encuentren imposibilitadas para trabajar a causa del embarazo o del 

parto. 

4) El periodo de lactancia tendrá dos reposos extraordinarios por día de 

media hora cada uno para alimentar a sus hijos, el lugar adecuado e higiénico 

que designe la empresa. 

5) Durante los periodos de descanso, percibirá un salario íntegro pero si se 

prolonga de acuerdo a lo manifestado en el número tres recibirá un 50% 

hasta por 60 días. 

6) Tienen derecho a regresar al puesto que desempeñaba siempre que no 

haya transcurrido más de un año de la fecha del paro. 

7) A que se computen en su antigüedad los periodos pre y postnatales. 

Los servicios de guardería se prestarán por el Instituto Mexicano del Seguro 

Social de conformidad con su ley y disposiciones reglamentarias. 
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1.10.11 Trabajo de Menores. 

 

El trabajo de los mayores de 14 y menores de 16 años estará sujeto a la 

protección especial y vigilancia en su inspección de las autoridades del 

trabajo, los mayores de 14 y menores de 16 años deberán obtener un 

certificado médico que acredite su aptitud para el trabajo y someterse a los 

exámenes médicos que periódicamente ordene la inspección del trabajo. Sin 

ese requisito del certificado, ningún patrón deberá utilizar sus servicios. 

 

 Queda prohibida la utilización del trabajo de los menores: 

a) de 16 años en: 

 1)  Expendios de bebidas embriagantes de consumo inmediato. 

 2) Trabajos susceptibles de afectar su moralidad o sus buenas 

costumbres. 

 3) Trabajos ambulantes, salvo autorización de la inspección del trabajo 

 4) Trabajos subterráneos o marinos. 

 5) Labores peligrosas o insalubres. 

 6) Trabajos superiores a sus fuerzas y los que puedan impedir o 

retardar su desarrollo físico-moral 

 7) Establecimientos no industriales después de las 10 de la noche. 

b) a los menores de 18 años: 

 1) Trabajos nocturnos industriales. 

 

Las jornadas de trabajo de los menores de 16 años no podrán exceder 

de 6 horas diarias, deben dividirse en periodos de tres horas. Entre los 
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distintos periodos de la jornada disfrutará de un reposo de 1 hora por lo 

menos. 

 

Queda prohibida la utilización de trabajo de los menores de 16 años en 

horas extraordinarias y en días domingos y de descanso obligatorio. En caso 

de la violación de esta prohibición las horas extraordinarias se pagarán con un 

200% más el salario que corresponde a las horas de la jornada. 

 

Los menores de 16 años disfrutarán de un periodo anual de vacaciones 

pagadas de 18 días por lo menos. 

  

Los patrones que tengan a su servicio a menores de 16 años están 

obligados a: 

1) Exigir que se les otorguen los certificados médicos que les acrediten 

que están aptos para el trabajo. 

2) Llevar el registro de inspección especial, con indicación de la fecha 

de su nacimiento, clase de trabajo, horario, salario y demás 

condiciones generales de trabajo. 

3) Distribuir el trabajo a fin de que dispongan de tiempo necesario 

para cumplir sus programas escolares. 

4) Proporcionar capacitación y adiestramiento en términos de ley. 

5) Proporcionar a las autoridades del trabajo los informes que se le 

soliciten de los menores. 
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CAPÍTULO 2 

 

EL PROCEDIMIENTO LABORAL Y LA INSUMISIÓN AL 

ARBITRAJE EN MATERIA LABORAL 
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2.1 Definición de Derecho Procesal del Trabajo. 

El derecho procesal laboral es una rama del derecho procesal que se ocupa 

de los conflictos laborales ya sea individuales o colectivos que surgen en los 

procesos en materia de trabajo y seguridad social, sean entre empresario y 

trabajadores sobre el contrato de trabajo o respecto a prestaciones de 

seguridad social entre el beneficiario y la administración. También se ocupa 

de las relaciones entre la Administración Pública y su personal (no 

funcionarios y por tanto sujetos al Derecho Laboral). 

2.2. Conceptos Generales del Derecho Procesal del Trabajo.  

La esencia del derecho procesal radica en la actividad jurisdiccional del 

Estado, se consideró indispensable la creación de una disciplina que conociera 

de esa actividad en el ámbito laboral. 

El actual derecho laboral data de las reformas a la Ley Federal del 

Trabajo que entraron en vigor el 1º de mayo de 1980 y constituyen el avance 

en la materia. 

Los autores procesalistas definen el derecho procesal del trabajo como 

la rama de la ciencia que dicta las normas instrumentales para la actuación 

del derecho, y que disciplina la actividad del juzgador y de las partes, en todo 

lo concerniente a la materia laboral. 

Para algunos autores el derecho procesal laboral es: 
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 Derecho Publico. 

 Derecho Social. 

 Derecho Imperativo. 

 Derecho Autónomo. 

2.3 Junta de Conciliación y Arbitraje 

Llevan a cabo una función conciliatoria potestativa para los trabajadores y 

patrones; son excepción los casos que tengan por objeto el cobro de 

prestaciones cuyo monto no exceda del importe de tres meses de salario, en 

los que por disposición de la ley podrán actuar como Juntas de Conciliación y 

Arbitraje. Por lo demás, aun cuando se les faculte para recibir demandas y 

pruebas de los trabajadores o los patrones, tiene la función de procurar un 

arreglo amistoso de los conflictos que se les presenten, remitiendo sus 

actuaciones a las Juntas de Conciliación y Arbitraje competentes cuando 

resulte imposible conciliar intereses o no tengan aptitudes para conocer el 

planteamiento formulado en una demanda (artículos 591, 600 Y 503 de la 

LFT). 

 Las juntas tienen, entre otras las siguientes facultades y 

obligaciones. 

 Conocer y resolver los conflictos de trabajo de las ramas de la 

industria o actividades representadas en cada una. 

 Hacerse cargo de los conflictos por cobro de prestaciones que se les 

presenten. 

 Practicar la investigación y dictar la resolución que proceda cuando 

se les planteen demandas relacionadas con riesgos de trabajo. 
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 Hacerse cargo de los recursos de revisión interpuestos en contra de 

las resoluciones del presidente titular cuando se trate de ejecución 

de laudos y 

 Recibir en depósito los contratos colectivos y los reglamentos 

interiores de trabajo que les sean presentados, procediendo a su 

archivo para cualquier consulta. 

2.4 Los Conflictos de Trabajo. 

La palabra conflicto, gramaticalmente hablando, se deriva de la voz latina 

confligere, que significa combatir y por extensión, combate, zozobra, 

Inquietud, apuro, aprieto, compromiso grave. El vocablo es sinónimo del 

término colisión, que significa chocar, rozar. 

Existen una variedad de definiciones de conflicto de trabajo, así como 

de la clasificación de los mismos; para el maestro Mario de la Cueva (1989) 

los conflictos de trabajo son las controversias que se suscitan en ocasión o 

con motivo de la formación, modificación e incumplimiento de las relaciones 

individuales o colectivas de trabajo. 

Asimismo señala que los conflictos pueden ser: 

 Entre trabajadores y patrones. 

 Intersindicales 

 Entre un sindicato obrero y sus agremiados 

 Entre trabajadores 

A su vez los conflictos entre trabajadores y patrones pueden ser  
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a) Individuales 

1. Individuales de naturaleza jurídica 

b) Colectivos 

1. Colectivos de naturaleza jurídica 

2. Colectivos de naturaleza económica 

2.5. Definición de Conflictos Jurídicos 

Son los que se refieren al cumplimiento o interpretación de la ley o de 

contratos y desde luego pueden ser individuales o colectivos según el interés 

afectado. 

2.6. Conflictos Individuales 

Son los que afectan intereses de carácter particular, independientemente del 

número de trabajadores que en ellos intervengan. 

2.7.  Principios del Derecho Procesal del Trabajo. 

Los principios del derecho, en su acepción filosófica son las máximas o 

verdades universales del derecho que han servido para orientar a la misma 

ley. 

La escuela histórica considera que los principios de derecho son 

aquellos que han nacido de los pueblos a través de su devenir histórico, en el 

tiempo y en el espacio y que han sido fuente de inspiración para los 
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legisladores, al crear el acto legislativo, es decir, han servido para orientar el 

derecho mismo. 

1.- Principio de Publicidad.- Implica que las juntas deben permitir en el 

desarrollo de las audiencias la presencia del público interesado, siempre y 

cuando no alteren el orden dentro de la misma, asimismo las partes en 

conflicto pueden consultar las actuaciones que obren en el expediente, 

siempre y cuando no vayan en contra de la moral de las buenas costumbres. 

2.- Principio de Oralidad.- En el proceso oral predomina la palabra sobre la 

escritura y la función de esta última es simplemente de carácter histórico, 

pues tiene por objeto dejar constancia fehaciente de lo ocurrido durante la 

tramitación del juicio. El proceso laboral no tiene carácter formal ni solemne. 

3.- Principio de gratuidad.- Este principio lo consagra el Artículo 17 

Constitucional cuando dispone de los tribunales deben impartir en forma 

gratuita. La justicia, administrada por el Estado, debe estar al alcance de 

todas las personas, sea cual fuere su situación económica o social, y para ello 

es prenda de garantía la gratuidad de la misma. 

4.- Principio de inmediatez.- Este principio lo encontramos en la obligación de 

los miembros de la Junta de Conciliación y Arbitraje de estar en contacto 

inmediato con las partes en el juicio laboral, interviniendo personalmente en 

todo el curso del proceso del trabajo, a fin de que existiendo una más 

estrecha comunicación entre partes y la Junta logre una justicia más apegada 

a la equidad. 
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5.- Principio de actuación a instancia de parte.- El proceso laboral no se sigue 

de oficio. Las Juntas de Conciliación y de Conciliación y arbitraje sólo podrán 

iniciar el procedimiento a solicitud de la parte actora, mediante la 

presentación de la demanda respectiva. Si éste no se impulsa por las partes, 

se extingue. Opera la caducidad o la preclusión y se tiene por desistido al 

actor de las acciones intentadas 

6.- Principios de economía, concentración y sencillez.- El proceso oral se 

caracteriza por su economía, esto significa que el costo, tanto en dinero, 

esfuerzo y tiempo debe ser mínimo para las partes. A ello nos lleva sencillez 

en los trámites; lo que significa que las diversas actuaciones del proceso sean 

realizadas sin formalismos de una manera clara breve y sencilla, la 

concentración tiene por objeto que se realicen varios actos procésales en una 

sola audiencia, así como la brevedad en los plazos y el trámite del juicio en 

una sola instancia. 

7.- Principio especial de suplencia de la queja del trabajador.- Al ser el 

trabajador, por regla general, la parte económicamente débil, en cuanto no 

cuenta con los recursos pecuniarios y en ocasiones con la asistencia jurídica 

idónea para hacer valer correctamente sus derechos, el legislador permite 

que la Junta subsane los defectos de la demanda del trabajador cuando ésta, 

sea incompleta por no comprender todas las prestaciones que le 

correspondan conforme a la ley, o bien esté redactada en forma vaga u 

obscura. 

En este último caso la Junta, al admitir la demanda, debe señalar, sus 

defectos u omisiones y prevendrá al trabajador para que los subsane dentro 
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de un plazo de tres días. Si no se hicieren las correcciones dentro del plazo, el 

trabajador podrá cumplir con los requisitos omitidos en la etapa de la 

demanda y excepciones 

2.7.1 Acciones y Excepciones.  

EL termino "acción" gramaticalmente posee varias acepciones. En sentido 

material, puede utilizarse como sinónimo de la facultad de provocar la 

actividad del poder judicial. 

a) Acciones de condena.- Son aquellas que tienen por objeto obtener, en 

contra del demandado, una sentencia por, virtud de la cual se le constriñe a 

cumplir una obligación de hacer, de no hacer, o de entregar alguna cosa, 

pagar alguna cantidad de dinero, etc. Las acciones de condena, por regla 

general, son al mismo tiempo acciones declarativas porque se obtienen 

mediante ellas la declaración de la obligación cuyo cumplimiento se exige. 

b) Acciones rescisorias.- Las rescisiones son las formas anormales de terminar 

los contratos de trabajo, es decir, esa terminación surge posteriormente a la 

existencia misma de los actos de los contratos. 

El patrón o el trabajador pueden rescindir en cualquier tiempo el 

contrato de trabajo o la relación de trabajo por causa justificada, sin 

responsabilidad para el patrón o el trabajador, según se trate (artículos 

46,47,48,49, 50,52, 185,244,253,264,291,298, 341 y demás relativos de la 

Ley Federal del Trabajo). 

c) Acciones constitutivas o modificativas.- Las acciones constitutivas se 

dirigen a modificar un estado Jurídico existente (firma y revisión total o 
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parcial, salarios o prestaciones de un contrato colectivo de trabajo o bien la 

firma del contrato individual de trabajo u otorgamiento de contrato) 

d) Acciones declarativas.- Tienden a obtener con la eficacia de la sentencia 

firme, la declaración de la existencia de una determinada relación jurídica o 

de un derecho nacido de un negocio jurídico, como por ejemplo: la 

indemnización para beneficios por muerte del trabajador en riesgo de trabajo; 

la titularidad de un contrato colectivo de trabajo o bien la rescisión de un 

contrato de trabajo es también una acción declaratoria. 

e) Acciones cautelares.- Las acciones cautelares o preservativas son las que 

tienen el poder Jurídico de lograr una medida de seguridad en el proceso. Se 

consideran como tales, la de arraigo personal, el embargo precautorio o 

provisional, el depósito judicial, dichas acciones tienen por objeto conseguir 

una resolución judicial provisional que garantice la efectividad del derecho 

sustancial. 

f) Acciones ejecutivas.- Son las que tienden a obtener coactivamente lo que 

es debido de acuerdo con lo que indica el laudo condenatorio o su 

equivalente en dinero. 

2.7.2 De la Capacidad y Personalidad  

La capacidad procesal es la facultad de intervenir activamente en el proceso a 

nombre propio o en representación de otro 

Los menores trabajadores tienen capacidad para intervenir en el juicio 

sin autorización alguna, pero SI no están asesorados en el juicio, la Junta 
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solicitará la intervención de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, para 

que le nombre un representante. 

2.7.3 La Personalidad. 

Como ya se mencionó anteriormente el requisito para ser parte en un proceso 

o intervenir en él como tercero, consiste en tener personalidad o lo que es 

igual, ser persona de derecho. 

Desde un punto de vista procesal la personalidad se refiere a 

determinar si quien dice ser representante o mandatario de una persona lo 

es. 

2.7.4 Competencia 

En materia laboral, es la facultad que tienen las autoridades para aplicar la 

Ley Federal del Trabajo. 

En otras palabras, es la facultad que, por disposición de la LFT, le 

corresponde a una junta para el conocimiento de un litigio de carácter laboral 

que interponga un trabajador, un sindicato o un patrón, según la índole de la 

reclamación que se presente. 

2.7.5 De los Términos Procésales 

El tiempo en el proceso es un factor de importancia decisiva, como en la vida. 

La influencia del tiempo en el proceso es, pues, ineludible y debe tomarse en 

cuenta al regular la; actividades en que la jurisdicción laboral se desenvuelve, 

por lo tanto lo más importante de los términos procésales es saber contarlos. 
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El profesor Climent Beltrán (2005) dice que término es el espacio de 

tiempo que se concede a las parte; para desahogar algún acto o diligencia 

judicial y se le considera como sinónimo de plazo porque en el derecho 

mexicano del trabajo no hay distinción entre término y plazo, según se 

aprecia en el capítulo respectivo de la LFT (arts. 733-738), pues una y otra 

voz encuentran en común un punto de partida y un punto límite. 

2.7.6 De las Notificaciones 

La notificación judicial es uno de los medios de comunicación procesal 

destinado a informar, transmitir u ordenar por vía oral o escrita, a los sujetos 

participantes o interesados en una contienda judicial, las diligencias y 

actuaciones que resulten pertinentes tanto para hacer valer sus derechos y 

contribuir a su defensa jurídica como para cumplir los ordenamientos 

judiciales que les correspondan. 

La notificación es la forma externa por medio de la cual las resoluciones 

dictadas por una Junta se dan a conocer a los interesados en un juicio 

laboral, así como a toda persona que de algún modo intervenga en la 

actuación 

En la actualidad son considerados medios de comunicación procesal: 

 La notificación, que en sentido específico se denomina correr traslado 

de una determinada actuación de la autoridad. 

 La citación o llamado para acudir ante el tribunal del trabajo el día, la 

hora y el lugar que éste determine. 
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 El emplazamiento o llamamiento a juicio, que implica el ejercicio de una 

acción determinada, o sea el término concedido a la parte demandada a 

fin de que comparezca a la Junta para defender sus intereses o para 

que exponga las manifestaciones que dicha defensa implique; y 

 El requerimiento que acompaña toda notificación cuando se hace una 

intimidación judicial a una persona para que haga o deje de hacer 

determinada cosa. 

2.7.7 De los Incidentes 

Son las cuestiones que surgen durante el desarrollo de un proceso y tiene 

que ver con el tema básico del litigio, sin formar parte de él y que por su 

naturaleza, imponen una resolución desligada de la decisión fundamental del 

litigio. 

Los incidentes se tramitarán en el expediente principal, salvo lo que 

disponga la ley. Son incidentes de previo y especial pronunciamiento: 

 Nulidad 

 Competencia 

 Personalidad 

 Acumulación 

 Excusas 

2.7.8 De las Resoluciones Laborales 

Las resoluciones laborales por lo general son todas las declaraciones de 

voluntad producidas por el juez, que tienden a ejercer sobre el proceso una 

influencia directa, inmediata o de definición de la controversia. 
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Tomando en consideración su naturaleza jurídica, las resoluciones se 

clasifican en: 

 Acuerdos. Si se refieren a simples determinaciones de trámite 

 Autos incidentales. Son aquellas que resuelven dentro o fuera de 

juicio un incidente 

 Laudos. Deciden sobre el fondo del conflicto 

2.7.9 De las Providencias Cautelares 

Si hay temor de que el demandado se ausente y oculte o de que los bienes 

salgan de su patrimonio, el actor, al presentar la demanda y también con 

posterioridad, podrá solicitar por escrito o en comparecencia, el arraigo así 

como el secuestro provisional de los bienes del demandado. 

El arraigo se decreta de plano y consiste en prevenir al demandado que 

no se ausente de su residencia sin dejar representante legitimo, con 

instrucciones para la defensa del juicio y con numerario suficiente para cubrir 

las prestaciones reclamadas, en caso de ser condenado. La persona que 

quebrante el arraigo, comete el delito de desobediencia a un mandato de 

autoridad. 

El actor al solicitar el secuestro provisional, determinará el monto de lo 

demandado y rendirá las pruebas que demuestren la necesidad del embargo. 

Siempre se considerará necesaria esta medida cuando el solicitante 

comprueba que el demandado tiene diferentes juicios o reclamaciones ante 

autoridades judiciales o administrativas, que por su cuantía, a criterio del 

presidente, puedan provocar su insolvencia. 
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2.7.10 Concepto de Prueba 

En sentido jurídico, probar es establecer la existencia de la verdad, y las 

pruebas son los diversos medios por los cuales el juzgador llega a descubrir la 

verdad objetiva 

La prueba consiste en demostrar en juicio por los medios que la ley 

establece, la certeza de los hechos controvertidos por las partes. 

Solamente los hechos son objeto de la prueba, sin embargo no todos 

los hechos son objeto de prueba, por ejemplo los aceptados por las partes los 

notorios, los que se prohíba emplear como prueba de los mismos, los ociosos 

etc. 

En materia laboral, la ley señala que las pruebas deben referirse 

exclusivamente a los hechos controvertidos cuando no han sido confesados 

por las partes (art.777 de la LTF) 

La Junta desechará aquellas pruebas que no tengan relación con la litis 

planteada, resulten inútiles o intrascendentes (Art. 779 de la LFT). 

2.7.11 Medios Probatorios 

1. CONFESIONAL.- La confesión es el reconocimiento tácito o expreso, que 

hace una de las partes de los hechos que le son propios o que tienen 

obligación de conocer, relativos a las cuestiones controvertidas en el juicio 

que le perjudican. 

La LFT señala que tanto el demandante como el demandado pueden solicitar 

la comparecencia de la contraparte para absolver posiciones, es decir, para 
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dar contestación al interrogatorio que se formule en relación con los hechos 

controvertidos. 

2. DOCUMENTAL.- Documento en un sentido amplio, es toda cosa o 

representación material destinada e idónea para reproducir o expresar por 

medio de signos una manifestación del pensamiento, por ello los documentos 

han sido considerados corno los medios probatorios más seguros y eficaces 

de los hechos controvertidos del proceso. 

La LFT en sus artículos 795 Y 796 define la clásica y tradicional 

clasificación, de los documentos, misma que se refiere al origen de los 

mismos, así los documentos se clasifican en: 

Públicos. Son aquellos cuya formulación está encomendada por la Ley, a 

un funcionario investido de fe pública, así como los que expida en ejercicio de 

sus funciones. 

Privados. Son aquellos que no reúnen las condiciones previstas por el 

artículo anterior. 

Estos documentos son aquellos que consignan alguna disposición o 

convenio por particulares. 

3. TESTIMONIAL.- El testigo es la persona extraña al juicio que declara acerca 

de los hechos o cosas controvertidas en la relación procesal. Los testigos son 

personas físicas que aseveran hechos conocidos por medio de los sentidos. 
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El testimonio es el acto por el cual una persona rinde declaración en un 

proceso con respecto a hechos o actos que le consten, ya sea por haberlos 

presenciado o por tener conocimiento de ellos. 

La prueba testimonial se reduce a la presentación que cada una de las 

partes hace de esa persona, con el objeto de acreditar y justificar lo 

manifestado en la demanda y la contestación. El juzgador tiene la facultad de 

apreciar la idoneidad del testigo, aquilatar la imparcialidad con que se 

conduzca y razonar con respecto a la credibilidad que a su juicio encierre el 

testimonio producido. 

En el procedimiento laboral mexicano se han implantado estas reglas: 

 Cada parte sólo podrá ofrecer el testimonio de tres personas por cada 

hecho controvertido que se pretenda probar; 

 Los testigos se deberán presentar el día y la hora que determine la 

junta, a menos que no radiquen en el lugar donde el tribunal se 

encuentre ubicado; 

 El interrogatorio podrá hacerse de manera oral o por escrito; en ambos 

casos, la junta calificará previamente las preguntas que se hagan al 

testigo e indicará si son o no procedentes; en este último caso las 

desechará 

4. PERICIAL.- Cuando la apreciación de un hecho controvertido requiere de 

una observación o preparación especial, obtenida por el estudio de una 

materia específica, o simplemente por la experiencia personal que 

proporciona el ejercicio de una profesión u oficio, surge en el proceso la 

necesidad de la prueba pericial. 
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El maestro Trueba Urbina, menciona que se denomina perito a la 

persona versada en alguna ciencia o arte que pueda ilustrar al tribunal sobre 

algún aspecto de la controversia. 

Esta prueba se considera necesaria cuando el juzgador considere que, 

por la naturaleza del hecho a probar, es necesario que una persona experta 

en una técnica, ciencia o arte le auxilie mediante la presentación de un 

dictamen por escrito, en que el perito se ajuste estrictamente a las cuestiones 

que desee dilucidar el juez, expresando la relación que dichas cuestiones 

tengan con los hechos a probar y exponiendo las conclusiones que a su juicio 

procedan. 

5. INSPECCION OCULAR.- El reconocimiento o inspección, es el acto procesal 

en que el órgano jurisdiccional conoce ó examina personas, actos, 

documentos, animales y cosas en general, materia de la controversia. 

6. PRESUNCIONAL.- Presunción es la consecuencia que la ley o la junta 

deduzcan de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro 

desconocido. 

7. INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- La Ley establece que la instrumental 

es el conjunto de actuaciones que obren en el expediente, formado con 

motivo del juicio. 

2.8 Procedimiento Ordinario Laboral  

El procedimiento ordinario rige la tramitación y resolución de los conflictos 

individuales y colectivos de naturaleza jurídica, cuando no tengan señalado en 
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la Ley una tramitación específica (como por ejemplo los procedimientos 

especiales, huelga y los colectivos de naturaleza económica) 

En el procedimiento ordinario para dirimir la controversia planteada por 

las partes, no se crean en los laudos condiciones nuevas de trabajo como en 

los conflictos económicos, sino que se aplican al caso concreto, las 

disposiciones legales establecidas. 

2.8.1 Escrito de Demanda 

Demanda.- Es la petición mediante la cual el actor formula sus peticiones por 

escrito, ante la Junta de Conciliación y arbitraje, para que intervenga en el 

conflicto a fin de impartir justicia. 

Debe hacerse por escrito acompañando tantas copias como 

demandados haya, y contener: 

 La Junta ante quien se promueve 

 Nombre de quien promueve y domicilio para oír y recibir 

notificaciones 

 Nombre y domicilio del demandado (cuando los trabajadores no 

conozcan el nombre y apellido del patrón o de la denominación o 

razón social de la empresa, deberán precisar en su escrito inicial la 

ubicación de la empresa o establecimiento, oficina o lugar en donde 

se prestó el trabajo y la actividad a que se dedica el patrón, por lo 

menos. 

 Acción o acciones que se ejercitan 
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 Relación clara de los hechos que originaron la demanda y puntos 

petitorios. (Se podrán acompañar las pruebas que se consideren 

pertinentes para demostrar las pretensiones y documentos que 

justifiquen su personalidad) 

 El derecho sustantivo y procesal que funda la acción ejercitada 

 Petición al Presidente de la Junta, y 

 Fecha y firma al calce. 

Audiencia de conciliación, Demanda y Excepciones Ofrecimiento y Admisión 

de Pruebas 

La primera audiencia contendrá los siguientes periodos: 

a) De conciliación 

b) De demanda y excepciones y 

c) De ofrecimiento y admisión de pruebas 

Audiencia de Desahogo de Pruebas 

La segunda audiencia es la de desahogo de pruebas en ella, después de 

recibir todos los elementos probatorios ofrecidos por las partes y admitidos 

por la Junta, se procede a la formulación de los alegatos, tanto por la parte 

actora, como por la demandada. En el mismo acto el secretario certificará que 

no quedan pruebas por desahogar y el auxiliar de oficio, declarará cerrada la 

instrucción, para formular dentro de los diez días siguientes el proyecto de 

laudo. 
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ALEGATOS.- Son los actos procésales de las partes cuya finalidad es crear 

convicción en la Junta, sobre la justificación de sus pretensiones, basándose 

en la Ley, la Jurisprudencia, y en su apreciación de los hechos controvertidos 

y en los elementos probatorios que aportaron. 

En el procedimiento ordinario. Si las partes están Conformes con los 

hechos y la controversia queda reducida a un punto de derecho, al concluir la 

audiencia de conciliación, demanda y excepciones y ofrecimiento de pruebas, 

se otorgará a las partes término para alegar y se dictará el laudo. (Art. 882) 

En el procedimiento especial. Concluida la recepción de pruebas, la 

Junta oirá los alegatos de las partes y dictará resolución (Art. 895) 

En el procedimiento para conflictos de naturaleza económica. Al concluir 

la recepción de las pruebas, la Junta concederá a las partes un término de 72 

horas para que presenten sus alegatos por escrito. (Art. 915). 

2.8.2 Cierre de Instrucción y Laudo 

Concluir el desahogo de pruebas, formulados los alegatos, previa certificación 

del secretario en el sentido de que no existen pruebas pendientes por 

desahogar, el auxiliar de oficio, declarará cerrada la instrucción, es decir, se 

declara la conclusión de la actividad procesal de las partes, para que el 

tribunal dicte el fallo respectivo, y dentro de los 10 días siguientes, formulará 

el proyecto de resolución o dictamen en forma de laudo. 

El laudo contendrá los siguientes requisitos. 

 Lugar, fecha y Junta que lo pronuncie 
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 Nombres y domicilio de las partes y de sus representantes 

 Extracto de la demanda y su contestación que deberá contener con 

claridad y concisión los hechos controvertidos 

 Enumeración de las pruebas y apreciación que de ellas llaga la Junta 

 Extracto de los alegatos 

 Las razones legales o de equidad la jurisprudencia y la doctrina que 

le sirvan de fundamento 

 Los puntos resolutivos 

2.9 Procedimientos Especiales  

Hay ciertos conflictos que por su propia naturaleza deben ser solucionados 

con mayor celeridad, motivo por el cual se les ha sometido a un 

procedimiento especial, de tipo sumario, puesto que todas las actuaciones se 

concentran en una sola audiencia. A continuación vamos a enumerar las 

controversias comprendidas dentro de este procedimiento especial: 

 Cuando el trabajador reclama estar sujeto a una jornada inhumana por 

lo notoriamente excesiva: 

 La aprobación del escrito que contiene las condiciones de trabajo para 

la prestación de servicios fuera de la República. 

 Todas las cuestiones relacionadas con el arrendamiento de habitaciones 

a los trabajadores por parte de la empresa en la cual prestan sus 

servicios. 

 Las generadas por el incumplimiento de las obligaciones relativas a la 

capacitación o adiestramiento a cargo de las empresas. 
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 Las inconformidades contra las resoluciones de la Comisión Mixta de 

Escalafón cuando el trabajador no esté de acuerdo con la cantidad que 

se le haya asignado. 

 Las cuestiones referentes al pago de la prima de antigüedad 

El procedimiento se inicia con la presentación de la demanda en la cual se 

pueden ofrecer las pruebas, y como al principio se indica, este juicio, se 

tramita en una sola audiencia de conciliación, demanda y excepciones, 

pruebas y resolución, la cual deberá celebrarse dentro de los quince días 

hábiles siguientes a la presentación de la demanda o al concluirse la 

investigación encaminada a averiguar quiénes eran las personas que 

dependían económicamente del trabajador, en los casos de indemnización. 

2.10 Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje 

Las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje funcionarán en cada una de las 

Entidades Federativas. Les corresponde el conocimiento y resolución de los 

conflictos de trabajo que no sean de la competencia de la Junta Federal de 

Conciliación y Arbitraje. 

Su integración y funcionamiento se rigen por las mismas disposiciones 

aplicables a la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, con la diferencia de 

que las facultades del Presidente de la República y del Secretario del Trabajo 

y Previsión Social se ejercerán por los gobernadores de los estados y en el 

caso del Distrito Federal, por el propio Presidente de la República y por el Jefe 

del Departamento del Distrito Federal, respectivamente. 

El Gobernador del Estado o el Jefe del Departamento del Distrito 

Federal, cuando lo requieran las necesidades del trabajo y del capital, podrá 
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establecer una o más Juntas de Conciliación y Arbitraje fijando el lugar de su 

residencia y su competencia territorial. 

La integración y funcionamiento de las Juntas Locales de Conciliación y 

Arbitraje se regirán por las disposiciones contenidas en el capítulo anterior. 

Las facultades del Presidente de la República y del Secretario del Trabajo y 

Previsión Social se ejercerán por los Gobernadores de los Estados y en el caso 

del Distrito Federal, por el propio Presidente de la República y por el Jefe del 

Departamento del Distrito Federal, respectivamente. 

El Presidente de la Junta del Distrito Federal percibirá los mismos 

emolumentos que correspondan al Presidente del Tribunal Superior de 

Justicia. 

2.11 Procedimiento Ordinario ante las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje. 

Las disposiciones de este Capítulo rigen la tramitación y resolución de los 

conflictos individuales y colectivos de naturaleza jurídica que no tengan una 

tramitación especial en esta Ley. 

El procedimiento se iniciará con la presentación del escrito de demanda, 

ante la Oficialía de Partes o la Unidad Receptora de la Junta competente, la 

cual lo turnará al Pleno o a la Junta Especial que corresponda, el mismo día 

antes de que concluyan las labores de la Junta. 

La demanda se formulará por escrito, acompañando tantas copias de la 

misma, como demandados haya. El actor en su escrito inicial de demanda 

expresará los hechos en que funde sus peticiones, pudiendo acompañar las 

pruebas que considere pertinentes, para demostrar sus pretensiones. 

http://www.monografias.com/trabajos/ofertaydemanda/ofertaydemanda.shtml
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El Pleno o la Junta Especial, dentro de las veinticuatro horas siguientes, 

contadas a partir del momento en que reciba el escrito de demanda, dictará 

acuerdo, en el que señalará día y hora para la celebración de la audiencia de 

conciliación, demanda y excepciones y ofrecimiento y admisión de pruebas, 

que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes en que se haya 

recibido el escrito de demanda. En el mismo acuerdo se ordenará se notifique 

personalmente a las partes, con diez días de anticipación a la audiencia 

cuando menos, entregando al demandado copia cotejada de la demanda, y 

ordenando se notifique a las partes con el apercibimiento al demandado de 

tenerlo por inconforme con todo arreglo, por contestada la demanda en 

sentido afirmativo, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no 

concurre a la audiencia. 

Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, la Junta, en caso 

de que notare alguna irregularidad en el escrito de demanda, o que estuviere 

ejercitando acciones contradictorias, al admitir la demanda le señalará los 

defectos u omisiones en que haya incurrido y lo prevendrá para que los 

subsane dentro de un término de tres días. 

La falta de notificación de alguno o de todos los demandados, obliga a 

la Junta a señalar de oficio nuevo día y hora para la celebración de la 

audiencia, salvo que las partes concurran a la misma o cuando el actor se 

desista de las acciones intentadas en contra de los demandados que no 

hayan sido notificados. Las partes que comparecieren a la audiencia, 

quedarán notificadas de la nueva fecha para su celebración, a las que fueron 

notificadas y no concurrieron, se les notificará por boletín o en estrados de la 

Junta; y las que no fueren notificadas se les hará personalmente. 
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La audiencia a que se refiere el artículo 873 constará de tres etapas: 

I. De conciliación;  

II. De demanda y excepciones; y  

III. De ofrecimiento y admisión de pruebas.  

La audiencia se iniciará con la comparecencia de las partes que concurran a 

la misma; las que estén ausentes, podrán intervenir en el momento en que se 

presenten, siempre y cuando la Junta no haya tomado el acuerdo de las 

peticiones formuladas en la etapa correspondiente. 

La etapa conciliatoria se desarrollará en la siguiente forma: 

I. Las partes comparecerán personalmente a la Junta, sin abogados 

patronos, asesores o apoderados.  

II. La Junta intervendrá para la celebración de pláticas entre las partes y 

exhortará a las mismas para que procuren llegar a un arreglo 

conciliatorio.  

III. Si las partes llegaren a un acuerdo, se dará por terminado el conflicto. El 

convenio respectivo, aprobado por la Junta, producirá todos los efectos 

jurídicos inherentes a un laudo;  

IV. Las partes de común acuerdo, podrán solicitar se suspenda la audiencia 

con objeto de conciliarse; y la Junta, por una sola vez, la suspenderá y 

fijará su reanudación dentro de los ocho días siguientes, quedando 

notificadas las partes de la nueva fecha con los apercibimientos de Ley;  

V. Si las partes no llegan a un acuerdo, se les tendrá por inconformes, 

pasando a la etapa de demanda y excepciones; y  
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VI. De no haber concurrido las partes a la conciliación, se les tendrá por 

inconformes con todo arreglo y deberán presentarse personalmente a la 

etapa de demanda y excepciones.  

La Junta de Conciliación y Arbitraje que reciba un expediente de la de 

Conciliación, citará a las partes a la etapa de demanda y excepciones, y 

ofrecimiento y admisión de pruebas. 

La etapa de demanda y excepciones, se desarrollará conforme a las 

normas siguientes: 

I. El Presidente de la Junta hará una exhortación a las partes y si éstas 

persistieren en su actitud, dará la palabra al actor para la exposición de 

su demanda;  

II. El actor expondrá su demanda, ratificándola o modificándola, precisando 

los puntos petitorios. Si el promovente, siempre que se trate del 

trabajador, no cumpliere los requisitos omitidos o no subsanare las 

irregularidades que se le hayan indicado en el planteamiento de las 

adiciones a la demanda, la Junta lo prevendrá para que lo haga en ese 

momento;  

III. Expuesta la demanda por el actor, el demandado procederá en su caso, a 

dar contestación a la demanda oralmente o por escrito. En este último 

caso estará obligado a entregar copia simple al actor de su contestación; 

si no lo hace, la Junta la expedirá a costa del demandado;  

IV. En su contestación opondrá el demandado sus excepciones y defensas, 

debiendo de referirse a todos y cada uno de los hechos aducidos en la 

demanda, afirmándolos o negándolos, y expresando los que ignore 

cuando no sean propios; pudiendo agregar las explicaciones que estime 
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convenientes. El silencio y las evasivas harán que se tengan por 

admitidos aquellos sobre los que no se suscite controversia, y no podrá 

admitirse prueba en contrario. La negación pura y simple del derecho, 

importa la confesión de los hechos. La confesión de éstos no entraña la 

aceptación del derecho;  

V. La excepción de incompetencia no exime al demandado de contestar la 

demanda en la misma audiencia y si no lo hiciere y la Junta se declara 

competente, se tendrá por confesada la demanda;  

VI. Las partes podrán por una sola vez, replicar y contrarreplicar brevemente, 

asentándose en actas sus alegaciones si lo solicitaren;  

VII. Si el demandado reconviene al actor, éste procederá a contestar de 

inmediato, o bien, a solicitud del mismo, la Junta acordará la suspensión 

de la audiencia, señalando para su continuación una fecha dentro de los 

cinco días siguientes;  

VIII. Al concluir el período de demanda y excepciones, se pasará 

inmediatamente al de ofrecimiento y admisión de pruebas. Si las partes 

están de acuerdo con los hechos y la controversia queda reducida a un 

punto de derecho, se declarará cerrada la instrucción.  

La audiencia se llevará a cabo, aun cuando no concurran las partes. Si 

el actor no comparece al período de demanda y excepciones, se tendrá por 

reproducida en vía de demanda su comparecencia o escrito inicial. Si el 

demandado no concurre, la demanda se tendrá por contestada en sentido 

afirmativo, sin perjuicio de que en la etapa de ofrecimiento y admisión de 

pruebas, demuestre que el actor no era trabajador o patrón, que no existió el 

despido o que no son ciertos los hechos afirmados en la demanda. 
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La etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas se desarrollará conforme 

a las normas siguientes: 

I. El actor ofrecerá sus pruebas en relación con los hechos controvertidos. 

Inmediatamente después el demandado ofrecerá sus pruebas y podrá 

objetar las de su contraparte y aquel a su vez podrá objetar las del 

demandado;  

II. Las partes podrán ofrecer nuevas pruebas, siempre que se relacionen con 

las ofrecidas por la contraparte y que no se haya cerrado la etapa de 

ofrecimiento de pruebas. Asimismo, en caso de que el actor necesite 

ofrecer pruebas relacionadas con hechos desconocidos que se 

desprendan de la contestación de la demanda, podrá solicitar que la 

audiencia se suspenda para reanudarse a los 10 días siguientes a fin de 

preparar dentro de este plazo las pruebas correspondientes a tales 

hechos;  

III. Las partes deberán ofrecer sus pruebas, observando las disposiciones del 

Capítulo XII de este Título; y  

IV. Concluido el ofrecimiento, la Junta resolverá inmediatamente sobre las 

pruebas que admita y las que deseche.  

Concluida la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, solamente se 

admitirán las que se refieren a hechos supervenientes o de tachas. Si las 

partes están conformes con los hechos y la controversia queda reducida a un 

punto de derecho, al concluir la audiencia de conciliación, demanda y 

excepciones, y ofrecimiento y admisión de pruebas, se otorgará a las partes 

término para alegar y se dictará el laudo. 
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La Junta, en el mismo acuerdo en que admita las pruebas, señalará día y 

hora para la celebración de la audiencia de desahogo de pruebas, que deberá 

efectuarse dentro de los diez días hábiles siguientes, y ordenará, en su caso, 

se giren los oficios necesarios para recabar los informes o copias que deba 

expedir alguna autoridad o exhibir persona ajena al juicio y que haya 

solicitado el oferente, con los apercibimientos señalados en esta Ley; y dictará 

las medidas que sean necesarias, a fin de que el día de la audiencia se 

puedan desahogar todas las pruebas que se hayan admitido. 

Cuando por la naturaleza de las pruebas admitidas, la Junta considere 

que no es posible desahogarlas en una sola audiencia, en el mismo acuerdo 

señalará los días y horas en que deberán desahogarse, aunque no guarden el 

orden en que fueron ofrecidas, procurando se reciban primero las del actor y 

después las del demandado. Este período no deberá exceder de treinta días. 

La audiencia de desahogo de pruebas se llevará a cabo conforme a las 

siguientes normas: 

I. Abierta la audiencia, se procederá a desahogar todas las pruebas que se 

encuentren debidamente preparadas, procurando que sean primeramente 

las del actor e inmediatamente las del demandado o, en su caso, aquellas 

que hubieren sido señaladas para desahogarse en su fecha;  

II. Si faltare por desahogar alguna prueba, por no estar debidamente 

preparada, se suspenderá la audiencia para continuarla dentro de los diez 

días siguientes, haciéndose uso de los medios de apremio a que se 

refiere esta Ley;  

III. En caso de que las únicas pruebas que falten por desahogar sean copias 

o documentos que hayan solicitado las partes, no se suspenderá la 
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audiencia, sino que la Junta requerirá a la autoridad o funcionario omiso, 

le remita los documentos o copias; si dichas autoridades o funcionarios 

no cumplieran con esa obligación, a solicitud de parte, la Junta se lo 

comunicará al superior jerárquico para que se le apliquen las sanciones 

correspondientes; y  

IV. Desahogadas las pruebas, las partes, en la misma audiencia, podrán 

formular sus alegatos.  

Al concluir el desahogo de las pruebas, formulados los alegatos de las 

partes y previa certificación del Secretario de que ya no quedan pruebas por 

desahogar, el auxiliar, de oficio, declarará cerrada la instrucción, y dentro de 

los diez días siguientes formulará por escrito el proyecto de resolución en 

forma de laudo, que deberá contener: 

I. Un extracto de la demanda y de la contestación, réplica y contrarréplica; 

y en su caso, de la reconvención y contestación de la misma;  

II. El señalamiento de los hechos controvertidos;  

III. Una relación de las pruebas admitidas y desahogadas, y su apreciación 

en conciencia, señalando los hechos que deban considerarse probados;  

IV. Las consideraciones que fundadas y motivadas se deriven, en su caso, de 

lo alegado y probado; y  

V. Los puntos resolutivos.  

Del proyecto de laudo formulado por el auxiliar, se entregará una copia a 

cada uno de los miembros de la Junta. Dentro de los cinco días hábiles 

siguientes al de haber recibido la copia del proyecto, cualquiera de los 

miembros de la Junta podrá solicitar que se practiquen las diligencias que no 

se hubieren llevado a cabo por causas no imputables a las partes, o 
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cualquiera diligencia que juzgue conveniente para el esclarecimiento de la 

verdad. 

La Junta, con citación de las partes, señalará, en su caso, día y hora para 

el desahogo, dentro de un término de ocho días, de aquellas pruebas que no 

se llevaron a cabo o para la práctica de las diligencias solicitadas. 

Transcurrido el término a que se refiere el artículo anterior, concedido a 

los integrantes de la Junta, o en su caso, desahogadas las diligencias que en 

este término se hubiesen solicitado, el Presidente de la Junta citará a los 

miembros de la misma, para la discusión y votación, que deberá efectuarse 

dentro de los diez días siguientes en que hayan concluido el término fijado o 

el desahogo de las diligencias respectivas. 

La discusión y votación del proyecto de laudo, se llevará a cabo en sesión 

de la Junta, de conformidad con las normas siguientes: 

I. Se dará lectura al proyecto de resolución, a los alegatos y observaciones 

formuladas por las partes;  

II. El Presidente pondrá a discusión el negocio con el resultado de las 

diligencias practicadas; y  

III. Terminada la discusión, se procederá a la votación, y el Presidente 

declarará el resultado.  

Si el proyecto de resolución fuere aprobado, sin adiciones ni 

modificaciones, se elevará a la categoría de laudo y se firmará de inmediato 

por los miembros de la Junta. Si al proyecto se le hicieran modificaciones o 

adiciones, se ordenará al secretario que de inmediato redacte el laudo, de 

acuerdo con lo aprobado. En este caso, el resultado se hará constar en acta. 
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Engrosado el laudo, el Secretario recogerá, en su caso, las firmas de los 

miembros de la Junta que votaron en el negocio y, una vez recabadas, 

turnará el expediente al actuario, para que de inmediato notifique 

personalmente el laudo a las partes. 

 

Si la Junta estima que alguna de las partes obró con dolo o mala fe, 

podrá imponerle en el laudo una multa hasta de siete veces el salario mínimo 

general, vigente en el tiempo y lugar de residencia de la Junta. La misma 

multa podrá imponerse a los representantes de las partes. 

 

2.12 Insumisión al Arbitraje en Materia Laboral 

 

2.12.1 El Arbitraje 

 

El arbitraje es la acción o el poder de arbitrar en los conflictos. Puede 

considerarse como la facultad con que cuenta un arbitro para juzgar, decidir o 

fallar un conflicto. 

 

Puede concebirse el arbitraje laboral como una institución oficial que 

trata de prevenir los conflictos entre los factores de la producción y otra es la 

de buscar bases para solucionar las controversias entre las partes. 

 



75 

 

 

La voluntad de las partes para someterse al arbitraje en el derecho 

privado se refiere a la intención que exterioriza un sujeto que intenta la 

consecución de determinados efectos jurídicos. Es decir, es la intención del 

sujeto de contraer o no un determinado vínculo jurídico frente a otra u otras 

personas, vínculo que provoca la aparición de efectos y consecuencias de 

derecho normalmente previstos por el emisor de tal contenido volitivo, ahora 

jurídicamente relevante. 

 

Para que se dé el arbitraje en primer lugar debemos tomar en 

consideración la existencia de un conflicto entre las partes y que dentro de 

esté exista un acuerdo de querer someterse a las diferencias que tengan al 

arbitraje. Esa voluntad de las partes es la que las obliga a la sujeción al 

arbitraje y a someterse a este, ási como al acatamiento del laudo. 

 

El tratadista mexicano Mario De la Cueva dice que los conflictos desde 

el punto de vista del derecho laboral son: “las diferencias que se suscitan 

entre los  trabajadores y los patronos, solamente entre aquellos o únicamente 

entre éstos,  en ocasión y con motivo de la formación, modificación o 

cumplimiento de las  relaciones  individuales y colectivas de trabajo” (1989, 

p.87) 

 

El arbitraje es una institución de amplio arraigo como medio para 

alcanzar la solución de los conflictos sociales. Precisamente a los tribunales 

que se integran en nuestro país a raíz de la puesta en vigor de la Constitución 

de 1917 se les atribuye la función arbitral. La fracción XX que hoy 

corresponde al apartado A del artículo 123 dispone que “Las diferencias o los 
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conflictos entre el capital y el trabajo se sujetarán a la decisión de una Junta 

de Conciliación y Arbitraje, formada por igual número de representantes de 

los obreros y los patronos, y uno del gobierno. 

 

No obstante lo anterior y como bien observa Alberto Trueba Urbina, el 

arbitraje en México, en relación al derecho del trabajo, no tiene el mismo 

significado que en otras disciplinas del derecho privado, ya que lo caracteriza 

su condición obligatoria salvo en el caso de la huelga. Éste permite un 

arbitraje potestativo, a iniciativa de la clase trabajadora o convencional, el 

cual puede quedar a cargo, por excepción rigurosa, de una persona o 

comisión que libremente elijan las partes. Ello significa que por mandato 

constitucional las diferencias tienen que ser resueltas por la Junta de 

Conciliación y Arbitraje. Aun sería discutible la validez del arbitraje privado en 

materia de huelga, si bien no tendría demasiado sentido plantear su 

improcedencia habida cuenta de que el acuerdo entre las partes es factor 

definitivo. 

 

Mario de la Cueva (1989) sostiene que "entre las varias características 

de los conflictos de trabajo, dos resultan de particular importancia: 

primeramente, una de las  personas que intervengan en el conflicto, por lo 

menos, debe ser sujeto de una  relación de trabajo" (p. 30) y prosigue 

afirmando que "en segundo lugar, la materia sobre  la que verse el conflicto 

ha de estar regida por las normas del derecho del  trabajo" (p. 30) criterio 

que, sin lugar a dudas, define un marco teórico y conceptual  apropiado para 

las distintas opciones de clasificación. 
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Para Pasco (1997), en sentido jurídico estricto arbitraje es “la decisión 

de una controversia pronunciada, con carácter imperativo, por una persona 

ajena y distinta a las partes y que no tiene el carácter de juez” (p. 77). De 

ordinario, por arbitraje se entiende el proceso privado e informal donde a las 

partes en conflicto se les da la oportunidad de presentar su caso ante un 

panel neutral e independiente formado generalmente por varios árbitros, que 

emiten una decisión sobre el conflicto: durante el arbitraje las partes 

presentan sus argumentos y los acreditan con testigos, documentos y otros 

medios de prueba, y los árbitros emiten una decisión final que se conoce 

como laudo. 

 

En materia laboral, las partes representadas en la Junta pueden 

convenir en someter a arbitraje la disputa, de acuerdo con el procedimiento al 

efecto en la Ley del Trabajo. 

 

2.12.2 Insumisión al Arbitraje en Materia Laboral 

 

La insumisión al arbitraje en la legislación laboral mexicana no cuenta con un 

concepto que nos determine claramente cual es su naturaleza jurídica y como 

deberá resolverse, debe entenderse como la posibilidad que una de las partes 

en pugna tiene derecho a decidir no admite jurisdicción del órgano 

establecido para la solución de los conflictos, facultad patronal que se 

encuentra limitada por la ley a ciertas acciones, susceptibles de ser 

planteadas solamente en casos excepcionales y únicamente en contra de la 

acción ejercitada por el trabajador que busca ser reinstalado en su trabajo. 
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La insumisión al arbitraje fue utilizado con frecuencia por los patrones 

en los Estados en que era permitida, lo cual quedó regularizado cuando se 

promulgó la Ley Federal del Trabajo de 1931. Esto fue debido a que las 

legislaturas de algunos Estados tenían la facultad de expedir sus propias leyes 

en materia de trabajo, por lo que algunos de ellos contemplaban la insumisión 

al arbitraje y otras no, pero hasta el año 1941 que, con la ejecutoria de Oscar 

Cue, la excepción al insometimiento al arbitraje previsto en el artículo 123 

Constitucional fracción XXII fue una garantía para el principio de estabilidad 

en el empleo, debido a que esta ejecutoria extiende esa posibilidad a todo 

tipo de conflictos y no se estableció limite alguno. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación y nuestros más altos 

Tribunales Federales han emitido jurisprudencias y diversas tesis 

jurisprudenciales aplicables a la insumisión al arbitraje y por medio de las 

cuales se interpretan los alcances jurídicos de dicha figura y se explica y 

aclaran puntos obscuros de la misma, a continuación transcribo algunas de 

éstas para mejor abundamiento, comprensión y análisis de la insumisión al 

arbitraje en materia laboral: 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. SI EL PATRÓN LA 

PLANTEA CONTRA LA REINSTALACIÓN POR 

DESPIDO INJUSTIFICADO Y PROCEDE, LA JUNTA 

DEBE HACER LA DECLARATORIA DE CONCLUSIÓN DE 

LA RELACIÓN DE TRABAJO Y CONDENAR, ADEMÁS 

DE AL PAGO DE LOS SALARIOS CAÍDOS, AL DE LOS 

INCREMENTOS SALARIALES DURANTE EL TIEMPO 
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DEL TRÁMITE DE LA INCIDENCIA RELATIVA, PARA 

LO CUAL DEBE ORDENAR LA APERTURA DEL 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN CORRESPONDIENTE. 

 

Si en el juicio se reclama la reinstalación por despido 

injustificado y el patrón, previo a contestar la demanda, 

plantea la insumisión al arbitraje y resulta procedente, la 

Junta debe hacer la declaratoria de conclusión de la relación 

de trabajo y condenar al pago de los salarios caídos y de los 

incrementos salariales desde la fecha en que el trabajador 

fue despedido hasta la declaratoria de terminación de la 

relación laboral, porque de no haber existido el despido ésta 

hubiera continuado en los mismos términos y condiciones, 

como si nunca se hubiese interrumpido, y la Junta para 

resolver lo conducente en relación con dichos incrementos 

debe ordenar la apertura del incidente de liquidación 

correspondiente. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 

TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

I.13o.T.180 L 

 

Amparo directo 22793/2006. Miguel Ángel Rivera Villaseñor. 

30 de marzo de 2007. Unanimidad de votos; mayoría en 

relación con el tema contenido en esta tesis. Disidente y 
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Ponente: Héctor Landa Razo. Secretario: Eudón Ortiz 

Bolaños. 

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XXVI, Julio de 2007. Pág. 2516. Tesis 

Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE LABORAL. CONTRA LA 

INTERLOCUTORIA QUE DECLARA PROCEDENTE EL 

INCIDENTE RELATIVO Y ORDENA LA 

CONTINUACIÓN DEL JUICIO EN SU ETAPA 

ARBITRAL, POR LO QUE HACE A LAS PRESTACIONES 

QUE NO FUERON MATERIA DE LA LITIS 

INCIDENTAL, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. 

 

La interlocutoria que declara procedente el incidente de 

insumisión al arbitraje, exime al patrón de reinstalar al 

trabajador y condena al pago de las prestaciones inherentes 

a la reinstalación es reclamable en el amparo indirecto, en 

términos del artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, 

porque afecta el derecho sustantivo del quejoso a la 

estabilidad en el empleo y este aspecto ya no será materia 

de estudio en el laudo, por lo que aun cuando obtuviera un 

fallo favorable respecto de las restantes prestaciones 

materia de la litis en la etapa arbitral, no se le podría 
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restituir en el goce de ese derecho sustantivo afectado, y 

porque, afecta al trabajador en grado predominante o 

superior, ya que al ordenar la tramitación de la etapa 

arbitral en el juicio laboral, cuyo laudo decidirá las 

prestaciones derivadas de la reinstalación que no fueron 

materia de la litis incidental pero que sí se rigen por el 

sentido de ésta, sujeta al afectado a un juicio que puede ser 

ocioso si en el correspondiente amparo se determina la 

inconstitucionalidad de la interlocutoria reclamada, pues su 

efecto sería la reposición del procedimiento para que la 

reinstalación se decida en la etapa arbitral. 

 

2a./J. 86/2007 

 

Contradicción de tesis 195/2006-SS. Entre las sustentadas 

por los Tribunales Colegiados Décimo Primero, Octavo, 

Cuarto y Noveno, todos en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. 

Ponente: Mariano Azuela Güitrón; en su ausencia hizo suyo 

el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Oliva 

del Socorro Escudero Contreras. 

 

Tesis de jurisprudencia 86/2007. Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco 

de abril de dos mil siete. 
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Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Epoca. Tomo XXV, Mayo de 

2007. Pág. 930. Tesis de Jurisprudencia. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. SI EN LA 

DECLARATORIA JUDICIAL LA JUNTA DA POR 

TERMINADA LA RELACIÓN LABORAL EN TÉRMINOS 

DEL ARTÍCULO 947, FRACCIÓN I, DE LA LEY 

FEDERAL DEL TRABAJO; SERÁ HASTA ESA FECHA EN 

QUE SE RECONOZCA LA ANTIGÜEDAD DEL 

TRABAJADOR. 

 

De La interpretación armónica de las fracciones I y IV del 

artículo 947, de la Ley Federal del Trabajo, se colige que 

para determinar la antigüedad de un trabajador a efecto de 

calcular las indemnizaciones que le corresponda, la Junta 

debe resolver procedente la insumisión al arbitraje y 

declarar extinguida la relación laboral, por lo que es hasta la 

fecha en que se dicta el laudo incidental el límite en que la 

antigüedad del trabajador debe computarse. Lo anterior 

obedece a que cuando el patrón no quiera someter sus 

diferencias a la potestad de la Junta, externa su voluntad de 

dar por concluida la relación laboral, sin suscitar 

controversia al hecho del despido, oponiéndose a reinstalar 

al trabajador, a cambio de cubrir el importe de una 

indemnización y demás prestaciones establecidas en la ley; 
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de ahí que el periodo comprendido entre la fecha en que el 

trabajador se dijo despedido hasta aquella en que se 

determine fundada la insumisión, debe considerarse viva la 

relación laboral, porque el empleador al manifestar que es 

su deseo el no someterse al arbitraje, da por hecho que el 

despido fue injustificado y si bien la reinstalación reclamada 

no se materializa, la relación de trabajo debe tenerse como 

continuada hasta que la Junta dicte la resolución respectiva, 

por ser el momento en que se realiza el pronunciamiento 

jurídico de culminación del nexo de trabajo. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 

TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

I.13o.T.154 L 

 

Amparo directo 3073/2006. Miguel Ángel Rivera Villaseñor. 

11 de mayo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: 

Héctor Landa Razo. Secretario: Eudón Ortiz Bolaños. 

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XXIV, Octubre de 2006. Pág. 1395. Tesis 

Aislada. 

 

 



84 

 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE LABORAL. EL MOMENTO 

PROCESAL OPORTUNO PARA PROMOVERLO ES EN LA 

FASE DE CONCILIACIÓN DE LA AUDIENCIA INICIAL 

DEL JUICIO. 

 

Si bien es verdad que el artículo 123, apartado A, fracción 

XXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos prevé, por un lado, la posibilidad de que el 

patrón se niegue a someter sus diferencias al arbitraje o a 

aceptar el laudo pronunciado por la Junta, dándose por 

terminado el contrato de trabajo y quedando obligado al 

pago de la indemnización respectiva, además de la 

responsabilidad que le resulte del conflicto; y, por otro, que 

lo anterior resulta inaplicable en los casos de las acciones 

consignadas en la diversa fracción XXII del propio precepto 

citado, que también establece que la ley determinará los 

casos en que el patrón podrá ser eximido de la obligación 

de cumplir el contrato mediante el pago de una 

indemnización, lo cual igualmente está previsto en el 

artículo 49 de la Ley Federal del Trabajo; también lo es que 

por lógica jurídica debe entenderse que si el arbitraje se 

inicia técnicamente con la demanda y la contestación, esto 

es, en la audiencia inicial del juicio establecida en el artículo 

875 de la legislación laboral, entonces, el incidente de 

insumisión al arbitraje debe promoverse en la etapa de 
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conciliación, es decir, antes de pasar a la fase de demanda 

y excepciones. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

I.9o.T.217 L 

 

Amparo directo 3689/2006. Elia Castillo Torres. 26 de abril 

de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas 

Pérez. Secretario: Juan Miguel de Jesús Bautista Vázquez. 

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XXIV, Agosto de 2006. Pág. 2243. Tesis 

Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE EN EL JUICIO LABORAL. 

MOMENTO PROCESAL OPORTUNO EN QUE EL 

PATRÓN PUEDE PROMOVERLA.  

 

De conformidad con los artículos 123, apartado A, fracción 

XXI, de la Constitución Federal y 947 de la Ley Federal del 

Trabajo, así como de la interpretación jurisprudencial de 

nuestro más Alto Tribunal de la nación, el patrón tiene el 

derecho de negarse a someter sus diferencias al arbitraje, o 
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bien, de aceptar el laudo, siempre y cuando el trabajador 

haya promovido la acción de reinstalación por despido 

injustificado. La primera de ellas, denominada insumisión al 

arbitraje, no puede promoverse en cualquier etapa del 

procedimiento, sino únicamente cuando no se haya entrado 

en la materia del juicio, esto es, que no se haya formado la 

litis con la demanda y su contestación, con sus excepciones, 

lo que implica que sólo es posible ejercer esa facultad del 

patrón hasta la primera etapa del juicio, es decir, la de 

conciliación, de acuerdo con los numerales 873 y 875 de la 

ley laboral, pues es hasta ahí que no se considera 

consentido el procedimiento laboral; consecuentemente, si 

el incidente de insumisión al arbitraje se promueve durante 

la etapa de demanda y excepciones, en donde ya se 

estableció la litis, y evidentemente el consentimiento de las 

partes para someterse al arbitraje, debe desecharse por 

haber precluido el derecho del patrón para hacerlo valer. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.  

 

XX.1o.102 L  

 

Amparo en revisión 220/2004. Genaro Espinosa Ruiz. 27 de 

enero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Atanacio Alpuche Marrufo. Secretario: Daniel José González 

Vargas.  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XXI, Abril de 2005. Pág. 1423. Tesis Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. INTELECCIÓN DEL 

ARTÍCULO 947 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 

RESPECTO DE LAS PRESTACIONES NO ACCESORIAS 

DEL DESPIDO INJUSTIFICADO.  

 

La insumisión al arbitraje establecida por el artículo 123, 

apartado A, fracción XXII, constitucional, que procede aun 

tratándose de despido injustificado, o por haber ingresado 

el obrero a una asociación o sindicato, o por haber tomado 

parte en una huelga lícita, remite al artículo 49 de la Ley 

Federal del Trabajo, y se resuelve al tenor del artículo 947 

de la propia legislación, que determina los casos en que el 

patrono puede ser eximido de la obligación de cumplir con 

el contrato laboral mediante el pago de una indemnización. 

De acuerdo con el texto del último numeral citado, si el 

patrón se niega a someter sus diferencias al arbitraje o a 

aceptar el laudo pronunciado, la Junta: I. Dará por 

terminada la relación de trabajo; II. Condenará a 

indemnizar al trabajador con el importe de tres meses de 

salario; III. Procederá a fijar la responsabilidad que resulte 

al patrón del conflicto, de conformidad con lo dispuesto en 
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el artículo 50, fracciones I y II; y IV. Además, condenará al 

pago de los salarios vencidos desde la fecha en que dejaron 

de pagarlos hasta que se paguen las indemnizaciones, así 

como al pago de la prima de antigüedad, en los términos 

del artículo 162 de la propia legislación de trabajo, con lo 

cual queda agotado el conflicto en lo referente al despido 

del trabajador. Sin embargo, en el caso de que se 

demanden prestaciones no generadas por el despido, y que, 

por ende, no se liquidaron con la indemnización hecha en 

los términos citados, tales como el pago de horas extras, 

bonos, incentivos o incrementos salariales, entre otros, la 

procedencia de la insumisión arbitral no puede dejarlas a la 

deriva, sino que deberá retornarse al procedimiento 

ordinario y continuarlo a fin de que el tribunal obrero se 

pronuncie sobre su procedencia o no en el respectivo laudo 

definitivo cuya materia quedará completamente abstraída 

de lo resuelto en el incidente relativo a la insumisión, lo que 

no significa una fragmentación de la acción del trabajador, 

ya que tales pretensiones no nacieron ni dependieron del 

despido de que fue objeto, sino que son inconexas de 

origen. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER 

CIRCUITO.  

 

XXI.3o.10 L  
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Amparo directo 32/2003. 13 de marzo de 2003. Unanimidad 

de votos. Ponente: Jorge Carreón Hurtado. Secretario: 

Octavio Ibarra Ávila.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XVIII, Julio de 2003. Pág. 1134. Tesis 

Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. LA TERMINACIÓN DE 

LA RELACIÓN DE TRABAJO NO SE ACTUALIZA EN LA 

FECHA EN QUE EL PATRÓN SE ACOGE A AQUELLA 

FIGURA JURÍDICA, SINO EN LA QUE RESUELVA LA 

JUNTA.  

 

Si bien la parte patronal se acogió al beneficio de la 

insumisión al arbitraje en determinada fecha, ello no implica 

que a partir de la misma hubiera terminado la relación de 

trabajo que la unió con la parte actora, pues con 

independencia de que esa manifestación es unilateral y no 

un acuerdo de voluntades entre las partes contendientes, 

tal insumisión sólo puede operar después de que la Junta 

analice su procedencia; o bien, determine si el caso en 

cuestión se encuentra incluido en alguna de las acciones 

consignadas en el artículo 123, apartado A, fracción XXII, 
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de la Constitución Federal, hipótesis en las cuales resultaría 

improcedente tal insumisión en términos de lo dispuesto en 

la última parte del artículo 947 de la Ley Federal del 

Trabajo; de ahí que resulte insuficiente la manifestación 

unilateral del patrón en el sentido de que se acoge a esa 

figura laboral, para que se considere concluida la relación 

de trabajo en tal fecha. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 

ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.  

 

VII.2o.A.T.60 L  

 

Amparo directo 611/2001. Petróleos Mexicanos y su 

organismo subsidiario Pemex-Refinación. 27 de septiembre 

de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Ramón Raúl Arias 

Martínez. Secretario: Pablo Pardo Castañeda.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XV, Enero de 2002. Pág. 1301. Tesis 

Aislada. 

 

 

 



91 

 

 

ARBITRAJE, INSUMISION AL. NO PROCEDE EN 

FORMA PARCIAL.  

 

La fracción XXI del artículo 123 apartado "A", de la 

Constitución General de la República, prevé el supuesto de 

que el patrón se niegue a someter sus diferencias al 

arbitraje, o a aceptar el laudo correspondiente; esto, con las 

limitaciones que en la propia fracción se establecen en 

concordancia con la fracción XXII del mismo dispositivo 

constitucional. Ahora bien, aun cuando no se contiene 

dentro de esas excepciones, tampoco puede operar la 

insumisión al arbitraje cuando ésta se plantee de manera 

parcial, o sea, cuando el patrón manifieste que no se 

somete a la jurisdicción de la Junta sólo por lo que hace a 

una acción; ya que de admitir esto se caería en el absurdo 

de que por lo que hace a una de las acciones la autoridad 

actúe conforme a lo preceptuado por el artículo 947 de la 

Ley Federal del Trabajo, que es el que recoge la disposición 

constitucional, entre otras cuestiones, dando por terminada 

la relación laboral y condenando al pago de indemnización, 

de salarios caídos y de prima de antigüedad; y por otro 

lado, dirima en otros aspectos la controversia, en ejercicio 

de las facultades de carácter jurisdiccional, lo que originaría 

la fragmentación de la reclamación a voluntad de la parte 

demandada. 
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NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO.  

 

I.9o.T.20 L  

 

Amparo directo 7849/95. María Ruiz Sierra y José Simón 

Spitalier Herrera. 16 de agosto de 1995. Unanimidad de 

votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: 

Carlos Alberto Bravo Melgoza.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo II, Agosto de 1995. Pág. 466. Tesis Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE, INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 947 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  

 

El artículo 947 de la Ley Federal del Trabajo determina que 

si el patrón se niega a someter sus diferencias al arbitraje, 

la Junta: I.- Dará por terminada la relación de trabajo; II.- 

Condenará a indemnizar al trabajador con el importe de tres 

meses de salario; III.- Procederá a fijar la responsabilidad 

que resulte al patrón del conflicto, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 50, fracciones I y II; y IV.- 

Condenará al pago de los salarios vencidos desde la fecha 

en que dejaron de pagarlos, hasta que se paguen las 
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indemnizaciones, así como el pago de la prima de 

antigüedad, en los términos del artículo 162. Luego, si el 

patrón se negó a someter sus diferencias al arbitraje porque 

el actor fue trabajador de confianza y la Junta responsable 

declaró procedente la insumisión, pero omitió declarar la 

conclusión de la relación de trabajo, y además consideró el 

pago de las indemnizaciones hasta la fecha en que el 

enjuiciado exhibió las mismas y estimó que se liberó de la 

obligación, viola las garantías individuales del quejoso; en 

razón a que la declaratoria de que el nexo laboral ha 

concluido es esencial para fijar la responsabilidad del patrón 

en el conflicto y como consecuencia de ello el pago de las 

indemnizaciones, salarios caídos y demás prestaciones a 

que se contrae el precepto citado; cuya condena, por 

tratarse de prestaciones económicas debe cuantificar la 

responsable como se lo impone el artículo 843 de la Ley 

Federal del Trabajo, y no la parte que promueve la 

insumisión. 

 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO.  

 

I.7o.T.37 L  

 

Amparo directo 9217/95. Gerardo Jesús Zamora Laguna. 6 

de octubre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Martín 
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Borrego Martínez. Secretario: Roberto Rodríguez 

Maldonado.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo III, Abril de 1996. Pág. 405. Tesis Aislada. 

 

ARBITRAJE, LA RESOLUCIÓN QUE DICTA LA JUNTA 

LABORAL DECLARANDO IMPROCEDENTE LA 

INSUMISIÓN AL, NO ES UNA VIOLACIÓN PROCESAL 

Y POR TANTO DEBE IMPUGNARSE EN AMPARO 

INDIRECTO.  

 

La resolución en que la Junta laboral declara improcedente 

la insumisión al arbitraje planteada por el demandado, es 

una determinación que debe combatirse en amparo 

indirecto, porque mediante la misma pueden violarse de 

manera irreparable derechos sustantivos protegidos por la 

garantía de seguridad jurídica, al impedirse a un patrón 

ejercitar su derecho de que se le exima de la obligación de 

cumplir con un contrato de trabajo mediante el pago de una 

indemnización; por ende, tal determinación no puede 

considerarse como una violación procesal factible de 

impugnarse en amparo directo, una vez que se haya 

pronunciado laudo, el cual ya no habrá de ocuparse de la 

pretensión de insumisión reiterándose que, desde el 
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momento en que se emite tal resolución se causan 

perjuicios de imposible reparación. 

 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO.  

 

T.C.  

 

Amparo directo 9507/93. Compañía Hulera Euzkadi, S.A. 14 

de diciembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 

María Yolanda Múgica García. Secretario: Casimiro Barrón 

Torres.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca. Tomo 

XIII, Marzo de 1994. Pág. 311. Tesis Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. INTELECCIÓN DEL 

ARTÍCULO 947 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 

RESPECTO DE LAS PRESTACIONES NO ACCESORIAS 

DEL DESPIDO INJUSTIFICADO.  

 

La insumisión al arbitraje establecida por el artículo 123, 

apartado A, fracción XXII, constitucional, que procede aun 

tratándose de despido injustificado, o por haber ingresado 

el obrero a una asociación o sindicato, o por haber tomado 
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parte en una huelga lícita, remite al artículo 49 de la Ley 

Federal del Trabajo, y se resuelve al tenor del artículo 947 

de la propia legislación, que determina los casos en que el 

patrono puede ser eximido de la obligación de cumplir con 

el contrato laboral mediante el pago de una indemnización. 

De acuerdo con el texto del último numeral citado, si el 

patrón se niega a someter sus diferencias al arbitraje o a 

aceptar el laudo pronunciado, la Junta: I. Dará por 

terminada la relación de trabajo; II. Condenará a 

indemnizar al trabajador con el importe de tres meses de 

salario; III. Procederá a fijar la responsabilidad que resulte 

al patrón del conflicto, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 50, fracciones I y II; y IV. Además, condenará al 

pago de los salarios vencidos desde la fecha en que dejaron 

de pagarlos hasta que se paguen las indemnizaciones, así 

como al pago de la prima de antigüedad, en los términos 

del artículo 162 de la propia legislación de trabajo, con lo 

cual queda agotado el conflicto en lo referente al despido 

del trabajador. Sin embargo, en el caso de que se 

demanden prestaciones no generadas por el despido, y que, 

por ende, no se liquidaron con la indemnización hecha en 

los términos citados, tales como el pago de horas extras, 

bonos, incentivos o incrementos salariales, entre otros, la 

procedencia de la insumisión arbitral no puede dejarlas a la 

deriva, sino que deberá retornarse al procedimiento 

ordinario y continuarlo a fin de que el tribunal obrero se 
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pronuncie sobre su procedencia o no en el respectivo laudo 

definitivo cuya materia quedará completamente abstraída 

de lo resuelto en el incidente relativo a la insumisión, lo que 

no significa una fragmentación de la acción del trabajador, 

ya que tales pretensiones no nacieron ni dependieron del 

despido de que fue objeto, sino que son inconexas de 

origen. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER 

CIRCUITO.  

 

XXI.3o.10 L  

 

Amparo directo 32/2003. 13 de marzo de 2003. Unanimidad 

de votos. Ponente: Jorge Carreón Hurtado. Secretario: 

Octavio Ibarra Ávila.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XVIII, Julio de 2003. Pág. 1134. Tesis 

Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE. LA TERMINACIÓN DE 

LA RELACIÓN DE TRABAJO NO SE ACTUALIZA EN LA 

FECHA EN QUE EL PATRÓN SE ACOGE A AQUELLA 
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FIGURA JURÍDICA, SINO EN LA QUE RESUELVA LA 

JUNTA.  

 

Si bien la parte patronal se acogió al beneficio de la 

insumisión al arbitraje en determinada fecha, ello no implica 

que a partir de la misma hubiera terminado la relación de 

trabajo que la unió con la parte actora, pues con 

independencia de que esa manifestación es unilateral y no 

un acuerdo de voluntades entre las partes contendientes, 

tal insumisión sólo puede operar después de que la Junta 

analice su procedencia; o bien, determine si el caso en 

cuestión se encuentra incluido en alguna de las acciones 

consignadas en el artículo 123, apartado A, fracción XXII, 

de la Constitución Federal, hipótesis en las cuales resultaría 

improcedente tal insumisión en términos de lo dispuesto en 

la última parte del artículo 947 de la Ley Federal del 

Trabajo; de ahí que resulte insuficiente la manifestación 

unilateral del patrón en el sentido de que se acoge a esa 

figura laboral, para que se considere concluida la relación 

de trabajo en tal fecha. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 

ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.  

 

VII.2o.A.T.60 L  
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Amparo directo 611/2001. Petróleos Mexicanos y su 

organismo subsidiario Pemex-Refinación. 27 de septiembre 

de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Ramón Raúl Arias 

Martínez. Secretario: Pablo Pardo Castañeda.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo XV, Enero de 2002. Pág. 1301. Tesis 

Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE, INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 947 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  

 

El artículo 947 de la Ley Federal del Trabajo determina que 

si el patrón se niega a someter sus diferencias al arbitraje, 

la Junta: I.- Dará por terminada la relación de trabajo; II.- 

Condenará a indemnizar al trabajador con el importe de tres 

meses de salario; III.- Procederá a fijar la responsabilidad 

que resulte al patrón del conflicto, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 50, fracciones I y II; y IV.- 

Condenará al pago de los salarios vencidos desde la fecha 

en que dejaron de pagarlos, hasta que se paguen las 

indemnizaciones, así como el pago de la prima de 

antigüedad, en los términos del artículo 162. Luego, si el 

patrón se negó a someter sus diferencias al arbitraje porque 

el actor fue trabajador de confianza y la Junta responsable 



100 

 

 

declaró procedente la insumisión, pero omitió declarar la 

conclusión de la relación de trabajo, y además consideró el 

pago de las indemnizaciones hasta la fecha en que el 

enjuiciado exhibió las mismas y estimó que se liberó de la 

obligación, viola las garantías individuales del quejoso; en 

razón a que la declaratoria de que el nexo laboral ha 

concluido es esencial para fijar la responsabilidad del patrón 

en el conflicto y como consecuencia de ello el pago de las 

indemnizaciones, salarios caídos y demás prestaciones a 

que se contrae el precepto citado; cuya condena, por 

tratarse de prestaciones económicas debe cuantificar la 

responsable como se lo impone el artículo 843 de la Ley 

Federal del Trabajo, y no la parte que promueve la 

insumisión. 

 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO.  

 

I.7o.T.37 L  

 

Amparo directo 9217/95. Gerardo Jesús Zamora Laguna. 6 

de octubre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Martín 

Borrego Martínez. Secretario: Roberto Rodríguez 

Maldonado.  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Epoca. Tomo III, Abril de 1996. Pág. 405. Tesis Aislada. 

 

 

ARBITRAJE, LA RESOLUCIÓN QUE DICTA LA JUNTA 

LABORAL DECLARANDO IMPROCEDENTE LA 

INSUMISIÓN AL, NO ES UNA VIOLACION PROCESAL 

Y POR TANTO DEBE IMPUGNARSE EN AMPARO 

INDIRECTO.  

 

La resolución en que la Junta laboral declara improcedente 

la insumisión al arbitraje planteada por el demandado, es 

una determinación que debe combatirse en amparo 

indirecto, porque mediante la misma pueden violarse de 

manera irreparable derechos sustantivos protegidos por la 

garantía de seguridad jurídica, al impedirse a un patrón 

ejercitar su derecho de que se le exima de la obligación de 

cumplir con un contrato de trabajo mediante el pago de una 

indemnización; por ende, tal determinación no puede 

considerarse como una violación procesal factible de 

impugnarse en amparo directo, una vez que se haya 

pronunciado laudo, el cual ya no habrá de ocuparse de la 

pretensión de insumisión reiterándose que, desde el 

momento en que se emite tal resolución se causan 

perjuicios de imposible reparación. 
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SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 

DEL PRIMER CIRCUITO.  

 

T.C.  

 

Amparo directo 9507/93. Compañía Hulera Euzkadi, S.A. 14 

de diciembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 

María Yolanda Múgica García. Secretario: Casimiro Barrón 

Torres.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca. Tomo 

XIII, Marzo de 1994. Pág. 311. Tesis Aislada. 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE LABORAL. CONTRA LA 

INTERLOCUTORIA QUE DECLARA PROCEDENTE EL 

INCIDENTE RELATIVO Y ORDENA LA 

CONTINUACIÓN DEL JUICIO EN SU ETAPA 

ARBITRAL, POR LO QUE HACE A LAS PRESTACIONES 

QUE NO FUERON MATERIA DE LA LITIS 

INCIDENTAL, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. 

 

La interlocutoria que declara procedente el incidente de 

insumisión al arbitraje, exime al patrón de reinstalar al 

trabajador y condena al pago de las prestaciones inherentes 
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a la reinstalación es reclamable en el amparo indirecto, en 

términos del artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, 

porque afecta el derecho sustantivo del quejoso a la 

estabilidad en el empleo y este aspecto ya no será materia 

de estudio en el laudo, por lo que aun cuando obtuviera un 

fallo favorable respecto de las restantes prestaciones 

materia de la litis en la etapa arbitral, no se le podría 

restituir en el goce de ese derecho sustantivo afectado, y 

porque, afecta al trabajador en grado predominante o 

superior, ya que al ordenar la tramitación de la etapa 

arbitral en el juicio laboral, cuyo laudo decidirá las 

prestaciones derivadas de la reinstalación que no fueron 

materia de la litis incidental pero que sí se rigen por el 

sentido de ésta, sujeta al afectado a un juicio que puede ser 

ocioso si en el correspondiente amparo se determina la 

inconstitucionalidad de la interlocutoria reclamada, pues su 

efecto sería la reposición del procedimiento para que la 

reinstalación se decida en la etapa arbitral. 

 

2a./J. 86/2007 

 

Contradicción de tesis 195/2006-SS. Entre las sustentadas 

por los Tribunales Colegiados Décimo Primero, Octavo, 

Cuarto y Noveno, todos en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. 

Ponente: Mariano Azuela Güitrón; en su ausencia hizo suyo 
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el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Oliva 

del Socorro Escudero Contreras. 

 

Tesis de jurisprudencia 86/2007. Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco 

de abril de dos mil siete. 

 

Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Epoca. Tomo XXV, Mayo de 

2007. Pág. 930. Tesis de Jurisprudencia. 

 

 

REINSTALACIÓN. EL DERECHO DEL PATRÓN DE 

NEGARSE A ACATAR LA CONDENA RELATIVA  NO 

PRECLUYE SI LA AUTORIDAD LABORAL OMITIÓ 

DECIDIR LO CONDUCENTE EN EL LAUDO, EN TANTO 

PUEDE HACERSE VALER HASTA SU EJECUCIÓN. 

 

De los artículos 123, apartado A, fracciones XXI y XXII, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

49 y 947 de la Ley Federal del Trabajo, no se advierte plazo 

para que los patrones ejerzan su derecho de negarse a 

acatar el laudo que condene a la reinstalación del 

trabajador, mediante el pago de las indemnizaciones 

correspondientes, en los casos excepcionales que la propia 

ley autoriza, por lo que ese derecho puede ejercerse 
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válidamente tanto al contestar la demanda como hasta 

después de dictado el laudo o al momento de su ejecución. 

Por tanto, ante la omisión de la autoridad laboral de decidir 

en el laudo respecto de la excepción que hizo valer el 

patrón, en el sentido de no acatar el laudo que lo condene a 

la reinstalación, su falta de impugnación en el juicio de 

amparo no da lugar a estimar consentida y firme para todos 

los efectos legales esa cuestión que no formó parte de la 

litis constitucional, en tanto sólo repercute en la ejecución 

de la condena a la que puede oponerse el derecho a no 

acatar el laudo, que sólo podría considerarse precluido si la 

autoridad laboral desestima la excepción relativa y tal 

decisión no es impugnada en el correspondiente juicio de 

garantías, o analizada se le niega la razón, pues en estos 

casos el pronunciamiento relativo debe estimarse firme. 

 

2a./J. 203/2006 

 

Contradicción de tesis 190/2006-SS. Entre las sustentadas 

por los Tribunales Colegiados Sexto y Décimo Tercero, 

ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 29 de 

noviembre de 2006. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Guillermo I. Ortiz 

Mayagoitia. Secretario: Marco Antonio Cepeda Anaya. 
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Tesis de jurisprudencia 203/2006. Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del seis de 

diciembre de dos mil seis. 

 

Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Epoca. Tomo XXV, Enero 

de 2007. Pág. 767. Tesis de Jurisprudencia. 

 

De acuerdo con las tesis jurisprudenciales antes descritas podemos 

mencionar que de conformidad con los artículos 123, apartado A, fracción 

XXI, de la Constitución Federal y 947 de la Ley Federal del Trabajo, así como 

de la interpretación jurisprudencial de nuestro más Alto Tribunal de la nación, 

el patrón tiene el derecho de negarse a someter sus diferencias al arbitraje, o 

bien, de aceptar el laudo, siempre y cuando el trabajador haya promovido la 

acción de reinstalación por despido injustificado. La primera de ellas, 

denominada insumisión al arbitraje, no puede promoverse en cualquier etapa 

del procedimiento, sino únicamente cuando no se haya entrado en la materia 

del juicio, esto es, que no se haya formado la litis con la demanda y su 

contestación, con sus excepciones, lo que implica que sólo es posible ejercer 

esa facultad del patrón hasta la primera etapa del juicio, es decir, la de 

conciliación, de acuerdo con los numerales 873 y 875 de la ley laboral, pues 

es hasta ahí que no se considera consentido el procedimiento laboral; 

consecuentemente, si el incidente de insumisión al arbitraje se promueve 

durante la etapa de demanda y excepciones, en donde ya se estableció la 

litis, y evidentemente el consentimiento de las partes para someterse al 
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arbitraje, debe desecharse por haber precluido el derecho del patrón para 

hacerlo valer. 

 

Si bien es verdad que el artículo 123, apartado A, fracción XXI, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé, por un lado, la 

posibilidad de que el patrón se niegue a someter sus diferencias al arbitraje o 

a aceptar el laudo pronunciado por la Junta, dándose por terminado el 

contrato de trabajo y quedando obligado al pago de la indemnización 

respectiva, además de la responsabilidad que le resulte del conflicto; y, por 

otro, que lo anterior resulta inaplicable en los casos de las acciones 

consignadas en la diversa fracción XXII del propio precepto citado, que 

también establece que la ley determinará los casos en que el patrón podrá ser 

eximido de la obligación de cumplir el contrato mediante el pago de una 

indemnización, lo cual igualmente está previsto en el artículo 49 de la Ley 

Federal del Trabajo; también lo es que por lógica jurídica debe entenderse 

que si el arbitraje se inicia técnicamente con la demanda y la contestación, 

esto es, en la audiencia inicial del juicio establecida en el artículo 875 de la 

legislación laboral, entonces, el incidente de insumisión al arbitraje debe 

promoverse en la etapa de conciliación, es decir, antes de pasar a la fase de 

demanda y excepciones. 

 

Si bien la parte patronal se acogió al beneficio de la insumisión al 

arbitraje en determinada fecha, ello no implica que a partir de la misma 

hubiera terminado la relación de trabajo que la unió con la parte actora, pues 

con independencia de que esa manifestación es unilateral y no un acuerdo de 

voluntades entre las partes contendientes, tal insumisión sólo puede operar 
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después de que la Junta analice su procedencia, o bien, determine si el caso 

en cuestión se encuentra incluido en alguna de las acciones consignadas en el 

artículo 123, apartado A, fracción XXII, de la Constitución Federal, hipótesis 

en las cuales resultaría improcedente tal insumisión en términos de lo 

dispuesto en la última parte del artículo 947 de la Ley Federal del Trabajo; de 

ahí que resulte insuficiente la manifestación unilateral del patrón en el sentido 

de que se acoge a esa figura laboral, para que se considere concluida la 

relación de trabajo en tal fecha. 

 

Para algunos la insumisión al arbitraje debe aplicarse únicamente para 

los conflictos colectivos de naturaleza económica, porque las Juntas no tenían 

el carácter jurisdiccional, debido a que no podía obligarse al patrón a un 

cambio de condiciones económicas en contra de su voluntad, pero su no 

acatamiento ocasionaba una sanción consistente en una indemnización. 

 

Razón por la cual algunos tratadistas estiman que en los conflictos 

jurídicos no es aplicable la insumisión al arbitraje, porque las partes no 

pueden sustraerse a la jurisdicción laboral y la excepción a que hace 

referencia los artículos 49 y 51 de la Ley Federal del Trabajo no tiene relación 

con el sometimiento al arbitraje de las Juntas de Conciliación y Arbitraje o la 

negativa de cumplimiento de sus resoluciones, ya que sólo la Junta podrá 

eximir al patrón de reinstalar. En algunas Juntas se tiene el criterio de que 

desde un inicio debe de hacerse notar la excepción para reinstalar al 

trabajador y para otros el patrón que acepta inicialmente cubrir las 

prestaciones al trabajador, debe de allanarse a la reclamación de éste, 

haciendo de conocimiento a la autoridad que cuando se emita el laudo, en el 



109 

 

 

cual se condene, acreditará la excepción que hizo valer inicialmente y con tal 

circunstancia de acuerdo con este punto de vista se cumple con lo previsto 

por dicha disposición. 

 

Fracción XXII.- “El patrón que despida a un obrero sin causa justificada o por 

haber ingresado a una asociación o sindicato, o por haber tomado parte en 

una huelga lícita estará obligado, a elección del trabajador, a cumplir el 

contrato o a indemnizarlo con el importe de tres meses de salario. La Ley 

determinará los casos en que el patrón podrá ser eximido de la obligación de 

cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización. Igualmente 

tendría la obligación de indemnizar al trabajador con el importe de tres meses 

de salario, cuando se retire del servicio por falta de probidad del patrón o por 

recibir de él malos tratamientos, ya sea en su persona o en la de su cónyuge, 

padres, hijos o hermanos. El patrón no podrá eximirse de esta 

responsabilidad cuando los malos tratamientos provengan de dependientes o 

familiares que obren con el consentimiento o tolerancia de él. 

 

Artículo 49 de la Ley Federal del Trabajo.- El patrón quedará eximido de la 

obligación de reinstalar al trabajador, mediante el pago de las 

indemnizaciones que se determinan en el artículo 50 en los siguientes casos: 

 

I. Cuando se trate de trabajadores que tengan una antigüedad menor de 

un año; 

 

II. Si comprueba ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, que el 

trabajador, por razón del trabajo que desempeña o por las características de 
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sus labores, está en contacto directo y permanente con él y la Junta estima, 

tomando en consideración las circunstancias del caso, que no es posible el 

desarrollo normal de la relación de trabajo; 

 

III. En los casos de trabajadores de confianza; 

 

IV. En el servicio doméstico; y 

 

V. Cuando se trate de trabajadores eventuales. 

 

Artículo 50 de la Ley Federal del Trabajo señala que: “Las indemnizaciones 

a que se refiere el artículo anterior consistirán: 

 

I. Si la relación de trabajo fuere por tiempo determinado menor de un año, 

en una cantidad igual al importe de los salarios de la mitad del tiempo de 

servicios prestados; si excediera de un año, en una cantidad igual al importe 

de los salarios de seis meses por el primer año y de veinte días por cada uno 

de los años siguientes en que hubiese prestado sus servicios; 

 

II. Si la relación de trabajo fuere por tiempo indeterminado, la 

indemnización consistirá en veinte días de salario por cada uno de los años de 

servicios prestados; y 

 

III. Además de las indemnizaciones a que se refieren las fracciones 

anteriores, en el importe de tres meses de salario y en el de los salarios 
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vencidos desde la fecha del despido hasta que se paguen las 

indemnizaciones. 

 

La insumisión al arbitraje establecida por la Constitución aun tratándose de 

despido injustificado, o por haber ingresado el obrero a una asociación o 

sindicato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, remite al artículo 49 

de la Ley Federal del Trabajo, y se resuelve al tenor del artículo 947 de la 

propia legislación, que determina los casos en que el patrono puede ser 

eximido de la obligación de cumplir con el contrato laboral mediante el pago 

de una indemnización. De acuerdo con el texto del último numeral citado, si 

el patrón se niega a someter sus diferencias al arbitraje o a aceptar el laudo 

pronunciado, la Junta: “Dará por terminada la relación de trabajo; 

  

I. Condenará a indemnizar al trabajador con el importe de tres meses 

de salario;  

II. Procederá a fijar la responsabilidad que resulte al patrón del 

conflicto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50, 

fracciones I y II; y  

III. Además, condenará al pago de los salarios vencidos desde la fecha 

en que dejaron de pagarlos hasta que se paguen las 

indemnizaciones, así como al pago de la prima de antigüedad, en los 

términos del artículo 162 de la propia legislación de trabajo, con lo 

cual queda agotado el conflicto en lo referente al despido del 

trabajador.  
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La interpretación armónica de las fracciones I y IV del artículo 947, de la 

Ley Federal del Trabajo, se colige que para determinar la antigüedad de un 

trabajador a efecto de calcular las indemnizaciones que le corresponda, la 

Junta debe resolver procedente la insumisión al arbitraje y declarar extinguida 

la relación laboral, por lo que es hasta la fecha en que se dicta el laudo 

incidental el límite en que la antigüedad del trabajador debe computarse. Lo 

anterior obedece a que cuando el patrón no quiera someter sus diferencias a 

la potestad de la Junta, externa su voluntad de dar por concluida la relación 

laboral, sin suscitar controversia al hecho del despido, oponiéndose a 

reinstalar al trabajador, a cambio de cubrir el importe de una indemnización y 

demás prestaciones establecidas en la ley; de ahí que el periodo comprendido 

entre la fecha en que el trabajador se dijo despedido hasta aquella en que se 

determine fundada la insumisión, debe considerarse viva la relación laboral, 

porque el empleador al manifestar que es su deseo el no someterse al 

arbitraje, da por hecho que el despido fue injustificado y si bien la 

reinstalación reclamada no se materializa, la relación de trabajo debe tenerse 

como continuada hasta que la Junta dicte la resolución respectiva, por ser el 

momento en que se realiza el pronunciamiento jurídico de culminación del 

nexo de trabajo. 

 

Sin embargo, en el caso de que se demanden prestaciones no generadas 

por el despido, y que, por ende, no se liquidaron con la indemnización hecha 

en los términos citados, tales como el pago de horas extras, bonos, incentivos 

o incrementos salariales, entre otros, la procedencia de la insumisión arbitral 

no puede dejarlas a la deriva, sino que deberá retornarse al procedimiento 

ordinario y continuarlo a fin de que el tribunal obrero se pronuncie sobre su 
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procedencia o no en el respectivo laudo definitivo cuya materia quedará 

completamente abstraída de lo resuelto en el incidente relativo a la 

insumisión, lo que no significa una fragmentación de la acción del trabajador, 

ya que tales pretensiones no nacieron ni dependieron del despido de que fue 

objeto, sino que son inconexas de origen. 

 

Artículo 948 de la Ley Federal del Trabajo.- “Si la negativa a aceptar el 

laudo pronunciado por la Junta fuere de los trabajadores se dará por 

terminada la relación de trabajo, de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 519 fracción III último párrafo de esta Ley.” 

 

CUANDO SE PODRÁ PLANTEAR EL INCIDENTE DE INSUMNISIÓN AL 

ARBITRAJE EN EL PROCEDIMIENTO 

 

La insumisión al arbitraje constituye una forma posible de solución de 

los conflictos de trabajo, que requiere de un procedimiento para su aplicación 

en las Juntas de Conciliación y Arbitraje, debido a que éstas constituyen 

órganos cuya función es la de mediar entre las partes en conflicto y que 

además aplican sanciones, con apoyo en la facultad que la Constitución les 

concede respecto de las prestaciones que el patrón debe entregar a los 

trabajadores cuando hay negativa de acudir al arbitraje. 

ARBITRAJE, NEGATIVA DEL PATRON A SOMETER 

SUS DIFERENCIAS AL. CASOS EN QUE NO ES 

OPERANTE. 
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Aun cuando en principio, el artículo 123 Apartado A, 

fracción XXI de la Constitución General de la República, 

establece en favor de los patrones la facultad de negarse 

a someter sus diferencias al arbitraje, no debe perderse 

de vista que este derecho se encuentra limitado a los 

casos en que las acciones ejercitadas en juicio sean 

diversas a aquellas que se consignan en la fracción 

siguiente. Por ende, del análisis conjunto de las 

fracciones XXI y XXII del Apartado "A" del precepto 

constitucional en cita, se desprende claramente que el 

patrón no puede negarse al arbitraje: 1. Cuando la 

acción ejercitada sea la de despido de un obrero, sin 

causa justificada o por haber ingresado a una asociación 

o sindicato o por haber tomado parte en una huelga 

lícita; y 2. Cuando se trate de una rescisión unilateral de 

la relación laboral por parte del trabajador, por falta de 

probidad del patrón o por recibir malos tratos de él, de 

su cónyuge, padres, hijos o hermanos. Pero además a 

esos dos casos claramente señalados debe añadirse un 

tercer caso, derivado de la propia esencia de la fracción 

XXI del citado precepto constitucional, pues de su 

análisis jurídico no puede menos que concluirse que si la 

insumisión al arbitraje se encuentra vinculada con la 

terminación de la relación laboral y con el pago de una 

indemnización, es obvio, que el patrón también carezca 

de ese derecho constitucional cuando no pueda negarse 
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a cumplir el contrato mediante el pago de una 

indemnización, que son aquellos casos diversos a los 

establecidos en el artículo 49 de la Ley Federal del 

Trabajo. En ese orden de ideas acorde a lo dispuesto por 

el artículo 123, Apartado A, fracciones XXI y XXII de la 

Constitución General de la República, y a lo dispuesto por 

el numeral 49 de la Ley Federal del Trabajo, este 

Tribunal Colegiado estima que el patrón sólo tendrá 

derecho a negarse al arbitraje en los conflictos 

individuales de trabajo, cuando además de no tratarse de 

un despido o de una rescisión unilateral de la relación 

laboral por parte del trabajador: se trate de trabajadores 

que tengan una antigüedad menor de un año; o se haya 

comprobado ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, 

que el trabajador por razón del trabajo que desempeñe o 

por las características de sus labores, está en contacto 

directo y permanente con el patrón, y la Junta estima, 

tomando en consideración las circunstancias del caso, 

que no es posible el desarrollo normal de la relación de 

trabajo, o se trate de trabajadores de confianza, de 

servicio doméstico o eventuales. Cabe añadir que el 

patrón podrá negarse en los conflictos económicos de 

naturaleza colectiva, porque no están comprendidos 

dentro de los casos de excepción previstos por el artículo 

123, apartado A, fracción XXII de la Constitución General 

de la República. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEGUNDO 

CIRCUITO. 

Amparo directo 10/90. Universidad Autónoma de Sinaloa. 20 de 

marzo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Eliseo Gustavo 

Araujo Arriaga. Secretario: Miguel Izaguirre Ojeda. 

En algunas Juntas de Conciliación y Arbitraje la insumisión al arbitraje 

es tramitada como un incidente, en el cual las partes ofrecen pruebas y 

alegan lo que a su derecho conviene, para después continuar con la etapa 

correspondiente, lo cual considero que no es correcto toda vez que el 

incidente es un procedimiento que tiende a solucionar controversias de 

carácter objetivo relacionadas inmediata y directamente con el asunto 

principal. Es decir, en todo juicio se busca que sean aplicadas normas 

abstractas de derecho sustantivo caso motivo de controversia y para ello se 

establecen normas de carácter adjetivo que deben cumplir las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y las partes. 

 

Respecto a la misma, nuestro más Alto tribunal establece al respecto: 

 

INSUMISIÓN AL ARBITRAJE EN EL JUICIO LABORAL. 

MOMENTO PROCESAL OPORTUNO EN QUE EL PATRÓN 

PUEDE PROMOVERLA.  

 

De conformidad con los artículos 123, apartado A, fracción 

XXI, de la Constitución Federal y 947 de la Ley Federal del 
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Trabajo, así como de la interpretación jurisprudencial de 

nuestro más Alto Tribunal de la nación, el patrón tiene el 

derecho de negarse a someter sus diferencias al arbitraje, o 

bien, de aceptar el laudo, siempre y cuando el trabajador 

haya promovido la acción de reinstalación por despido 

injustificado. La primera de ellas, denominada insumisión al 

arbitraje, no puede promoverse en cualquier etapa del 

procedimiento, sino únicamente cuando no se haya entrado 

en la materia del juicio, esto es, que no se haya formado la 

litis con la demanda y su contestación, con sus excepciones, 

lo que implica que sólo es posible ejercer esa facultad del 

patrón hasta la primera etapa del juicio, es decir, la de 

conciliación, de acuerdo con los numerales 873 y 875 de la 

ley laboral, pues es hasta ahí que no se considera consentido 

el procedimiento laboral; consecuentemente, si el incidente 

de insumisión al arbitraje se promueve durante la etapa de 

demanda y excepciones, en donde ya se estableció la litis, y 

evidentemente el consentimiento de las partes para 

someterse al arbitraje, debe desecharse por haber precluido 

el derecho del patrón para hacerlo valer. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.  

 

XX.1o.102 L  
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Amparo en revisión 220/2004. Genaro Espinosa Ruiz. 27 de 

enero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: José Atanacio 

Alpuche Marrufo. Secretario: Daniel José González Vargas.  

 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena  

Epoca. Tomo XXI, Abril de 2005. Pág. 1423. Tesis Aislada. 

 

El incidente interrumpe el proceso y sus efectos son tales que no puede 

emitirse un laudo si ni es resuelto previamente. Por lo que algunos juristas 

consideran que debe tramitarse como tal, debido a que no se plantea o prevé 

en la ley otro momento procesal oportuno para su interposición y que al 

haberse interpuesto una demanda y no dejar en estado de indefensión al 

demandado, es pertinente que sea tramitada como tal y que la demanda sea 

contestada ad cautelam, lo cual es incorrecto, ya que se están aceptando 

tácitamente las acciones ejercitadas por el trabajador demandante. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dispuesto que la 

procedencia o no de la insumisión al arbitraje debe ser estudiada y resuelta 

mediante un procedimiento incidental, esto quedó inclusive plasmado en la 

siguiente tesis jurisprudencial “INSUMISION AL ARBITRAJE. PROCEDE EN 

CUALQUIER ETAPA DEL PROCEDIMIENTO, AUN CUANDO EN LA AUDIENCIA 

DE CONCILIACIÓN, POR LO QUE SI SE PLANTEA EN ELLA, LA JUNTA DEBE 

ABRIR UN INCIDENTE EN EL QUE LAS PARTES PUEDAN OFRECER PRUEBAS Y 

ALEGAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA, EN TÉRMINOS DE LA SEGUNDA 

PARTE DEL ARTÍCULO 763 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
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Por lo tanto y toda vez que estamos frente a un incidente de especial 

pronunciamiento se deberá regir conforme a lo establecido por el capitulo IX, 

del título catorce de la Ley Federal del Trabajo y sus artículos 761 al 765 que 

señalan: 

 

Artículo 761.- “Los incidentes se tramitarán dentro del expediente principal 

donde se promueve, salvo los casos previstos en esta Ley”. 

 

Artículo 763.- “Cuando se promueva un incidente dentro de una audiencia o 

diligencia, se substanciará y resolverá de plano, oyendo a las partes; 

continuándose el procedimiento de inmediato. Cuando se trate de nulidad, 

competencia y en los casos de acumulación y excusas, dentro de las 

veinticuatro horas siguientes se señalará día y hora para la audiencia 

incidental, en la que se resolverá.” 

 

Artículo 765.- “Los Incidentes que no tengan una tramitación especial en esta 

Ley, se resolverán de plano oyendo a las partes” 

 

Dentro de la legislación laboral vigente en nuestro país, no existe 

formalidad alguna señalada de manera expresa para que el patrón haga valer 

su derecho de insumirse al arbitraje, quiere decir que éste dio comienzo. Es 

decir que el trabajador al presentar su demanda, invoca al órgano 

jurisdiccional laboral, cumpliendo con la primera formalidad del procedimiento 

laboral, presentar su demanda ante la Autoridad competente, la cual radicada 

la misma, emplazará y notificará a la parte demandada al Juicio Laboral, 
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fijando y comunicando la fecha y hora para que se realice la primera 

audiencia de Conciliación, Demanda y Excepciones, Ofrecimiento y Admisión 

de Pruebas. 

 

En la práctica forense del derecho laboral ante las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje, el procedimiento incidental mediante el cual se resolverá la 

procedencia o no de la insumisión al arbitraje, se desarrollará de la siguiente 

forma: 

 

 El patrón plantea ya sea verbalmente o por escrito su pretensión de no 

someterse al arbitraje de la Junta. 

 La Junta admite a trámite el planteamiento del demandado y señalando 

día y hora para la audiencia incidental. 

 En la audiencia incidental, de forma indebida se ha permitido que el 

patrón pueda modificar y adicionar el planteamiento de la cuestión 

incidental (olvidando que la audiencia es únicamente para pruebas y 

alegatos), debiendo ofrecer de forma inmediata sus pruebas. 

 Hecho lo anterior, corresponde al actor formular sus alegatos y ofrecer 

pruebas en el incidente, dándole a la junta la posibilidad de objetar las 

pruebas del demandado promovente y así también otorgar la posibilidad 

de objeción al patrón. 

 Realizado esto, la Junta procede a admitir y ordenar el desahogo de las 

pruebas ofrecidas por las partes, concluido el cual por lo general y de 

forma indebida, turna los autos a proyecto de resolución pasando por 

alto que al tratarse de un incidente, debe resolverse en términos de lo 

dispuesto por los artículos 763 y 765 de la Ley Federal del Trabajo, 
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mismo que dispone que la Junta debe resolver las cuestiones 

incidentales de plano oyendo a las partes. 

 

La resolución incidental más que un laudo, por naturaleza de la 

insumisión al arbitraje, debe hacerse de una resolución incidental, toda vez 

que dicha resolución pone fin al juicio por lo que se refiere a la acción 

principal es que éste deberá de tomarse como un laudo. 

 

Por lo que la insumisión al arbitraje no debe de tramitarse como 

incidente, debido a que la finalidad de la insumisión al arbitraje es no 

someterse a éste, en todo caso podría hacerse a través de un procedimiento 

procesal voluntario. 

 

No existe un criterio uniforme respecto de la forma en la cual debe de 

plantearse, ya que algunas Juntas consideran que si la demanda manifiesta 

que no se somete al arbitraje y no contesta la demanda se le tiene por 

contestada en sentido afirmativo, lo cual ha sido corroborado por algunos 

tribunales de amparo, de ahí que es necesario establecer el procedimiento 

para su interposición, ya que existe una laguna al respecto con ello con lo 

cual deja en estado de indefensión al demandado. 

 

En el entendido de que el patrón al ejercitar su facultad de insumirse al 

arbitraje se niega a generar controversia en el juicio para que la dirima la 

Junta, es decir continuar con la Audiencia y por lo tanto a ofrecer pruebas y 

desahogar pruebas, realizar alegatos, en completo apego a lo preceptuado 

por los artículos 765 y 947 de la Ley Federal del Trabajo, es decir, la Junta 
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señalará si es procedente o no el incidente de insumisión al arbitraje, 

señalando día y hora para que se substancie y se resolverá dictando una 

resolución incidental. 

 

El no sometimiento al arbitraje, constituye la intervención del tribunal de 

trabajo en conflictos individuales y colectivos de naturaleza jurídica y 

económica antes del arbitraje, es decir del proceso, ya que éste es el 

momento procesal oportuno para hacerlo valer, esto no quiere decir que las 

Juntas no sean competentes para resolverlo, ya que esas son la que pueden 

exigirle al patrón las indemnizaciones a que tiene derecho los trabajadores 

cuando la insumisión la arbitraje es procedente. 

 

En este caso la resolución incidental deberá de ser considerada como un 

laudo y deberá de contemplar una condena conforme al citado articulo 947 de 

la Legislación Laboral. 

 

El laudo contendrá aparte de los establecido por el articulo 840 de la 

Ley Federal del Trabajo, la declaración de que el patrón se negó a someter 

sus diferencias al arbitraje, es decir, deberá señalar: 

 

1. Lugar, fecha y Junta que lo dicta. 

2. Nombres y domicilios de las partes y de sus prestaciones. 

3. Un extracto de la demanda. 

4. La declaración de que el patrón se negó a someter sus diferencias al 

arbitraje. 
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5. Los puntos resolutivos que deberán de ser sobre la base del artículo 947 

de la Ley Federal del Trabajo, es decir: 

a).- Declarar por terminada la relación de trabajo. 

b).- Indemnizar al trabajador con tres meses de salario (con motivo del 

insometimiento al arbitraje). 

c).- Condenar a los veinte días de salario por cada año de servicio 

prestados por el trabajador. 

d).- Al pago de los salarios vencidos hasta que se paguen las prestaciones. 

e).- Pago de la Prima de Antigüedad. 

 

Lo anterior es procedente, toda vez que, en ninguna parte del artículo 

947 de la Ley Federal del Trabajo, se señala que él pago de las prestaciones 

contenidas en el citado articulo exime al patrón del pago de las señaladas 

tanto por la Constitución como por la Ley Federal del Trabajo con motivo de 

la terminación de las relaciones de trabajo, ni de las prestaciones reclamadas 

en la demanda. 

 

Así mismo se considera de la Justicia y Equidad dicha cuantificación, 

toda vez que al terminarse la relación laboral, el trabajador se está quedando 

sin fuente de ingresos y sustento, tanto de él como de su familia, sin los 

beneficios de la seguridad social y se está rompiendo con su estabilidad en el 

empleo, lo que repercutirá con su antigüedad, capacitación, adiestramiento y 

beneficios posteriores para la vejez. 

 

No existe un término procesal establecido en la ley para que el patrón 

haga valer la insumisión al arbitraje, sin embargo, resulta claro que no tendría 
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caso hablar de insumisión al arbitraje cuando el demandado permite que 

inicie la audiencia de ley. 

 

Por lo tanto es preciso puntualizar que respecto al momento procesal 

para el planteamiento de la insumisión al arbitraje, tanto los Altos Tribunales 

de la Federación como las Juntas de Conciliación y Arbitraje han pasado por 

alto el estudio integral de la Ley Federal del Trabajo, para poder determinar 

con precisión hasta que momento el patrón podrá hacer valer este derecho y 

se han excedido en su facultad interpretativa por medio de la jurisprudencia y 

emisión de criterios, esto es así pues no podemos perder de vista que la labor 

de los Tribunales Colegiados y la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

emisión de jurisprudencias, es la de aclarar, precisar e incluso completar o 

llenar aquellos preceptos legales en los que pueda existir confusión, 

diversidad en su interpretación o lagunas que faculten su aplicación a los 

casos prácticos. 

 

En este sentido, cabe puntualizar que respecto a la aplicación de las 

normas del trabajo, el artículo 17 de la Ley Federal del Trabajo establece lo 

siguiente: 

 

Artículo 17.- “A falta de disposición expresa en la Constitución, en esa ley o 

en sus Reglamentos, o en los Tratados a que se refiere el artículo 6 se tomará 

en consideración sus disposiciones que regulen casos semejantes, los 

principios generales que deriven de dichos ordenamientos, los principios 

generales del derecho, los principios generales de justicia social que derivan 
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del artículo 123 de la Constitución, la jurisprudencia, la costumbre y la 

equidad.  

 

Del precepto citado, resulta claro que en caso de existir duda en cuanto 

a la aplicación de algún precepto de la Ley Federal del Trabajo, la primera 

herramienta de la que debe valerse el órgano jurisdiccional, es decir, la Junta 

de Conciliación y Arbitraje es la Ley Federal del Trabajo y al respecto, 

podemos decir que si el artículo 947 de la misma no establece un término 

para que el patrón ejercite el derecho que el mencionado artículo le concede 

para plantear su pretensión de insumirse al arbitraje de la Junta, deberá 

estarse a lo puntualmente establecido en el diverso artículo 735 de la Ley 

Federal del Trabajo, mismo que para pronta referencia citamos: 

 

Artículo 735.- “Cuando la realización o práctica de algún acto procesal o el 

ejercicio de un derecho, no tenga un término, éste será de tres días hábiles.” 

 

Resulta claro de la lectura de este precepto, que el mismo es de 

aplicación a todo tipo de actos procesales y ejercicio de derecho dentro del 

procedimiento y por lo tanto, al ser la insumisión al arbitraje como lo hemos 

manifestado, un derecho que la ley le otorga al patrón cuando algún 

trabajador demanda la reinstalación en su trabajo, es evidente que aún 

cuando la propia normatividad laboral no establezca un término legal para su 

ejercicio o promoción, éste debe realizarse dentro de los tres días siguientes 

al que surta efectos la notificación mediante la cual se le emplaza a juicio 

haciéndosele sabedor de la demanda que existe en su contra y de no hacerlo 

así su derecho debe considerarse precluido. 
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Por lo que en este sentido, es nuestro pensar, que la insumisión al 

arbitraje debe hacerse valer por el patrón demandado en juicio, en términos 

del artículo 735 de la Ley Federal del Trabajo y no con posterioridad a la 

Audiencia de ley, pues de lo contrario se otorgaría una ventaja procesal al 

patrón, vulnerando flagrantemente los derechos del trabajador al permitir que 

no se cumpla con los tiempos claramente establecidos por la ley. 

 

Para el caso de que exista una demanda si se plantea la Insumisión al 

Arbitraje, es conveniente dar contestación a la demanda y ofrecer pruebas 

por los diversos criterios que existen al respecto, de ahí que no pueda darse 

parcialmente esta figura al procedimiento laboral, por que se excluyen. 

 

Pero otra opción sería y más viable que en la etapa conciliatoria sea 

planteado por el patrón cuando esté conforme con indemnizar al trabajador 

pagándole sus prestaciones de conformidad con la ley sin entrar a la 

controversia para que se determine si el despido fue justificado o injustificado 

y evitar con ello un juicio largo y el pago de una serie de prestaciones a las 

que ya se ha hecho referencia. 

 

PROPUESTA: 

Por lo cual podemos concluir que en caso de que el patrón promueva 

una Insumisión al arbitraje debe hacerlo dentro del término de un mes de 

conformidad con la fracción I del artículo 517 de la Ley Federal del Trabajo, 

ya que es término que a ley le concede al patrón para ejercitar acciones para 
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despedir a un trabajador, para disciplinar sus faltas y efectuar descuentos en 

sus salarios, por medio de un procedimiento para-procesal o voluntario para 

lo cual deberían seguirse las disposiciones establecidas en los artículos 892 al 

899 de la Ley Federal del Trabajo que corresponde a los procedimientos 

especiales. Igualmente tendrá la obligación de indemnizar al trabajador con 

el importe de tres meses de salario cuando se retire del servicio por falta de 

probidad del patrono o por recibir de él malos tratamientos, ya sea en su 

persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o hermanos. El patrono no 

podrá eximirse de esta responsabilidad cuando los malos tratamientos 

provengan de dependientes o familiares que obren con el consentimiento o 

tolerancia de él. 

 Como puede observarse la reforma que propongo, es en el sentido de 

que las autoridades del trabajo se sujeten a la figura de la insumisión al 

arbitraje por parte del patrón puesto que estas mismas autoridades carecen 

de conocimiento sobre este tema, ya que como ha quedado comprobado las 

autoridades laborales carecen de eficacia jurídica y práctica procesal para 

este tipo de asunto, siendo que nuestro más alto Tribunal con sus 

jurisprudencias ha hecho valer esta figura para lo cual el patrón no quiera 

someterse al arbitraje. 

 Por lo que resulta contradictorio que las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje quieran someter forzosamente al patrón a un arbitraje, siendo que 

éste le pague al trabajador una indemnización por sus tres meses de salario y 

demás prestaciones a que tiene derecho, estaríamos hablando de que al 

someterse a la insumisión al arbitraje se estaría hablando de que se trata de 
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un laudo contemplado por la Ley Federal del Trabajo y así con esta figura se 

podrá quitar carga de trabajo a las autoridades laborales. 

 También la propuesta sería que en lugar de ser contemplado como un 

INCIDENTE se hiciera como un JUICIO PARA-PROCESAL O EN  LA ETAPA DE 

CONCILIACION, en virtud de que no es necesario que el patrón tenga la 

obligación de dar contestación ad cautelam y presentar el incidente de 

insumisión al arbitraje en virtud de que el patrón lo que quiere es dar por 

terminada la relación de trabajo con el trabajador y no afectar la esfera 

económica del mismo y pagarle al trabajador como si fuera un LAUDO 

condenatorio. 

 En virtud de lo anterior las autoridades de trabajo deberían de 

considerar algunas consideraciones tendientes a la solución de controversias 

cuando el patrón quiera la insumisión al arbitraje y así las autoridades 

puedan quitarse de cargas de trabajo que a la fecha y en la práctica procesal 

son demasiadas y así puedan cumplir con lo que les establece la Ley Federal 

del Trabajo en cuanto a sus términos señalados. 
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CAPÍTULO 3 

 

DERECHO COMPARADO EN MATERIA LABORAL 
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3.1 Derecho Comparado 

 

Durante el siglo XIX la filosofía prevaleciente fue el laissez faire inspirado en  

el liberalismo europeo, pero en el transcurso  del siglo XX el Estado comenzó 

a intervenir más activamente en la economía y en el  mercado de trabajo . 

Luego de la crisis de los años treinta , el Estado pasó de una etapa de  

abstencionismo a la de formulación de  políticas de sustitución de 

importaciones, fomentando y protegiendo la industria nacional. A partir de 

entonces el modelo de desarrollo económico prevaleciente en América Latina 

fue el de la economía “cerrada” y de la aplicación de una política de 

“crecimiento hacia adentro”, cerrando su mercado a la competencia 

internacional. En la mayoría de países este modelo mantuvo su vigencia por 

lo menos hasta la década de los  ochenta. Así, uno de los grandes elementos 

sociopolíticos que se encuentra en la formación del Derecho de Trabajo en 

América Latina es el modelo de economía protegida, cerrada y orientada 

hacia el interior, también denominado de sustitución de importaciones. A su 

vez, el Estado que protegía la industria nacional y buscaba atenuar el 

conflicto social, se erigió en protector de los trabajadores urbanos, en cuyo 

favor promulgó una legislación que en aquella misma época era aún más 

incipiente en Europa. En 1917 los derechos sociales fueron inscritos en la  

Constitución de México y en las décadas siguientes se aprobaron leyes 

generales sobre el trabajo y códigos de trabajo en la mayoría de países de la 

región. (BRONSTEIN, 1995, p. 238). Toda esta legislación formuló y consagró  

 

el principio protector del trabajador, asignando al Derecho del Trabajo la 

finalidad de plasmarlo en la legislación. La preocupación subyacente fue la de 
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reequilibrar las fuerzas  del mercado pues la debilidad del trabajador podía 

forzarlo a prestar sus servicios en condiciones socialmente inaceptables. Por 

esto se asumió como deber del Estado el de proteger al trabajador, 

asegurándole un mínimo de garantías sociales que podrían haber sido 

negadas si las partes en el contrato de trabajo hubieran quedado libradas a 

sus propias fuerzas. 

 

Hacia principios de los ochenta se acentuó el cuestionamiento del 

“Estado  Protector”, luego de tres decenios consecutivos a la terminación de 

la segunda  guerra mundial caracterizados, en Europa occidental, por un ciclo 

casi ininterrumpido de expansión económica y de progreso social. A su vez se 

acentuó el cuestionamiento del modelo de desarrollo económico “cerrado” o 

de “crecimiento hacia adentro”, que estuvo en vigor desde los años treinta, y 

que se presumía agotado en la medida que daba muestras de incapacidad 

para mantener el crecimiento económico, generar empleos productivos, 

controlar la inflación y mejorar o cuando menos mantener el nivel de los 

ingresos. Así, en Chile a finales de los setenta, se fijó como meta la inserción 

del país en una economía mundial o globalizada y aplicando recetas más 

ortodoxas, basadas en la revalorización del papel del mercado en la 

asignación de recursos. El éxito del modelo chileno animó a que muchos 

países pusieran en ejecución programas semejantes, llamados de “ajuste 

estructural”, entre los que podemos encontrar a México, a partir de 1985, 

Argentina en 1991. Como señala Bronstein: 

 

 “El cambio de contexto económico, como el de la ideología del Estado, no 

tardaron en inspirar un creciente cuestionamiento del papel de la  
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reglamentación del trabajo, que los abogados del ajuste consideraron 

incompatible con el nuevo modelo. De ahí que la legislación laboral se encontró 

en el centro de una áspera discusión entre los partidarios de la subordinación 

de lo social a lo económico y los defensores de un derecho del trabajo 

orientado a la protección del trabajador. Para los primeros, la reglamentación 

del trabajo, lo mismo que cualquier otra reglamentación no debería reconocer 

derechos adquiridos; por consiguiente debería ser posible modificarla, en un  

sentido como en otro, a la luz de las necesidades del momento. Si la  

reglamentación creaba rigidez perjudiciales a la productividad o a la 

competitividad de las empresas, debería ser legítimo cuestionarla, en la medida 

en que la política del Estado se orientaba ahora a jugar a fondo las leyes del  

mercado”. (1995 p. 244)   

 

El derecho laboral regula el trabajo desde que éste alcanza un grado de 

complejidad tal que su organización se convierte en un problema social y 

económico (Jaspers, 1959, p.116). El proceso histórico que conduce a la 

aparición de esta rama del derecho responde a una exigencia universalmente 

sentida de dignificación de las condiciones de vida de un porcentaje 

mayoritario de la población sin ser, en ningún caso, ajeno a las necesidades 

económicas, políticas y sociales en que se desenvuelve esta prestación de 

servicios. 

 

En efecto, si bien en su origen el derecho del trabajo gozaba de una 

finalidad institucional única, la tentativa, este planteamiento no se 

corresponde en la actualidad con la complejidad del mundo laboral. El 

derecho laboral es hoy un cuerpo normativo cuya finalidad es dar soluciones 

justas a la cuestión social. Así, esta rama del derecho se propone, 

primordialmente, asegurar un mínimo de derechos y garantías para la 
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prestación del trabajo, compatibles con la dignidad de la persona humana, así 

como compensar la inferioridad económica de los trabajadores, en particular 

aquellos en relación de dependencia, frente a los empleadores, otorgándoles 

protección jurídica preferente, según las posibilidades económicas de cada 

país. Además, algunos autores reconocen expresamente al derecho del 

trabajo la finalidad de rendimiento de los trabajadores (Valverde, Rodríguez, 

Sañudo & García, Murcia, 2000), objetivo primariamente económico con un 

fin social que supone la creación y el mantenimiento de la empresa, para el 

cual esta rama del ordenamiento jurídico pone a disposición de los 

empleadores recursos relativos a la gestión de personal que no figuran en el 

derecho común (Verbigracia, “las facultades directivas y disciplinarias, las 

instituciones de participación del personal en los centros del trabajo y la 

negociación colectiva de empresa”). 

 

El derecho laboral consagra, así, la moderna concepción dignificadora 

del trabajo como función social, para separarlo del ámbito de las relaciones 

puramente patrimoniales que lo consideran una simple mercancía. Por ultimo, 

es importante considerar que las leyes del trabajo son de orden público, ya 

que se buscan garantizar el interés general, cuyo cumplimiento es obligatorio. 

 

No obstante esta nueva óptica, las legislaciones laborales nacionales son 

a veces criticadas por su supuesta falta de adaptación al contexto económico 

y social. La percepción de que el derecho del trabajo, en tanto que limita la 

autoridad discrecional del empleador es una afirmación recurrente, aunque en 

cada época sea presentada desde distintos ángulos y con argumentaciones 

variadas. A ella se suma, en la actualidad, la consideración de que el derecho 
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del trabajo protege únicamente a un segmento laboral (el asalariado) cada 

vez mas minoritario y “se olvida” del resto de la población activa, tanto 

ocupada como desocupada (esencialmente, a amplios sectores comprendidos 

en la economía informal). 

 

3.2. Panorama General de los Cambios en la Legislación Laboral     

 

Respecto al contenido y alcance de la reforma laboral en la región existen 

diversas aproximaciones y opiniones un tanto divergentes. Por una parte, 

Lora y Pagés (1998) señalan que las reformas en materia laboral han sido 

pocas y de menor alcance y que ello contrasta con las reformas estructurales 

efectuadas en la región. Así, indican que mientras 23 países realizaron 

profundas reformas comerciales, (Márquez, y Pagés, 1998) liberalizaron en 

forma apreciable sus sectores financieros y 14 efectuaron privatizaciones que 

en algún año superaron el 1% del PIB, solamente cinco países han hecho 

reformas laborales de significación desde mediados de los ochenta: Argentina 

1991. Ambos autores concluyen que las  reformas laborales no solamente han 

sido escasas sino limitadas en su alcance o, para ponerlo en forma menos 

drástica, han sido adoptadas como terapias graduales, no de shock (Lora, y 

Pagés, 1996) 

 

Desde otra perspectiva, Weller (1998) señala que en la discusión 

regional frecuentemente se  plantea que la legislación laboral ha sido una  de 

las áreas donde los países de la región han introducido menos reformas, pero 

que una revisión más detallada muestra que muchos países si ́han modificado 

sus leyes sobre la base de algunas tendencias claramente  definidas. La 
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primera consiste en hacer énfasis en ampliar la gama de contratos 

disponibles, añadiendo al contrato “típico” de duración indeterminada una 

serie de contratos de duración determinada, ampliando el uso del período de 

prueba y facilitando modalidades de contratación. La segunda tendencia 

consiste en el abaratamiento del despido, destacándose como medidas la 

ampliación de la definición del despido por causa justa y la introducción de 

sistemas de protección al desempleo por medio de cuentas individuales. La 

tercera tendencia en la misma dirección consiste en  una reducción del 

impacto del salario mínimo por medio de una política salarial  “conservadora”, 

de manera que en la mayoría de los países de la región en 1995 los salarios 

mínimos reales se encuentran claramente por debajo del nivel alcanzado en 

1980, ampliándose de esta forma la brecha entre los  salarios mínimos y los 

salarios medios.   

 

Finalmente, señala que se esta ́bajando la participación del empleo 

público, con lo que  se reduce el impacto que sus condiciones  laborales 

puedan tener en las negociaciones  del mercado de trabajo en general. 

(Weller, 1998) 

 

Es a raíz de esta argumentación que desde hace más de una década los 

conceptos de desregulación y flexibilidad son evocados, con distintos 

significados, por gobiernos, actores sociales e instituciones internacionales y 

que la legislación del trabajo es considerada por ciertos sectores restrictiva e 

intervencionista. Más aun, la clásica expresión derecho del trabajo ha sido 

sustituida a menudo, por la reglamentación del mercado del trabajo, aunque 
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la diferencia entre ambos conceptos, al menos en su origen, va más allá de la 

simple cuestión terminológica. 

 

Un resultado radical de estos cuestionamientos es considerar anacrónica 

la legislación del trabajo y plantear la eliminación o la disminución de la 

protección de los derechos básicos de los trabajadores, en especial de 

aquellos que garantizan su vida y su salud, en beneficio de un proceso de 

apertura económica que, señalan estos críticos, exigiría funcionar sin trabas 

institucionales y sin costos innecesarios. Dichas posturas no tienen 

suficientemente en cuanto  que el derecho laboral no es ajeno al contexto 

económico y que, por el contrario, nace de la propia práctica y de las 

necesidades de la relación de trabajo; refleja, además, la esencia misma del 

trabajo productivo y es, por su naturaleza, flexible. Esto no excluye en lo 

formal la existencia de lagunas o contradicciones en las legislaciones que 

deban ser corregidas, ni de opciones legislativas que, con los años, merezcan 

ser revisadas. 

 

En definitiva, por su naturaleza y características, el derecho del trabajo 

es un instrumento útil, tanto de gestión de la empresa como de protección 

del trabajador, que pueda expresar una ponderación adecuada de aspectos 

sociales, económicos y políticos. Su fin primordial es ordenar las relaciones 

individuales y colectivas entre trabajadores y empleadores, mediante un 

equilibrio que pretenda satisfacer los intereses de ambos y precisar con 

claridad sus derechos y obligaciones. En fin, se trata de conjugar progreso 

económico y el respeto a unos mínimos de protección indispensables, que 
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permitan garantizar el desarrollo de la empresa y el desenvolvimiento 

particular del ser humano en tanto que trabajador. 

 

América Latina, sobre todo en los últimos quince años, no ha estado 

exenta de este debate entre protección y flexibilidad, apareciendo toda una 

serie de reformas orientadas tanto a la modificación “a la baja” de algunos de 

los derechos reconocidos tradicionalmente en la legislación del trabajo y hacia 

la reducción de los costos laborales, en aras de una mayor competitividad y 

de la creación de empleos, como, por el contrario, hacia revisiones 

normativas que han consolidado o mejorado derechos del trabajador y 

modernizado instituciones. (Lora, Pagés, 1996). 

 

A partir del año 2000, y siguiendo en cierta medida, las reformas 

comprendidas en algunos países industrializados, el centro de la discusión ha 

basculado hacia temas más precisos dentro del extenso debate. Así, la 

regulación de los trabajadores clandestinos o “en negro” y la búsqueda de 

una cobertura legal más amplia de las diferentes formas de relación laboral, a 

través de modos de contratación suficientemente adaptados a un mercado 

cambiante y a unas necesidades de empleo crecientes, son temas punteros 

en el debate nacional e internacional. Es decir, en la actualidad, el tema 

central es la generación de empleo. Sin embargo, como han reconocido 

gobiernos, este empleo debe responder a ciertos criterios de pertinencia y 

calidad, que la OIT ha calificado como “trabajo decente”, lo que no siempre 

implica formulas de flexibilidad. 
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Es necesario  indicar que, en los últimos años, las críticas sobre el 

excesivo proteccionismo de las normas en la región se han modificado en 

cierta manera, actualmente, se tiende a señalar que, aun siendo la legislación 

laboral latinoamericana excesivamente reguladora y extensa, su mayor 

falencia radica en la falta de mecanismos eficaces que garanticen su 

aplicación, lo que redunda en perjuicio de los trabajadores a los que deberían 

proteger. Muestra de ellos es que numerosas organizaciones han 

reconsiderado su condena a ciertas instituciones laborales y, en la última 

década, expresan opiniones más matizadas sobre sus efectos económicos. 

(BID, 2003). 

 

Si bien algunos autores manifiestan la insuficiencia de las 

modificaciones de la legislación laboral en la región (Lora, Pagés, 1996), lo 

cierto es que casi todos los Códigos de trabajo han sufrido modificaciones de 

trascendencia, una o varias veces, en algunas de sus instituciones básicas, 

salvo Cuba, Costa Rica, México, Honduras y Uruguay. Esto no implica que en 

estos países no hayan sido modificadas parcialmente las leyes laborales o no 

haya procesos de reforma en curso. Aun las reformas calificadas como de 

orientación más proteccionistas presentan numerosas muestras de flexibilidad 

destinadas a facilita la adecuación de las relaciones laborales al cambio 

económico (Hernández Álvarez, 1993). 

 

En general, dichas reformas afrontan únicamente la parte sustantiva y 

no tienen un equivalente en el ámbito de la estructura y el procedimiento 

para general una mejor aplicación y eficacia de las normas ya sea en lo 

judicial o en lo administrativo. Caso singular y relevante es el de la reciente 
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ley Argentina de 2004, en la que la reforma de la inspección del trabajo en 

aras a un ordenamiento interno y a un mejor funcionamiento en su labor 

ocupa un lugar principal junto con las modificaciones sustantivas de las 

relaciones individuales y colectivas. Otras modificaciones, además de las 

reformas a los códigos procesales de Venezuela y Ecuador, son las 

promulgadas en Perú, en menor extensión, en Brasil, Chile, Guatemala y 

Nicaragua. 

 

Los sistemas arbítrales como medio para la solución de los conflictos 

jurídicos individuales o económicos-colectivos en derecho laboral en los 

diferentes países están sintetizados por Ernesto Krotoschin en su obra 

“Instituciones de Derecho del Trabajo”. (1948, p. 125) 

 

Señala que en algunos países el procedimiento arbitral se puede 

encontrar incorporado al procedimiento judicial, existen disposiciones 

especiales en cuanto a la formación o composición de Tribunales a su 

competencia y procedimiento. 

 

Algunos estados asumen directamente la responsabilidad de mantener 

la paz social, instalando organismos especiales a los cuales las partes puedan 

acudir por acuerdo mutuo. Hay casos en los cuales una de las partes puede 

iniciar el procedimiento arbitral, obligado a la otra a acogerse a él. 

 

En caso de existir arbitraje obligatorio debe distinguirse si las partes, 

además de estar obligadas a comparecer deben también aceptar el laudo que 
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se dicte. Solo en este último caso se habla propiamente de arbitraje 

obligatorio. 

 

En la mayoría de los países se prefiere la modalidad integrada por 

órganos unipersonales o bien por colegiados, y estos últimos con uno o varios 

representantes del Gobierno y de las organizaciones patronales y obreras. 

 

En algunos regímenes no se requieren calidades especiales para el 

encargo, en otros se consulta previamente a las organizaciones profesionales 

de empleadores y trabajadores para nombrar una persona que cuenta con la 

confianza de los directamente interesados.  

 

En lo que respecta a la regulación de las relaciones individuales, los 

principales cambios legislativos se refieren al régimen del contrato de trabajo, 

a las condiciones de trabajo y a un intento por regular las relación laboral en 

la micro y en la pequeña empresa, tratando de responder a las 

especificidades de las mismas. 

 

3.3. Procedimiento Individual Laboral en el Derecho Comparado 

 

3.3.1 Chile 

 

En chile existe el arbitramento voluntario por el cual las partes podrán 

someter la negociación misma o incluso durante la huelga o el cierre temporal 

de empresa o lock-out, pero como la legislación prohíbe la huelga y cierre 

temporal de empresa o lock-out en aquellas actividades que determinen un 
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grave perjuicio para el interés de la comunidad, también la legislación 

establece que en estos eventos el  arbitraje sea obligatorio. 

 

En los casos de arbitraje voluntario, el compromiso deberá constar por 

escrito y en  él se consignará el nombre del árbitro o el procedimiento para 

designarlo, copia de  esta acta deberá́  enviarse a la Inspección del Trabajo 

dentro de los cinco días contados desde su suscripción. El procedimiento será ́

fijado libremente por las  partes o por el árbitro, en subsidio. 

 

En los casos de arbitraje obligatorio, si hubiere vencido el contrato 

colectivo  anterior, o en caso de no existir éste, si hubieren transcurrido 45 

días desde la presentación del proyecto de contrato, sin que se hubiere 

suscrito un nuevo instrumento colectivo, la inspección del trabajo citara ́a las 

partes a un comparecencia con el objeto de proceder a la designación del 

árbitro. Esta audiencia  se celebrará con cualquiera de las partes que asista, o 

aun en su ausencia , se  levantará acta en la cual se dejara ́constancia de tal  

designación y de las últimas proposiciones de las partes. El arbitraje 

obligatorio se regirá, en cuanto a la constitución del tribunal arbitral, al 

procedimiento a que debe ajustarse y al cumplimiento de sus resoluciones, 

por lo dispuesto en el Código Laboral que corresponde al siguiente: en 

primera instancia por un tribunal unipersonal que será designado de entre la 

nómina de árbitros elaborada por el gobierno, de sendas listas enviadas por 

los gremios representativos y las centrales obreras. Para designar el árbitro 

las partes podrán elegir de común acuerdo a uno de los indicados en la 

nómina antes señalada y a falta de acuerdo, deberán proceder a  enumerar 

en un orden de preferencia los distintos árbitros incluidos en la nómina,  la 
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inspección del trabajo designará a aquel que más se aproxime a las 

preferencias de ambas partes, si se produjere igualdad de preferencias, el 

árbitro  será elegido por sorteo de entre aquellos que obtuvieron la igualdad. 

Los árbitros  son recusables por las mismas causales que los jueces. Los 

árbitros deberán fallar dentro de 30 días y sólo se podrá prorrogar ese plazo 

por 10 días más, tiene  libertad de practicar todas las pruebas que consideren 

convenientes. El tribunal arbitral, en los arbitrajes obligatorios, estará 

obligado a fallar a favor de  una de las dos proposiciones de las partes, 

vigentes en el momento de someterse  el caso a arbitraje, debiendo aceptarla 

en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta 

ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte. Para emitir su fallo 

el árbitro deberá tomar en consideración, entre otros, los siguientes 

elementos: 

 

a) El nivel de remuneraciones vigentes en plaza para los distintos cargos o  

trabajos sometidos a negociación;   

b) El grado de especialización y experiencia de los trabajadores que les 

permite  aportar una mayor productividad a la empresa en relación a 

otras de esa  actividad u otra similar;   

c) Los aumentos de productividad obtenidos por los distintos grupos de  

trabajadores, y   

d) El nivel de empleo en la actividad de la empresa objeto de arbitraje. 

 

El fallo será fundado y deberá contener iguales menciones que las 

especificadas  para el contrato colectivo y la regulación de los honorarios del 
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tribunal arbitral. Las costas del arbitraje serán a cargo de ambas partes, por 

mitades.     

 

El fallo arbitral será apelable ante una corte arbitral integrada por tres 

miembros, designados en cada caso por sorteo, ante la inspección del 

trabajo, de entre la  nómina de árbitros. 

 

Al igual que en la primera instancia, existe un término de 30 días para 

que la corte arbitral profiera su fallo. Es importante anotar que aquellos casos 

en que procede un arbitraje obligatorio, el cual cobije a más de tres mil 

trabajadores, el arbitramento no será unipersonal sino que el tribunal de 

arbitramento de primera instancia estará integrado por tres árbitros, dos de 

ellos elegidos de la nómina de árbitros a que se ha hecho referencia, y el 

tercero elegido discrecionalmente por el Ministerio de Hacienda, el fallo de 

este tribunal será apelable ante un tribunal de cinco miembros, tres de los  

cuales serán elegidos de entre la nómina de árbitros, uno será designado por 

el Ministerio de Hacienda y otro por la Corte Suprema de Justicia. 

 

La legislación chilena asimila el laudo arbitral a una convención colectiva 

de trabajo para todos los efectos sustanciales y permite que en cualquier 

estado del arbitramento, las partes puedan llegar a un acuerdo que se elevará 

a convención colectiva y sólo quedara a cargo de las partes el pago de las 

costas del proceso  arbitral. 
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3.3.2 México.     

 

En México existe lo que se denominan las Juntas de Conciliación y Arbitraje, 

las cuales son federales y locales. En primera instancia actúan como juntas 

locales en cada una de las entidades federativas y además existe la Junta 

Central de Conciliación y Arbitraje de carácter nacional. Las juntas de 

Conciliación y Arbitraje  en el derecho mexicano, según Mario de la Cueva 

(1989), no tienen igual en la legislación  extranjera. 

 

El artículo 123 de la Constitución Mexicana, en sus fracciones 20 y 21 

establece  que los conflictos de trabajo deben ser resueltos por dichas juntas, 

las que contribuyen a la creación del Derecho Laboral en las empresas 

cuando resuelven conflictos colectivos de trabajo; deciden en derecho cuando 

el conflicto surge entre los patronos y trabajadores o entre trabajadores, 

conocen de la fijación del salario,  del período de prehuelga y resuelven 

acerca de la licitud o ilicitud de la huelga. 

 

En 1917 la Corte Suprema de Justicia de México determinó que los 

conflictos de carácter jurídico no serían competencia de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje puesto que no eran Tribunales y carecían de 

jurisdicción para ejecutar sus decisiones.     

 

El 1 de febrero de 1924 la Corte cambió su criterio  y manifestó que las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje eran auténticos Tribunales y podían ejecutar 

sus resoluciones. Dichas juntas están integradas por un representante del 

gobierno y con representantes de los trabajadores y de los empleadores 
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designados por ramas de la industria o de otras actividades. Para ser 

miembro de estas Juntas, que equivale a ser juez del trabajo, es necesario 

además de ser justo, conocer los  problemas de la industria.     

 

Estas juntas cumplen funciones legislativas y jurisdiccionales. En cuanto 

a lo  primero, resuelven definitivamente sobre el salario mínimo y en cuanto a 

lo  segundo, fallan los conflictos jurídicos. Sin embargo, no forman parte del 

poder legislativo ni del poder judicial. Según Mario de la Cueva (1989) estas 

Juntas constituyen un poder especial, no pueden ubicarse dentro de ninguno 

de los tres poderes del Estado y son, ante todo, una representación directa de 

las clases sociales, que  responde a la idea de democracia; tienen una 

finalidad propia, derivada de la  naturaleza particular del derecho del trabajo. 

Los miembros de la Junta actúan en pleno, pero su presidente es la autoridad  

ejecutora de las resoluciones. 

 

Respecto de la solución jurídica de los conflictos colectivos de 

naturaleza  económica, o sea aquellos que tienen por objeto  la modificación 

o implantación de nuevas condiciones de trabajo, o bien la suspensión o 

extensión de algunas  condiciones, se otorgan en México a las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje que  hemos señalado en el párrafo anterior.     

 

La legislación mexicana atribuye la titularidad del conflicto colectivo de 

naturaleza económica, a los sindicatos de trabajadores titulares de los 

contratos colectivos de  trabajo, siempre y cuando agrupen la mayoría de los 

trabajadores de una empresa  o establecimiento, pero también mantiene la 

competencia jurídica del empleador o empleadores para modificar un contrato 
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colectivo de trabajo, o para proponer ante  la junta respectiva esa 

modificación. 

 

La junta una vez recibida la demanda, cita a las partes a una audiencia 

y después  de oírlas, las exhorta para que procuren un arreglo conciliatorio; si 

las partes  llegan a un convenio se dará por terminado el conflicto, el 

convenio aprobado por la junta producirá todos los efectos jurídicos 

inherentes a un laudo. Si no existe  acuerdo, la junta dentro de la misma 

audiencia designará tres peritos para que investiguen los hechos y causas que 

dieron origen al conflicto, otorgándoles un  término que no podrá exceder de 

30 días para que emitan su dictamen respecto de la forma en que, según su 

parecer, puede solucionarse el conflicto, sin perjuicio de que cada parte 

pueda designar un perito para que se asocie a los nombrados por la junta o 

rinda dictamen por separado, así mismo los trabajadores y empleados pueden 

designar dos comisiones integradas con el número de personas que 

determina la junta, para que acompañen a los peritos en la investigación y les 

indiquen las observaciones y sugestiones que juzguen  conveniente. Recibido 

el dictamen de los peritos, la junta deberá practicar las pruebas solicitadas 

por las partes y las que ella considere conveniente y luego procederá a dictar 

su fallo, éste podrá aumentar o disminuir el personal, la jornada, la semana 

de trabajo, los salarios y en general modificar las condiciones de trabajo de la 

empresa o establecimiento, sin que en ningún caso pueda reducir los 

derechos  mínimos consagrados en las leyes. 
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3.3.3 España.     

 

El arbitraje laboral surge en España con la formulación de la Ley de Consejos 

de  Conciliación y Arbitraje Industrial, del 19 de mayo de 1908.     

 

El cambio de régimen político iniciado en España a finales de 1975 ha 

supuesto la consiguiente transformación en profundidad de nuestras 

instituciones jurídicas laborales y de modo muy señalado de las relaciones 

colectivas de trabajo.     

 

Hitos fundamentales de esa transformación son el reconocimiento 

constitucional  de la libertad y la pluralidad sindicales, la restitución de la 

autonomía de negociación colectiva a los sindicatos de trabajadores y 

agrupaciones de empresarios, el reconocimiento del derecho Constitucional a 

la huelga y a la  adopción de medidas de carácter colectivo, y, en términos 

generales, la sustitución  de un sistema de relaciones laborales fuertemente 

intervenido por el Estado por  otro en el que el protagonismo reside en los 

interlocutores (o, si se prefiere,  antagonistas) sociales: trabajadores y 

empresarios, así como sus respectivas  asociaciones.     

 

El estatuto español de los trabajadores, consagra la solución de 

situaciones conflictivas que afecten los intereses generales de los 

trabajadores, podrá tener lugar por el procedimiento de conflicto colectivo de 

trabajo a instancias de los representantes de los trabajadores o de los 

empresarios, o de común acuerdo entre ellos, si se opta por ese 

procedimiento, los trabajadores no podrán ejercer el  derecho de huelga y si 
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lo están ejerciendo, pueden suspenderlo y someter el procedimiento al 

conflicto colectivo.     

 

La competencia para conocer de los conflictos colectivos de trabajo 

corresponde al delegado de trabajo de la provincia en que se plantea el 

conflicto. La dirección de trabajo será competente en los conflictos colectivos 

laborales que afecten a trabajadores de varias provincias; al orden 

jurisdiccional laboral si el conflicto derivara de discrepancias relativas a la 

interpretación de una norma preexistente estatal o convenida colectivamente, 

es decir, si se presenta un conflicto jurídico el cual se decidirá conforme a lo 

dispuesto en la ley procedimental laboral.     

 

Procedimiento: el planteamiento del conflicto colectivo de trabajo se 

formalizará  por escrito, firmado y fechado, en el que consten nombres, 

apellidos, domicilio y carácter de las personas que lo planteen y 

determinación de los trabajadores y empleadores afectados; hechos sobre los 

que verse el conflicto, peticiones concretas que se formulen, así como los 

demás datos que procedan.     

 

El escrito señalado habrá de presentarse ante la delegación de trabajo 

de la  provincia en que se plantee el conflicto. Cuando el conflicto afecte a 

trabajadores de varias provincias, dicho escrito será presentado ante la 

Dirección General de  Trabajo. 

 

Transcurridas veinticuatro horas siguientes al día de la presentación del 

escrito, la  autoridad  laboral remitirá copia del mismo a la parte frente a la 
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que se plantee el  conflicto y convocará a las partes a comparecer ante ella la 

cual habrá de tener  lugar dentro de los tres días siguientes.     

 

En la audiencia la autoridad laboral intentará la avenencia entre las 

partes. Los acuerdos serán adoptados por mayoría simple de las 

representaciones de cada  una de las mismas, dicho acuerdo tendrá la misma 

eficacia que lo pactado en convenio colectivo. Si no hay acuerdo ante la 

autoridad laboral, las partes podrán designar a uno o varios árbitros, en tal 

caso, éstos, cuando sean varios habrán de  actuar conjuntamente, deberán 

dictar su laudo en el término de cinco días, la  decisión arbitral tendrá la 

misma eficacia que si hubiere habido acuerdo entre las  partes, o sea la de un 

convenio colectivo.     

 

Como se puede observar, no existe ninguna clase de tribunal de 

arbitramento  obligatorio y corresponde a iniciativa de la autoridad 

administrativa laboral la  intervención del Estado, o la constitución de un 

tribunal de arbitramento de  carácter voluntario. 

 

3.3.4. Venezuela.     

 

Una vez agotado el procedimiento de conciliación como etapa de la 

negociación  colectiva, las partes pueden convenir, con recomendación de la 

junta de  conciliación, que el conflicto sea sometido a arbitraje, si ello es así, 

se procederá a  la constitución de una junta de arbitraje formada por tres 

miembros. Uno de ellos será escogido por los patronos de una terna 

presentada por los trabajadores en  conflicto, otro será escogido por los 
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trabajadores de una terna presentada por los  patronos, y el tercero será 

escogido por los anteriores. En caso de que una de las  partes objete la terna 

presentada por la otra, el inspector del trabajo decidirá en  forma sumaria, y 

si no pudiere lograr acuerdo para las designaciones en el término de cinco 

días continuos, hará el nombramiento. Los miembros de la junta de arbitraje 

no pueden ser personas directamente relacionadas con las partes en 

conflicto, ni vinculadas con ellas por nexos  familiares dentro del cuarto grado 

de consaguinidad o segundo de afinidad.     

 

Las decisiones de la junta de arbitraje serán tomadas por mayoría de 

votos. Si no  se lograre la mayoría, prevalecerá el voto del presidente. La 

junta de arbitraje  tendrá la misma facultad de investigación que un tribunal 

ordinario y sus  audiencias serán públicas. Los miembros de la junta de 

arbitraje tendrán el carácter de árbitros arbitradores y sus decisiones serán 

inapelables.     

 

Queda a salvo el derecho de las partes de acudir a los tribunales para 

solicitar que  se declare su nulidad, cuando las decisiones de los árbitros se 

tomen en  contravención a disposiciones legales de orden público.     

 

El laudo deberá ser dictado dentro de los treinta días siguientes a la 

fecha en que  se haya constituido la junta de arbitraje. Sin embargo, la junta 

podrá prorrogar este lapso hasta por treinta días más. El laudo será publicado 

en la Gaceta Oficial de la  República de Venezuela y será obligatorio para las 

partes por el término que él  fije, que no podrá ser menos de dos años ni 

mayor de tres. 
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3.3.5 Argentina.     

 

Señala Guillermo Cabanellas de Torres que la autoridad que conoce los 

conflictos colectivos en Argentina puede proponer la celebración de las 

audiencias  necesarias para lograr un acuerdo entre las partes. Si no se logra, 

podrá proponer una fórmula conciliatoria y ordenar cualquier prueba para 

conocer mejor la  cuestión. Si dicha fórmula se rechaza o las partes sugieren 

en su reemplazo un mediador, se le invitará a someter la cuestión al arbitraje. 

Si aceptan, deberán suscribir un compromiso, indicando el nombre del árbitro, 

los puntos de discusión,  si ofrecen pruebas o no, y el término de producción 

de las mismas, así como el  plazo para que la sentencia arbitral sea expedida. 

El plazo mínimo de vigencia del  laudo arbitral será de seis meses y contra el 

sólo procede el recurso de nulidad. (Cabanelas de Torres,1996) 

 

El artículo 14 del Decreto 8946 de 1962 impone el arbitraje obligatorio,  

suprimiendo el derecho de huelga en los casos en que directa o 

indirectamente se pueden ocasionar la suspensión, interrupción o paralización 

de los servicios públicos esenciales.     

 

Estas disposiciones están contenidas en las leyes 14768 y 16736 que  

reglamentan el sistema de solución de los conflictos de intereses. El artículo 

4° de la Ley 14768 señala: “Si la fórmula conciliatoria propuesta o las que 

pudieran  sugerirse en su reemplazo no fueren admitidas, el mediador invitará 

a las partes a  someter la cuestión al arbitraje. No admitido el ofrecimiento, 

se dará a publicidad  un informe que contendrá la indicación de las causas del 
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conflicto, un resumen de  las negociaciones, la fórmula de conciliación 

propuesta, y la parte que la propuso,  aceptó o rechazó.” 

 

El Arbitramento Laboral Como Medio de solución De Los Conflictos 

Económicos. Este sistema de informar las causas del conflicto, de resumir las 

negociaciones  efectuadas, la fórmula de conciliación propuesta y la parte que 

la hizo, es realmente interesante considerarla para una posible 

implementación de nuestro  sistema.     

 

La Ley 16736 faculta al Ministerio del Trabajo para abocar el 

conocimiento y  decisión de los conflictos colectivos laborales, de derecho o 

de intereses. La decisión de convocatoria del Tribunal de Arbitramento 

Obligatorio no es recurrible.  El árbitro será el titular del Ministerio del Trabajo 

o el funcionario que él designe, pero de todas maneras funcionarios de la 

administración pública, versado en economía y/o derecho laboral. Si una o 

ambas partes no concurren o no se ponen  de acuerdo en la fijación de los 

puntos en litigio, será el árbitro el que los  determine.         
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CAPÍTULO 4 

 

EL INCIDENTE DE INSUMISIÓN AL ARBITRAJE LABORAL EN 

MATERIA DE AMPARO 
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4.1. Época Pre- hispánica 

 

En está época no hay ninguna institución consuetudinaria o de derecho 

escrito que acuse una antecedencia de las garantías individuales, los 

regímenes sociales en que estaban estructurados los principales pueblos 

prehispánicos se vaciaron en forma primitivas y rudimentarias y conforme a 

las cuales la autoridad suprema con facultades omnímodas,  era el rey o 

emperador. 

 

A la llegada de los españoles al territorio mexicano el pueblo vivía en 

mayor esplendor era el de los aztecas, Francisco Javier Clavijero (1977) 

señala la evolución del ejercicio del poder entre los monarcas aztecas:  

 

El poder y la autoridad de los reyes de México varió según los tiempos. 

En los principios de la monarquía suponen fue limitado y su autoridad 

verdaderamente paternal; su trato más humano y los derechos que exigía de 

sus vasallos muy cortos, con la extensión de sus conquistas se fue 

aumentando su magnificencia y su fausto y la proporción de sus riquezas. La 

soberbia también hizo traspasar los límites que el consentimiento de  la 

nación había previsto a su autoridad, hasta declinar en el odioso despotismo 

que se vivió en el reinado de Moctezuma II. “… No cometieron jamás 

atentado alguno contra la majestad de su príncipe, sino que fue en el 

penúltimo año de la monarquía en que cansados de sufrir en su rey tanto  
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abatimiento de ánimo y tan excesiva condescendencia con sus enemigos, le 

ultrajaron con palabras y lo hicieron con flechas y piedras en el calor de un 

asalto” (Clavijero,1977,p. 137). 

 

4.1.1 Sujeción a las Leyes. 

 

El despotismo no se introdujo en México hasta los últimos años de la 

monarquía. En el tiempo anterior los monarcas habían respetado siempre las 

leyes promulgadas por sus antecesores   y celado su observancia. Aun en 

tiempo de Moctezuma  II, único rey verdaderamente despótico, los mexicanos 

juzgaban según las leyes del reino, y el mismo Moctezuma castigaba 

severamente a los transgresores.  

 

Tomando en cuenta esta situación, resulta aventurado tratar de 

descubrir en el régimen social mexicano prehispánico un precedente de 

nuestra institución tutelador por razones obvias, en el que la “autoridad del 

rey era absoluta, como lo era la de los señores en sus respectivas 

providencias”. Además podemos decir que entre los aztecas la administración 

de  justicia era arbitraria, tomando este vocablo en su debida acepción, es, 

como la implicación a- jurídica, pues como afirma el licenciado Toribio “La 

justicia no se administraba conforme a las normas legales o consuetudinarias 

pre- establecidas, sino según el criterio del funcionaria respectivo”.  

 

En México antes de la colonización española  nunca podremos hallar un 

precedente de nuestro juicio de amparo, como afirma Mendieta y Núñez 

“como cuerpo de leyes, la historia del derecho patrio empieza con la primera 



156 

 

 

cedula real dictada para el gobierno de las Indias, es decir, con el 

advenimiento del derecho colonial” (p. 112).  

 

“Sin embargo no falta quien asegure, como Francisco Pimentel que el 

poder del monarca entre los antiguos mexicanos no era absoluto, sino que 

está limitado por el poder judicial. En apoyo a Pimentel están los autores 

Alfredo Chavero, Vicente Riva Palacio, José Maria Vigil en el sentido de que el 

poder del rey o señor entre los aztecas estaba controlado por una especie de 

aristocracia que componía un consejo real llamado TLATOCAN quien tenía 

como misión aconsejar al monarca; los habitantes del calpulli o barrios de la 

ciudad, tenían un representante en los negocios judiciales, es decir,  una 

especie de tribuno que defendía sus derechos ante los jueces y que recibía el 

nombre de CHINANCALLI, aseverándose que sus principales atribuciones 

consistían en “amparar a los habitantes del calpulli, hablando por ellos ante 

los jueces y otras dignidades”; otro importante funcionario era el 

CIHUACOATL, cuyo principal papel consistía en  sustituir al TECUHTLI cuando 

éste salía de campaña en lo tocante a las funciones administrativas en 

general y específicamente hacendarías.” (Burgoa, 1998, p. 90) 

 

4.2 Derechos Fundamentales. 

 

Sobre el respeto de los derechos fundamentales en la época de los aztecas 

nos informa William H. Prescott (1970): los aztecas estaban suficientemente 

civilizados para extender su cuidado a los derechos tanto de propiedad como 

de las personas. La ley autorizaba la apelación a los tribunales superiores en 

sólo los asuntos criminales. La existencia de un gran número de tribunales 
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iguales en jurisdicción, sin un centro de autoridad  superior para dirigir el 

todo, debió  haber dado lugar a muy diversas interpretaciones de las leyes en 

los diferentes distritos.  

 

Los jueces de los tribunales superiores eran sostenidos con el producto 

de una parte de las tierras de la corona, reservadas para ese objeto y tanto 

ellos como el juez superior servían sus empleos de por  vida.  

 

Régimen Colonial 

 

En la Nueva España el derecho colonial se integró con el derecho 

español  en sus formas legal y consuetudinaria y oír las costumbre indígenas. 

Al consumarse la conquista de México y al iniciarse la colonización, la 

penetración jurídica española se encontró con un conjunto de hechos y 

prácticas sociales autóctonas, lejos de desaparecer por el derecho peninsular, 

fueron consolidadas pos disposiciones reales y por la Recopilación de las 

Leyes de Indias de 1681. En la Nueva España estuvo vigente la legislación 

exclusivamente para las colonias de América. Las Leyes de Castilla tenían 

también aplicación en la Nueva España, pues la Recopilación de 1681 dispuso 

que “en todo lo que no estuviese ordenado en particular para las Indias, se 

aplicarán en las Leyes de Castilla”.  

 

En el orden político, la autoridad suprema en las colonias españolas de 

América era el mismo rey de España. El monarca español, concentraba en su 

persona a las tres funciones en que se desarrolla la actividad integral del 

Estado. (Arellano García, 1998) 
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En el derecho español positivo y el colonial, tenía la pretensión de ser 

realista. Lo que debía determinar la promulgación de cualquier ley, o inclusive 

su abrogación, era una motivación integrada por elementos y factores propios 

de la realidad social para la que estaba destinada o que fuesen incompatibles 

con ellas. Bajos estos auspicios, se creó el llamado Consejo de India,  que 

actuaba como consultor del rey en las cuestiones que a éstas interesaran. 

 

El rey Carlos II en 1681 y dicho Consejo, ordenó la conjunción de ellas 

en un código que se conoce con el nombre de Recopilación de Leyes de la 

Indias, tal recopilación se observa la tendencia de proteger a la población 

indígena contra abusos y arbitrariedades de los españoles, criollos y mestizos, 

así como el designo invariable de evangelizarlos.  

 

En un régimen jurídico- político la autoridad suprema del rey 

descansaba sobre el principio del origen divino. Éste siempre se vio suavizado 

por los principios morales y religioso derivados de los postulados cristianos. 

 

Es en las Leyes de Indias donde podemos encontrar la fuente primordial 

de derecho neo- español, se las debe reputar como un código 

omnicomprensivo, o sea como un cuerpo legal regulador de varias materias 

jurídicas.  

 

Se ha criticado con cierta frecuencia que al régimen español, en el 

sentido de marcado absolutismo, nada más injusto que estas críticas, el 

Derecho Español en su aspecto legal y consuetudinario existió una garantía 
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jurídica para los gobernados en la jerarquía normativa en la que la norma era 

el Derecho Natural, cuyos mandatos debían prevalecer sobre las costumbres y 

las leyes.  

 

Esta supremacía jurídica del Derecho Natural fue posteriormente 

corroborada por la ley 31 del título 18 de la Partida tres.  

 

Cuando existía una oposición con el derecho natural, las leyes no debían 

ser suplidas, esto es, no debían ser atacadas sus disposiciones ni ejecutadas 

solamente debían escucharse y asumir una actitud pasiva.  

 

El afectado o agraviado por tal pretendía la aplicación podía acudir al 

rey, solicitando su protección contra los actos de su directa autoridad o de 

sus inferiores, se pedía amparo al rey a quien se ilustraba sobre los hechos, 

contra el rey que había mandado alga por obrepción(mala información) o por 

subrepción (ocultación de hechos, inspiradores del mandato real). Este 

recurso tutelaba el derecho natural en primer lugar, y en segundo lugar las 

costumbres. Por tal motivo, es pertinente afirmar que en el recurso 

obedézcase pero no se cumpla, hallamos un precedente histórico español de 

nuestro juicio de amparo. (Arellano García, 1998) 

 

El recurso no se consignó expresamente por medio de una regulación 

sistemática, sino que fue producto de la costumbre jurídica, traducida en 

prácticas inveteradas que comenzaron a observarse desde la época en que 

nació el Derecho Foral en pleno medioevo. Este derecho se formo a través de 

los llamados “fueros” que eran convenios que se concertaban entre el rey, por 
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una parte y la nobleza o los habitantes de las villas, por la otra.  Cuando 

algún soberano, osaba atentar contra los citados derechos, privilegios, se 

acostumbró que los afectados obedecieran las disposiciones reales 

respectivas, pero sin cumplirlas.  

 

Ofrecía una notoria contradicción pues podría suponerse que no es 

posible obedecer una  orden de autoridad sin cumplirla. Los vocablos 

obedecer y cumplir son diferentes. Obedecer significa reconocer autoridad 

legítima en quien da una orden y por el contrarío cumplir entraña la asunción 

de una actitud positiva freten al mandamiento u orden, es decir, la ejecución 

de los actos tendientes.  

 

Toribio Esquivel Obregón (1984, p. 388) aduce otras instituciones neo- 

Españolas que considera como antecedentes del juicio de amparo, se refiere 

a una especie de recurso de lo que hoy llamaríamos “de incompetencia 

constitucional”, pues dice, que se daba el caso con frecuencia de que una 

persona, quien se creía agraviada con una resolución del virrey apelaba de 

ella ante la Audiencia, por juzgar que aquél se extralimitaba en el uso de su 

jurisdicción. 

 

4.3 El Amparo Colonial. 

 

Andrés Lira (1972) habla de un “amparo colonial” que era el sistema por el 

cual la autoridad máxima de entonces, el virrey,  otorgaba protección a una 

persona frente a autoridades inferiores y también frente a otras personas, 

que sin tener ese carácter de autoridad, se hallaban en una situación 
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ventajosa en las relaciones con el protegido, debido a su posición social y a 

su poder real dentro de la sociedad colonia.  

 

Lira aduce que el amparo colonial se integraba con los siguientes 

elementos: 

“ 

a. autoridad protectora 

b. autoridades agraviantes 

c. petición o demanda de amparo 

d. disposición o mandamiento de amparo 

e. actos reclamados 

f. interés jurídico.”  (1972, p. 89) 

 

Revelaba a través del interesante estudio en que se desarrollaba que el 

sistema jurídico novohipánico imperaba el principio de legalidad como 

elemento de seguridad para los bienes y derecho de los gobernados y 

propició el ambiente sociopolítica para que fructificara durante la segunda 

mitad del siglo XIX el juicio de amparo mexicano. (Lira, 1972, p. 95) 

 

4.3.1 Recurso de Nulidad por Injusticia Notoria. 

 

Otra institución que se considera antecedente del amparo en la época colonial 

es el recurso de nulidad por injusticia notoria. El maestro Noriega dice que 

procedía este recurso en contra de las sentencias de vista y al mismo tiempo 

fueran contrarias a la ley clara y terminante, o bien cuando la parte en que 

difieren la sentencia de vista fueran inseparables de la que en la parte fueren 
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conformes de ellas., procedía contra las ejecutorias de dichos tribunales 

cuando se hubiese violado las normas de procedimientos de los siguientes 

casos: 

 

1º  Por defecto de emplazamiento en tiempo y forma de los que debieran 

ser citados al juicio. 

2º  Por falta de personalidad o poder suficiente de los litigantes 

3º  Por defecto de citación para prueba o definitiva y para toda la diligencia 

probatoria. 

4º  Por no haberse recibido el pleito o prueba 

5º  Por no haberse notificado el auto de prueba o la sentencia en tiempo y 

forma 

6º  Cuando se denegare la súplica. 

8º  Por incompetencia de jurisdicción. 

 

4.4. México Independiente. 

 

En el derecho del México independiente en materia política. Constitucional, 

rompe con la tradición jurídica española, influenciado por las doctrinas 

francesa e inspirado por el sistema norteamericano. La organización y el 

funcionamiento del gobierno estatal constituyen la preocupación más 

importante para los legisladores mexicanos. 

 

La desorientación que reinaba en el México Independiente sobre cuál 

sería el régimen constitucional y político conveniente de implantar, originó la 

oscilación durante más de ocho lustros entre el centralismo y el federalismo. 



163 

 

 

 

Los constituyentes federalistas de 1824 expidieron una constitución de 

ese tipo, cuya vigencia fue relativamente efímera, pues en el año de 1836 se 

dictó otra de carácter centralista, por aquellos a quienes se conceptuaba 

como los reaccionarios de aquella época, entre los cuales sobresalía el 

tristemente célebre Antonio López De Santa Anna. Por último, no sin 

dificultades y trastornos, se establece el régimen constitucional federal de la 

constitución de 1857, emanada del famoso plan de Ayutla y sucesora del acta 

de reformas de 1847. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

La trascendente declaración francesa de los derechos del hombre y del 

ciudadano en el mundo civilizado no pudo dejar de repercutir en México, la 

principal preocupación reinante consistió en otorgar o consagrar las garantías 

individuales. El conjunto normativo supremo era el derecho natural y por 

ende los derechos naturales del hombre debían ser respetados por el derecho 

positivo consuetudinario y escrito. Sin embargo en el sistema español y por 

consiguiente el régimen jurídico de la Nueva España, el derecho natural  no 

está escrito en ningún código, en ninguna ordenanza, en ninguna real cédula.  

El México independiente no se conformó con la condición jurídica que 

guardaban los derechos del hombre en el régimen colonial, sino que 

siguiendo el modelo francés serían plasmados en un cuerpo legal que se 

consideró como la ley suprema del país. 
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4.5. Constitución de Apatzingán 

 

El primer documento político constitucional que descubrimos la del México 

independiente, o en la época de las luchas de emancipación, fue el "Decreto 

Constitucional para la Libertad de la América Mexicana" de octubre de 1814, 

que también se conoce con el nombre de "Constitución de Apatzingán". 

 

La Constitución de Apatzingán, que no estuvo en vigor, pero que es el 

mejor índice de demostración del pensamiento político de los insurgentes que 

colaboraron en su redacción, principalmente Morelos, y que según opinión de 

Gamboa es superior a la Constitución Española de 1812, contiene un capítulo 

de las garantías individuales. La Constitución de Apatzingán reputaba a los 

derechos del hombre o garantías individuales como elementos insuperables 

por el poder público, que siempre debía respetarlos en toda su integridad, 

influenciado por los principios jurídicos de la Revolución Francesa y por él 

pensamiento de Juan Jacobo Rousseau, estima que los derechos del hombre 

son superiores a toda organización social, pues su protección no es sino la 

única finalidad del Estado y que la soberanía reside originalmente en el 

pueblo, siendo imprescriptible, inalienable e indivisible. 

 

La Constitución de Apatzingán contiene los derechos del hombre 

declarados en algunos de sus preceptos integrantes, no brinda, al individuo, 

ningún medio jurídico de hacerlos respetar, evitando sus posibles violaciones 

o reparando las mismas en caso de que ya hubiesen ocurrido. No podemos 

encontrar en este cuerpo de leyes un antecedente histórico de nuestro juicio 

de amparo. La omisión del medio de control de éstas en que incurrieron los 
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autores  de la Constitución de Apatzingán tal vez se haya debido a dos 

causas, principalmente, a saber: al desconocimiento de las instituciones 

jurídicas semejantes y sobre todo a la creencia que sustentaban casi todos los 

jurisconsultos y hombres de Estado de aquella época, en el sentido de 

estimar que la sola inserción de los derechos del hombre en cuerpos legales 

dota de supremacía, era suficiente para provocar su respeto por parte de las 

autoridades, concepción que la realidad se encargó de desmentir 

palpablemente. 

 

Héctor Fix Zamudio (1999) considera que “La Constitución de 

Apatzingán no solamente establecía sistemas de naturaleza preventiva 

destinados a lograr la marcha equilibrada de las instituciones políticas, sino 

que consagró en forma rudimentaria, instrumentos procesales para reparar 

las violaciones que las autoridades pudieran realizar en perjuicio de la Ley 

Fundamental…” (p. 126) y agrega:  

 

"En la parte final del artículo 237. . . se encontraba situada la siguiente 

disposición: Cualquier ciudadano tendrá derecho de reclamar las infracciones 

que notare." "Esto no significa, que los constituyentes tuviesen el propósito 

definitivo de establecer un procedimiento destinado a la tutela de los derechos 

fundamentales, consagrados en su capítulo V", concluyendo que "pero de 

cualquier manera, aunque sea inconscientemente y todavía en germen, se 

encuentra en dicha Ley Fundamental el principio relativo a la reclamación de los 

ciudadanos contra las violaciones constitucionales, por lo que de haber tenido 

eficacia, hubiera podido conducir a una tutela procesal de la amplia gama de los 

derechos del hombre que dicha carta consagró en su parte dogmática". 
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4.6 Constitución Federal de 1824 

 

En cuanto el Plan de Iguala y el Tratado de Córdoba  de 1821 son elementos 

de inestimable valor para conocer la ideología política de sus protagonistas y 

partes, no deben figurar, en cambio, entre los ordenamientos constitucionales 

mexicanos, formalmente, no tienen carácter legislativo, pues son, o un 

proyecto de lucha y gobierno, o un pacto de transacción entre dos bandos 

ideológica y políticamente opuestos. 

 

En conclusión en el segundo código político mexicano, cuya vigencia se 

prolongó por espacio de doce años, fue la Constitución Federativa de 1824, 

que tuvo el mérito de ser el primer ordenamiento que estructuró al México 

que acababa de consumar su independencia. 

 

Tanto dicha Constitución, como la de Apatzingán, estuvieron precedidas 

por importantes documentos jurídico-políticos. 

 

La principal preocupación de los autores de la Constitución de 1824 fue 

organizar políticamente a México y establecer las bases del funcionamiento de 

los órganos gubernamentales, fue natural que colocaran en plano secundario 

los derechos del hombre, comúnmente llamados garantías individuales, la 

Constitución de 1824 no establece, como la de Apatzingán, la consagración 

exhaustiva de los derechos del hombre, por lo que bajo este aspecto es 

inferior a ésta. (Fix Zamudio, 1999) 
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Si en cuanto a la declaración de las garantías individuales es deficiente, 

por mayoría de razón debemos concluir que la Constitución de 1824 tampoco 

consigna el medio Jurídico de tutelarlas. Sin embargo, en la ultima parte del 

inciso sexto de la fracción V del artículo 137, se descubre una facultad con la 

que se invistió a la Corte Suprema de Justicia, consiste en conocer de las 

infracciones de la Constitución y leyes generales, según se prevenga por ley, 

atribución que, podría suponerse, pudiera implicar un verdadero control de 

constitucionalidad y de legalidad, según el caso, ejercitado por dicho alto 

cuerpo jurisdiccional. 

 

La Constitución Federal de 1824, tenía, entre otras atribuciones, la de 

"Velar sobre la observancia de la Constitución, de la acta constitutiva y leyes 

generales, formando expediente sobre cualquier incidente relativo a estos 

objetos" (art. 116, frac. I). Esta potestad implicaba un incipiente control 

constitucional de carácter político, sin que haya significado ningún   

antecedente directo de nuestro Juicio de amparo, tal control era ejercitable 

intermitentemente, es decir, por un órgano, como era el Consejo de 

Gobierno, que sólo funcionaba durante los recesos del Congreso general y 

que estaba compuesto de la mitad de los individuos del Senado. 

 

4.7 Constitución Centralista de 1836 

 

Las Siete Leyes Constitucionales del año de 1836 cambian el régimen 

federativo por el centralista, manteniendo la separación de poderes. La 

característica de este cuerpo normativo, es la creación de un superpoder, 

llamado el "Supremo Poder Conservador", fruto, de la imitación del Senado 
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Constitucional de Sieyes, habiendo sido su propugnador Francisco Manuel 

Sánchez de Tagle. Estaba este organismo integrado por cinco miembros, 

cuyas facultades eran desmedidas, hasta tal punto de constituir una 

verdadera oligarquía, su primordial función consistía en velar por la 

conservación del régimen constitucional, mas su ejercicio dista mucho de 

asemejarse al desplegado por el Poder Judicial Federal en las Constituciones 

de 1857 y vigente  

 

El denominado "Poder Supremo Conservador", no era, como lo es el 

que ejercen los Tribunales de la Federación, de índole jurisdiccional, sino 

meramente político, y cuyas resoluciones tenían validez "erga omnes".  

 

Efectivamente, el  juicio constitucional o de amparo es un verdadero 

procedimiento sui géneris en el que concurren los elementos esenciales de 

todo proceso, siendo él (la persona física o moral) víctima de las violaciones 

constitucionales previstas por los artículos 101 y 103 de las Constituciones de 

57 y 17 respectivamente. 

 

Si se analiza, por otra parte, el derecho que tiene el agraviado de 

ocurrir a la autoridad judicial federal en demanda de protección por las 

violaciones de que ha sido víctima, se verá,  que tiene todos los elementos de 

una acción, cuyo ejercicio provoca la formación de la relación procesal, sobre 

la que recae una sentencia con efectos de cosa juzgada relativa e individual.      

   

No se encuentran, por el contrario, estos rasgos generales del juicio de 

amparo en el control político ejercido por el Supremo Poder Conservador. El 
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funcionamiento del Supremo Poder Conservador no tenía, pues, todas 

aquellas virtudes que se descubren en el juicio de amparo, principalmente las 

que conciernen a los efectos relativos de la cosa juzgada, dando sus 

resoluciones motivo a que se crearan, dentro de su propio régimen 

constitucional, ruptura, tensión y desequilibrio entre las diversas autoridades 

máxime, cuyas demás atribuciones, aparte de ser desmedidas y contener un 

principio de tiranía, eran ilógicas y absurdas, en especial la relativa a 

"restablecer constitucionalmente, a cualquiera de los tres poderes, o a los 

tres, cuando hayan sido disueltos revolucionariamente", y la que declaraba 

que "el Supremo Poder Conservador no es responsable de sus operaciones 

más que a Dios y a la opinión pública, y sus individuos en ningún caso podrán 

ser juzgados ni reconvenidos por sus opiniones". 

 

4.8 Constitución Yucateca de 1840 

 

Con severa objetividad, es de admitirse que Manuel Crescencio Rejón, autor 

material de dicho proyecto; fue el precursor directo de la formula 

fundamental que se desarrolló posteriormente en el juicio de amparo; sin 

embargo, han surgido al respecto algunas discusiones entre eminentes 

tratadistas de nuestro derecho constitucional: unos, defienden a REJÓN como  

creador del juicio de amparo; otros, exigen para Mariano Otero esta  

consideración. (Castro Juventino, 2000) 

 

A pesar de las críticas de Herrera y Lasso, así como de Mariano Azuela 

Jr., quienes consideran el sistema de la Constitución yucateca contradictorio y 

confuso, no debe negársela a Rejón la primacía en la organización racional de 
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un sistema de control constitucional. Según el artículo 53 del mencionado 

proyecto, correspondía a la Suprema Corte de justicia de Yucatán: 

 Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección 

contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarios a la 

Constitución, o contra las providencias del gobernador o Ejecutivo 

reunido, cuando en ellas se hubiese infringido el Código fundamental o 

las leyes, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte 

que éstas o la Constitución, hubiesen sido violadas. 

 

Rejón explica, respecto a esta facultad del Poder Judicial para vigilar la 

constitucionalidad de la legislación, que las leyes así censuradas no quedarían 

destruidas, sólo se disminuiría su fuerza moral "con los golpes redoblados de 

la jurisprudencia"; en esto se nota, claramente, la influencia de las ideas 

expuestas por Tocqueville. 

 

En los artículos 63 y 64, respectivamente, se establecía: 

“Los jueces de primera instancia ampararán en el goce de los derechos 

garantizados por el artículo anterior (el artículo 62 formaba parte del, capítulo 

denominado "garantías individuales" y enumeraba en IX fracciones los derechos 

de los habitantes), a los que les pidan su protección contra cualesquiera 

funcionarios que no correspondan al orden judicial, decidiendo breve y 

sumariamente las cuestiones que se susciten sobre los asuntos indicados”. 

 

De los atentados cometidos por los Jueces contra los citados derechos 

conocerán sus respectivos superiores, con la misma preferencia de que se ha 

hablado en el artículo precedente, remediando desde luego, el mal que se les 
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reclame, enjuiciando inmediatamente al conculcador de las mencionadas 

garantías. (Fix Zamudio, 1999) 

 

4.9 Bases Orgánicas de 1843 

 

Bases constitucionales del amparo son las reglas del código político que 

norman fundamentalmente a la institución, por sí solas o complementadas y 

reglamentadas por la ley ordinaria (Ley de Amparo). 

 

Se hallan consignadas en el artículo 107 de la Constitución que, como ya 

advertí, es en esencia, reglamentario del artículo 103 del propio 

ordenamiento. 

 

Las bases constitucionales del amparo son: 

 

4.9.1  Primera Base: La Instancia de Parte Agraviada 

Conforme a la base de la instancia de parte agraviada, el acto inicial del juicio 

de amparo ha de ser siempre una demanda de amparo presentada ante el 

órgano de defensa constitucional, por la parte que se considere agraviada por 

la ley o por el acto de autoridad reputado inconstitucional por la propia parte 

agraviada. 

 

Según esto, no es posible que el juicio de amparo se inicie o se prosiga 

oficiosamente como el proceso inherente al sistema de defensa constitucional 

encomendado a órgano político. 
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4.9.2 Segunda Base: La Existencia del Agravio 

 

Para los efectos del amparo, el agravio es el menoscabo que como 

consecuencia de una ley o acto de autoridad, sufre una persona en alguno de 

los derechos que la Constitución le otorga. 

 

Persona agraviada es, pues, aquella cuyos derechos constitucionales 

han sido menoscabados, es decir, dañados o perjudicados por leyes o por 

actos de autoridad. Sin embargo, el daño y el perjuicio que dan contenido al 

agravio son algo más que el daño y el perjuicio de los que habla la legislación 

civil, cuya connotación es meramente patrimonial.(Burgoa Orihuela, 1998) 

 

Efectivamente, daño, según el artículo 2108 del Código Civil del Distrito 

Federal, es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por falta de 

cumplimiento de una obligación; en tanto que el artículo siguiente del propio 

ordenamiento reputa perjuicio a la privación de cualquier ganancia lícita que 

debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación. 

 

La jurisprudencia ha confirmado este criterio al establecer que: 

 

“Las palabras parte agraviada se contraen a las personas que han sufrido un 

agravio y se refieren, en general, a la ofensa o perjuicio que se hace a alguien 

en sus derechos o intereses; la palabra perjuicio debe entenderse no en los 

términos de la ley civil, como la privación de cualquier ganancia lícita que 

pudiera haberse obtenido, sino como sinónimo de ofensa que se hace a los 

derechos o intereses de una persona.” 
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Naturaleza del Agravio 

 

El agravio debe ser personal, directo y objetivo: 

 

1) Que el agravio deba ser personal, significa que la persona que 

promueve a nombre de quien se promueva el amparo ha de ser, 

precisamente, el titular de los derechos lastimados, titularidad que 

funda su interés jurídico para lograr, mediante el amparo, la protección 

de aquéllos. 

 

2) Que el agravio deba ser directo significa que el menoscabo de derechos 

constitucionales originados por la ley o por el acto de autoridad 

violatorio de la Constitución, debe afectar, precisamente, al titular de 

tales derechos y sólo a él por lo que no tendrá el carácter de agravio la 

ofensa resentida por el tercero o por quien sólo de modo reflejo 

(indirecto), resiente perjuicio; "Parte agraviada lo es, ha dicho la 

jurisprudencia; para los efectos del amparo, la directamente afectada 

por la violación de garantías; no el tercero a quien directamente afecta 

la misma violación." 

 

3) Que el agravio deba ser objetivo, significa que su existencia ha de ser 

real, independientemente del pensamiento o de circunstancia alguna 

peculiar al sujeto pasivo o al sujeto activo, o al titular del órgano de 

defensa constitucional. 
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Según esto, el agravio debe tener existencia determinada por la 

comparación entre cualquiera de las hipótesis consignadas en el artículo 103 

de la Constitución y repetidas en el artículo 1° de la Ley de Amparo, por una 

parte, y la actuación de la autoridad, por la otra; comparación como resultado 

de la cual se pueda concluir válidamente que la autoridad ha realizado, al 

actuar, la mencionada hipótesis. Dicha existencia hará irrelevante, por tanto, 

el juicio u opinión que acerca del agravio puedan tener la persona que lo 

reciba, la autoridad que lo infiera, o el titular del órgano que conozca y 

resuelva el amparo. 

 

 4.9.3 Tercera Base: La Prosecución Judicial del Amparo 

Al enunciar el concepto del amparo y al hacer el análisis de sus elementos, 

vimos lo que significa la prosecución judicial del amparo, así como la razón de 

ser de ésta y sus ventajas. 

 

Expresamente se refieren a la prosecución judicial del amparo, tanto la 

Constitución, como la ley de la materia. Efectivamente, el párrafo 

introductorio del artículo 107 de la Constitución indica que las controversias 

de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y a las formas 

de orden jurídico que determine la ley; procedimientos y formas de orden 

jurídico que no son otros, según dejan entender con posterioridad el propio 

artículo 107 y su ley reglamentaria, que los judiciales. Por lo demás, en la 

fracción I del artículo 107 se habla del juicio de amparo, que deberá seguirse 

siempre a instancia de la parte agraviada, y en la fracción IV se habla de la 

ley reglamentaria del juicio de amparo.         
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Por lo que respecta a la Ley de Amparo, pueden citarse numerosos 

artículos de ella que aluden al juicio de amparo. Citemos como ejemplo el 

artículo 1° que en su primer párrafo determina el objeto del juicio de amparo; 

el artículo 5° que precisa quiénes son partes en el juicio de amparo; el 

artículo 12 que determina los modos de justificar la personalidad en el juicio 

de amparo; el artículo 19 que se refiere a la representación de las autoridades 

responsables en el juicio de amparo; el artículo 20 que alude a la 

representación de varias personas que presenten demanda en el juicio de 

amparo. 

 

Tácitamente, la prosecución judicial del amparo se deduce de todas 

aquellas disposiciones constitucionales o legales que aluden a instituciones y 

partes de todo juicio. Por ejemplo: en el artículo 107 de la Constitución 

encontramos la fracción V que habla de la procedencia del amparo ante la 

Suprema Corte de Justicia, que es un tribunal por antonomasia, así como de 

la petición de amparo ante los tribunales colegiados de circuito, y la fracción 

VII que se refiere a la demanda de amparo ante los jueces de distrito, 

tribunales y jueces que tienen la misma naturaleza judicial que la Suprema 

Corte de Justicia. 

 

Por lo que respecta a la Ley de Amparo, basta la simple lectura de su 

índice para comprender que el amparo a cuyo trámite se refiere, se prosigue 

judicialmente y sólo judicialmente. 
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4.9.4 Cuarta Base: La Relatividad de los Efectos de la Sentencia 

de Amparo 

 

La relatividad de los efectos de la sentencia de amparo significa que dicha 

sentencia no afecta favorable o desfavorablemente más que a quienes fueron 

partes en el juicio y exclusivamente por lo que atañe a su relación con el acto 

reclamado, y sólo con él. 

 

En virtud de la relatividad de los efectos de la sentencia, ésta reviste 

dos aspectos, uno positivo y otro negativo: 

 

1) Aspecto positivo, por cuanto la sentencia sólo afectará: a las partes en 

el juicio y al acto reclamado. 

 

2) Aspecto negativo, por cuanto la sentencia en nada afectará: 

 
 

a) A quienes no hayan sido partes en el juicio de amparo, aun cuando su 

situación jurídica, concreta sea igual a la de quienes sí tuvieron tal carácter, y,  

 

b) A leyes o a actos de autoridad no reclamados en el juicio de amparo aun 

cuando su naturaleza constitucional sea idéntica a la de los actos que sí 

fueron reclamados. 

 

Excepción al efecto relativo de la sentencia de amparo, con respecto a 

la autoridad responsable. (Fix Zamudio, 1999) 
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El efecto relativo de la sentencia de amparo sufre una excepción 

jurisprudencial por lo que respecta a la autoridad no señalada en el juicio 

como responsable. En efecto, la jurisprudencia, después de haber sentado la 

tesis de que: "Las sentencias dictadas en los juicios de amparo, no obligan a 

las autoridades que no hayan sido parte de ellos,  porque no se les ha pedido 

ni rendido informes, ni interpuesto recurso alguno."  

 

Ha sustentado el criterio de que: 

 

“Las ejecutorias de amparo deben ser inmediatamente cumplidas por toda 

autoridad que tenga conocimiento de ellas y que por razón de sus funciones 

deba intervenir en su ejecución, puesto que atento a la parte final del primer 

párrafo del artículo 107 de la Ley Orgánica de los artículos 103 y 107 

constitucionales, no solamente la autoridad que haya figurado con el carácter 

de responsable en el juicio de garantías está obligada a cumplir la sentencia de 

amparo. Sino cualquier otra autoridad que por sus funciones tenga que 

intervenir en la ejecución de este fallo.” 

 

4.9.5 Quinta Base: La Definitividad del Acto Reclamado 

 

Esta base significa que el acto reclamado es definitivo por cuanto no puede 

ser legalmente impugnado por recursos, por medios de defensa legal o por 

juicios ordinarios, con el fin de que la autoridad lo modifique o lo revoque. 

 

Así en términos generales, puede afirmarse que una sentencia 

pronunciada en segunda instancia por un tribunal superior de justicia es un 
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acto definitivo, puesto que el mencionado fallo no puede ser impugnado 

legalmente echando mano de recursos, de medios de defensa legal o de 

juicios ordinarios, para que él sea modificado o revocado. En el mismo caso 

se encuentran las disposiciones de carácter administrativo cuya ley normativa 

no permita que por medio de los indicados recursos se altere el acto del modo 

antes señalado, y las leyes una vez que han sido sancionadas, promulgadas y 

publicadas por el poder ejecutivo. 

 

En cambio, las legislaciones civiles y administrativas ofrecen múltiples 

ejemplos de resoluciones judiciales o de actos de autoridad que pueden ser 

impugnados por los interesados, ocurriendo a recursos, a medios de defensa 

legal o a juicios ordinarios a fin de obtener la modificación o la revocación del 

fallo o del acto. 

 

La base de la definitividad del acto reclamado es consecuencia de la 

naturaleza extraordinaria del juicio de amparo, antes demostrada, y persigue 

congruentemente tal naturaleza:  

 

1) La conservación de dicha naturaleza: La conservación de la 

naturaleza extraordinaria del juicio de amparo se logra exigiendo el carácter 

definitivo del acto reclamado porque, de no ser así, el juicio de amparo 

perdería su índole extraordinaria y se convertiría en ordinario ya que la 

impugnación que por medio de él se hiciera del acto reclamado correría 

pareja con la impugnación ordinaria puesto que no se apoyaría en la 

inconstitucionalidad del acto, sino en sus vicios de carácter legal ordinario. 
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3) La economía procesal, por otra parte, se logra mediante la exigencia del 

carácter definitivo del acto reclamado, porque de suprimirse éste se 

duplicarían las instancias: la instancia ordinaria por cuyo medio pudiera 

obtenerse la revocación o la modificación del acto; y la instancia 

extraordinaria o de amparo por cuyo medio, a más de que se enjuiciaría la 

constitucionalidad del mencionado acto, se obtendría, también, su 

revocación o su modificación. 

 

4.10 Actas de Reformas de 1847 

 

El 18 de  mayo de 1847  se promulgó el Acta de Reformas. Su expedición 

tuvo como origen el Plan de la Ciudadela de 4 de Agosto de 1846, en éste se 

desconoció el régimen central de 1836. 

 

La reimplantación del federalismo se inspiró en la experiencia que 

durante el régimen centralista había sufrido la República. 

 

Las ideas de Mariano Otero, fueron acogidas en sus perfiles cardinales 

en el acta de las reformas de 1847, se contienen en el voto particular. En el 

congreso nacional extraordinario figuraba Manuel Crescencio, como diputado 

del Distrito Federal; presentó el ilustre yucateco un documento dirigido a la 

nación, el que además de proclamar el sistema federal propuso la 

implantación del juicio de amparo, aunque la amplitud con que lo hizo 

adoptar en Yucatán, sino restringió a la sola protección de las garantías 

individuales, sugiriendo que fuesen los jueces de la primera instancia a  los 

que incumbiese el conocimiento de dicho juicio. 
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4.11 Constitución  de 1857 

 

El juicio de amparo sufrió serias vicisitudes en los debates del Congreso 

Constituyente de 1856-57; el artículo 102 del proyecto original propugnó por 

un sistema de protección constitucional el cual eliminaba el órgano político y 

adoptaba la fórmula Otero, pero daba intervención tanto a los tribunales 

federales como locales y requería "la garantía de un jurado compuesto de 

vecinos del Distrito respectivo". Los diputados Arriaga y Mata defendieron el 

proyecto ante los ataques de Ignacio Ramírez y Anaya Hermosillo; Ocampo a 

favor también del proyecto, lo reelaboró en tres artículos, eliminando la 

participación de los tribunales de los Estados y León Guzmán como miembro 

único de la comisión de estilo, al no consignar en el texto definitivo de la 

minuta el contenido del artículo 102 que se refería al jurado y que ya había 

sido aprobado por la asamblea, salvó a la Constitución de 1857 de un 

procedimiento totalmente inaplicable.(Burgoa Orihuela, 1998) 

 

En esta Ley fundamental inició su vida jurídica el juicio de amparo con 

las siguientes características: exclusividad de los tribunales federales para 

conocer del amparo por violaciones a los derechos humanos, a la esfera 

federal o a las esferas "estaduales", siempre a instancia de parte, sin 

declaratoria general y sólo aplicable a casos concretos; conforme se deriva 

del texto de los artículos 101 y 102 de la Constitución de 1857. 

 

Art. 101. Los tribunales de la federación resolverán toda 

controversia que se suscite: 
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I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen 

las garantías individuales. 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren 

o restrinjan la soberanía de los Estados. 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que 

invadan la esfera de la autoridad federal. 

 

Art. 102. Todos los juicios de que habla el artículo 

anterior se seguirán, a petición de la parte agraviada, 

por medio de procedimientos formas del orden jurídico, 

que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, 

que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose 

a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que 

verse el proceso sin hacer ninguna declaración general 

respecto de la ley o acto que la motivare. 

 

4.12  Constitución Política de 1917 

 

A pesar de las experiencias y los debates acumulados en el lapso 

comprendido de 1857 a 1917 la Constitución vigente mantiene la línea 

general trazada por el texto de 1857 y la legislación derivada de éste; se 

reafirma entonces el control de la legalidad, al mismo tiempo que el control 

de la constitucionalidad en el mismo juicio, aunando a la defensa 

constitucional una tercera instancia, especie de casación o apelación. 

Situación que fue justificada por Carranza en su mensaje y Proyecto de 

Constitución, diciendo: 
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El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo de los juicios 

civiles que el gobierno a mi cargo ha creído que sería no sólo injusto, sino 

impolítico, privarlo ahora de tal recurso, estimando que bastará limitarlo 

únicamente a los casos de verdadera y positiva necesidad, dándole un 

procedimiento fácil y expedito para que sea efectivo. 

 

Así pues, el Constituyente de 1916-17 reproduce en el artículo 103 

exactamente los mismos términos del artículo 101 de 1857, e introduce en el 

artículo 107 el texto del artículo 102 de 1857, pero agregando diversas bases 

fundamentales a las que debe sujetarse el juicio de amparo. 

 

El proyecto de artículo 107 con sus doce fracciones fue discutido 

ampliamente por la asamblea: los diputados Jara y Medina formularon un 

voto particular en el que se manifestaban en contra del amparo contra 

sentencias definitivas pronunciadas en juicios civiles y penales, argumentando 

que con ello se atentaba contra la administración de justicia en los estados y 

se nulificaba la soberanía de los mismos; sin embargo, las intervenciones de 

los diputados A. González, Lizardi, Truchuelo y Macias, apoyando con diversos 

argumentos el proyecto presentado, atrajeron el voto necesario para su 

aprobación mayoritaria. 

 

Los principales lineamientos del artículo 107 original, algunos de los 

cuales todavía se conservan a pesar de las sucesivas reformas que ha sufrido, 

son los siguientes: 
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 Ratifica la fórmula otero (fracción I). 

 Crea y regula, con algún detalle, el amparo directo y su 

suspensión, en materia civil y penal (fracciones II, III, IV, V, VI, 

VII y VIII). 

 Establece las reglas generales del amparo ante los jueces de 

Distrito (fr. X). 

 Determina un régimen de responsabilidades (fracciones X, XI y 

XII). 

 

4.13 Creación del Amparo 

 

En la actualidad se descubren dos corrientes excluyentes que atribuyen la 

paternidad de dicho medio constitucional de defensa a alguno de estos 

egregios juristas y políticos mexicanos, Manuela Crescencio Rejón y Marian 

Otero.  

 

Manuel Crecencio Rejón, se desprende de su aportación la estructura 

jurídica del amparo los siguientes: 

 

a) procedencia de dicho juicio anta la Corte Suprema (local) para 

preservar la <constitución contra cualquier acto que cause un 

agravio individual imputable a los poderes ejecutivo o 

legislativo; 

 



184 

 

 

b) procedencia del amparo ante los jueces de primera instancia 

contra actos de autoridades distintas del gobernador o de la 

legislatura, que vulnerasen las garantías individuales; 

 

c) principio de la instancia de parte en la procedencia del amparo 

y del de la relatividad de las sentencias respectivas. 

 

Mariano Otero en el Acta de Reformas de 1847, otorgaba competencia a 

los Tribunales de la Federación para proteger a “cualquier habitante de la 

República en el ejercicio y conservación de los derechos que le conceden esta 

Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los poderes 

legislativo y ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose 

dichos tribunales a impartir su protección general respecto de la ley o acto 

que la motivare”. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

Leyes reglamentarias del Amparo 

 

Las leyes reglamentarias del juicio de amparo, es decir, aquellas que el 

procedimiento con todas sus derivaciones y aspectos, mediante el cual los 

órganos constitucionalmente competentes ejercen el control de los actos de 

las autoridades estatales lesivos de las garantías individuales y del orden 

constitucional en sus diversas hipótesis, pueden clasificarse cronológicamente 

en tres grupos, aquellas que corresponden a una época anterior a la 

Constitución del 57; aquellas que reglamentan el juicio de amparo durante la 

vigencia de ésta y las que se expidieron bajo el imperio de la Constitución de 

1917. 
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Una noción de los puntos más importantes de las diversas leyes de 

amparo que han reglamentado nuestra magnifica institución demostrará su 

proceso evolutivo, sobre todo la tendencia de facilitar la expedición de la 

tutela constitucional para mantener incólumes los derechos individuales del 

hombre. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

1. Iniciativa de la ley reglamentaría de 1852. Fue presentada al congreso 

de la unión durante el gobierno de Mariano Arista, por José Urbano 

Fonseca, se compone de quince artículos los cuales reglamentan el 

medio de defensa de los derechos constitucionales a que se contrae el 

artículo 25 del acta.  Se denomina recurso de amparo. 

 

2. Ley orgánica de 30 de noviembre de 1861. Primera ley organizada de 

procedimientos de los tribunales de la federación. Se compone de 34 

artículos y fue promulgada por el presidente Juárez. Establece tres 

órganos para conocer el amparo, juzgados de distrito, tribunales de 

circuito y la de la suprema corte.  Fija el derecho público.  

 

3. Ley de 20 de enero de 1869. También promulgada por el presidente 

Juárez, se compone de 31 artículo que tratan de la interposición del 

recurso de amparo y suspensión del acto reclamado, substanciación del 

recurso de la sentencia en la última instancia y de la ejecución.  

 

4. Ley de  14 de diciembre de 1882. Se promulgó por el presidente Manuel 

Gonzáles; de 83 artículos distribuidos en diversos capítulos sobre la 
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naturaleza del amparo y la competencia de los jueces, de la demanda 

de amparo, de la suspensión del acto reclamado, de las excusas, 

recusaciones e impedimentos de la substanciación del recurso.  

 

5. Código de procedimientos federales de 1897.  

 

6. Código federal de procedimientos civiles de 1909 

 

7. Ley de 18 de octubre de 1919 

 

8. Ley de 30 de diciembre de 1935 

 

9. La reforma de Miguel Alemán 

 

10. Reforma en Materia Agraria 

 

11.Reformas de 1967 

 

4.14 La Constitución y las Garantías Individuales 

 

La definición de la constitución en la Enciclopedia Encarta 98 se encuentra 

como; “una ley fundamental, escrita o no, de un Estado soberano, establecida 

o aceptada como guía para su gobernación. La constitución fija los límites y 

define las relaciones entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial del 

Estado, estableciendo así las bases para su gobierno. También garantiza al 

pueblo determinados derechos. La mayoría de los países tienen una 
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constitución escrita.” (Enciclopedia Multimedia Microsoft Encarta 1998). La 

constitución es un código de normas que ayuda a la institución social a lograr 

y mantener bien estructurados sus objetivos. México es una República 

representativa, democrática y federal, gobernada bajo las leyes de la 

Constitución promulgada en 1917. La nueva Constitución de 1917 propició la 

formulación de un código laboral, prohibió la reelección presidencial, expropió 

las propiedades de las órdenes religiosas y restableció los terrenos comunales 

a los indígenas. Muchas de las condiciones de la negociación para el bienestar 

social y laboral fueron muy avanzadas y radicales para su época. La 

constitución está compuesta por varias leyes creadas las cuales se pueden 

modificar de acuerdo a situaciones vividas en determinada época o agregar 

para la mejora de situaciones importantes del país, algunas de las más 

drásticas estaban encaminadas a frenar la injerencia extranjera en la 

propiedad minera y de la tierra.  

 

Las garantías individuales según la postura ideológica adoptada en las 

Constituciones que rigieron a nuestro país, se  reputaron en términos 

generales, como medios sustantivos constitucionales para asegurar los 

derechos del hombre. Así, inclusive, se estimaron por el artículo primero de la 

constitución de 1857, para cuyo ordenamiento tales derechos implicaron la 

base y el objeto de las instituciones sociales, es decir, de la teleología estatal 

expresada en éstas. Es evidente que dentro de esa concepción, las garantías 

consignadas constitucionalmente fueron establecidas para tutelar los 

derechos o la esfera jurídica en general del individuo frente a los actos del 

poder público. Atendiendo al sujeto que como único centro de imputación de 

las  garantías se consideraba por los preceptos que las instituían, la 
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denominación o el objetivo de “individuales” se justificó plenamente. Las 

garantías individuales que con el título de individuales instituye nuestra 

constitución, propiamente se refieren a todo sujeto que tenga o pueda tener 

el carácter de gobernado en los términos en que expusimos este concepto.  

 

Gurrola define “Las garantías individuales que se atribuye a las 

garantías debe tener todo gobernado, no corresponde a la verdadera índole 

jurídica de éstas y sólo se explica por un resabio del individualismo clásico 

que no tiene razón de subsistencia en la actualidad” (Gurrola Castro, 1994.) 

 

Considerando a la constitución de 1917, en lo que respecta a la 

consagración de tales garantías, como un trasunto de regímenes político – 

sociales ya liquidados. Por tanto para evitar dichas críticas, que sólo se basan 

en un error puramente terminológico consistente en haber denominado a las 

multicitadas garantías con un adjetivo que únicamente traduce a uno de los 

sujetos activos de la relación jurídica que implica, es del todo indispensable 

que el nombre de “garantías individuales” se sustituya por el de garantías del 

gobernado, el cual se adecua con justeza a su verdadera titularidad subjetiva.  

 

Para clasificar en términos generales las garantías individuales 

disponemos de dos criterios fundamentales: uno que parte del punto de vista 

de la índole formal de la obligación estatal que surge de la relación jurídica 

que implica la garantía individual, y otro que toma en consideración el 

contenido mismo de los derecho públicos subjetivos que de la mencionada 

relación se forman en beneficio del sujeto activo o gobernado, se puede decir 
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que las garantías individuales se dividen en: igualdad, libertad, propiedad y 

de seguridad jurídica. 

 

A) ARTÍCULO 14: en este artículo en pocas palabras 

prevé cuatro garantías individuales: De irretroactividad, 

ésta no puede aplicarse una ley hacia el pasado si 

perjudica a una persona, si la beneficia sí tiene 

aplicación. Ahora bien, otra garantía del art. 14 es la de 

Audiencia,  en este nadie puede ser condenado si antes 

no ha sido escuchado y vencido en juicio. Otra es De 

legalidad, está conforme a la cual las sentencias en 

material Civil deben dictarse conforme a la ley o a la 

jurisprudencia, y a  falta de ambas conforme a los 

principios generales del derecho. La aplicación de la ley 

penal, en virtud de la cual, no puede imponerse una 

pena por analogía ni por mayorías de razón, las penas 

deben estar consignadas expresamente en la ley y 

exactamente aplicables al delito de que se trate. 

 

B) ARTÍCULO 16: en este artículo como lo indica la 

constitución nadie puede ser molestado en su familia, 

persona, domicilio, posesiones o derechos, sino 

mediante mandamientos por escrito, de autoridad 

competente y que éste esté fundado y motivado en 

pocas palabras. Ahora bien Sabido es que el Estado 

expresa su voluntad a través del acto administrativo, el 
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cual es un acto de molestia, y que el Estado tiene todo el 

derecho de realizarlo, siempre que lo haga satisfaciendo 

los requisitos constitucionales de este artículo. 

 

En donde Burgoa Orihuela, (1998) dice sobre este artículo que: 

 

“Este artículo señala también que sólo las autoridades judiciales pueden expedir 

órdenes de cateo, por escrito, señalando el lugar que va a catearse, así como 

los objetos que se buscan, y sólo a eso debe limitarse el cateo. Debe levantarse 

un acta debidamente circunstanciada; es decir, un acta donde se asiente paso a 

paso, detalladamente, lo que sucede en el cateo. Por último, corresponde a la 

autoridad administrativa expedir las órdenes de visita domiciliaria, para 

comprobar si se ha cumplido con los reglamentos de gobierno o de salubridad y 

exigir la exhibición de la contabilidad y demás documentos que comprueben el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales. En su último párrafo establece que 

toda persona es libre de catearse, o tener correspondencia con otras personas 

con la seguridad de que las autoridades no va a revisarla”  

 

 Por lo tanto las garantías individuales son de gran importancia para 

cada uno de nosotros; La constitución como Ley Suprema rige la vida de 

México, establece derechos tanto individuales como sociales para todos los 

mexicanos y para toda persona que se encuentra dentro del territorio 

nacional, son derechos o garantías individuales, los que protegen a las 

personas como individuos, este concepto se forma, según las aplicaciones 

que preceden, mediante la concurrencia de la relación jurídica entre el 

gobernado y el Estado y sus autoridades, dividiéndolas en 4 grupos 

principales como las garantías de Igualdad, libertad, seguridad jurídica, y de 

propiedad, Se basan en la dignidad del hombre. 
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Lo anterior tiene que ver con el juicio de amparo: 

 

“El juicio de amparo y sus principios fundamentales, se ha considerado al juicio 

de amparo como una institución netamente mexicana, su función principal es la 

del control de la constitucional, en cuanto a que la Constitución como una 

norma una norma básica o fundamental por medio de u órgano judicial con 

eficacia únicamente respecto al individuo que solicita la protección contra la 

aplicación de la ley o actos contrarios a la Constitución. La constitución de 1857 

incluyó los principios esenciales del juicio de amparo, cuya evolución ha llegado 

hasta el grado que ha alcanzado en la actualidad. La constitución de 1917 

amplió los principios de referencia, consagrándose en los artículos 103 y 107 

constitucionales” (Gutiérrez, 1986  p. 99) 

 

4.15 Artículos 103 y 107 Constitucionales 

 

Es muy importante en el Juicio de Amparo el famoso y conocido art. 103 

constitucional ya que en éste dice: 

 

“Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán 

toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías 

individuales; 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de 

competencia del Distrito Federal, y 
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III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o 

del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia 

de la autoridad federal.” 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

1992, p. 83) 

 

Ahora bien hay que señalar lo que es el art. 107 constitucional en donde 

a partir de este punto vamos a derivar lo que es juicio de amparo, en donde a 

través de estos párrafos vamos a identificar la importancia y el escrito de 

cada letra que se maneja en este artículo. 

 

“Artículo 107. Todas las controversias de que habla el 

artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas 

del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las 

bases siguientes: 

El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de 

parte agraviada; 

II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de 

individuos particulares, limitándose a ampararlos y 

protegerlos en el caso especial sobre el que verse la 

queja, sin hacer una declaración general respecto de la 

ley o acto que la motivare. 

 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de 

acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 

de esta Constitución. Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener 
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como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus 

tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que 

de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o 

comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan 

beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las 

diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así 

como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. 

 

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en 

perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o 

comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la 

instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se 

reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco 

procederán el desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, 

salvo que el primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo 

emane de ésta. 

 

4.16 Juicio de Amparo 

 

El Problema de proteger las normas del orden jurídico contra su violación por 

parte de las personas jurídicas de carácter público, es sumamente difícil de 

resolver en la práctica, porque equivale a encontrar un medio para que la 

fuerza, el poder, quede sujetado por el Derecho,  por el orden jurídico. 

 

Como hace notar Ignacio Burgoa (1998): 
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 “casi hay tanto sistemas para esto como órdenes jurídicos concretos se 

consideren. Sin entrar en mayores detalles, señalaremos únicamente dos 

soluciones principales intentadas para el problema. Son éstas: 

 

1. Los sistemas de control político; y 

2. Los sistemas de control judicial. 

 

Una de las formas de los sistemas de control político ha consistido, en 

establecer una especie de cuarto poder, diverso del Legislativo, el Ejecutivo y el 

Judicial. Este poder, a solicitud de cualquiera de los tres mencionados, 

examinaría la legalidad o ilegalidad constitucional de los actos del poder a quien 

se señalará culpable de violar la constitución, declarando nulo y privado de 

efectos tales actos constitucionales”. (Burgoa, 1998, p. 615) 

 

El sistema de control o protección conservadora del orden jurídico 

realizado mediante el poder judicial tiene muchas posibles variantes de 

detalle. En México es ese el sistema establecido básicamente en los Artículos. 

103 y 107. Hay una Ley de Amparo, que reglamenta estos artículos para 

hacerlos aplicables en la práctica. 

 

Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos. 

 

Carrillo Zalce define Juicio de Amparo como “Juicio o proceso que se 

inicia por la petición de cualquier persona sometida al poder del Gobierno, y 

orientada a que el órgano judicial federal invalide y prive de eficacia a 

cualquier acto de autoridad que por ser anticonstitucional o ilegal, le cause 

agravio en su persona o sus derechos” (Carrillo  Zalce,  1991, p. 225 ) 
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La resolución que en su caso pronuncie dicho Órgano Judicial Federal 

anulado el acto reclamado, solo valdrá para el caso concreto para el que se 

haya otorgado el amparo y protección de la justicia federal. Es decir, esa 

resolución no tendrá efectos generales no podrá aplicarse sin más a otros 

similares de la misma autoridad, sin que medie en cada caso la petición o 

demanda del individuo agraviado. 

 

La enciclopedia Encarta Microsoft define Juicio de Amparo como 

“Supone un medio de control de la constitucionalidad confiado a órganos 

jurisdiccionales, toda vez que el objeto de esta clase de juicio es resolver 

todas aquellas cuestiones que se susciten por leyes o actos que violen las 

garantías individuales; por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren 

o restrinjan la soberanía de los Estados; y por las leyes o actos de 

autoridades locales que invaden la esfera de la jurisdicción federal” 

(Enciclopedia Microsoft Encarta 98, 1998, CD I.) 

 

La enciclopedia Grolier define la Ley de amparo la cual  “establece como 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia las ejecutorias o sentencias de 

la misma, funcionando en pleno siempre que lo resuelto en ellas se encuentre 

en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan sido 

aprobadas por lo menos por 14 ministros” (“Grolier: Enciclopedia multimedia”, 

1997, CD I), por lo que se puede decir que la llamada jurisprudencia de la 

Corte puede interrumpirse o modificarse por resoluciones del mismo tribunal. 

Para que tal modificación surta efectos de jurisprudencia, se requiere que se 

expresen las razones que se tuvieron para variarla, las cuales deberán 
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referirse a las que tuvieron presentes para establecer la jurisprudencia que se 

modifica. En México, la jurisprudencia de la Suprema Corte se convierte en 

obligatoria para todos los tribunales inferiores de la República, que deberán 

acatarla y aplicarla. 

La enciclopedia Salvat explica que: “Tribunal Constitucional, es un 

órgano judicial, existente en diversos estados constitucionales con ésta u otra 

denominación, que en el caso español es garante de la Constitución y de su 

supremacía sobre el resto del ordenamiento jurídico, y que tiene jurisdicción 

en todo el territorio nacional y es competente para conocer del recurso de 

inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley, 

del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades 

fundamentales, de los conflictos de competencia entre determinados órganos 

del Estado y de las demás materias que le atribuyan la Constitución o las 

leyes” ( “Enciclopedia Salvat”, p. 279). 

 

Los magistrados que integran este alto tribunal, que han de ser juristas 

de reconocida competencia y larga experiencia profesional, tendrán las 

incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial y serán 

independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato. 

 

Para interponer el recurso de inconstitucionalidad están legitimados en 

España, el presidente del gobierno, el Defensor del Pueblo, determinado 

número de diputados o senadores, los órganos colegiados colectivos de las 

comunidades autónomas y en su caso las asambleas de las mismas. Para 

interponer el recurso de amparo está legitimada toda persona natural o 
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jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el 

ministerio fiscal. 

Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán con los votos 

particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada y no cabe 

interponer recurso contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de 

una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la 

estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente a todos. 

Excepto que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley 

en la parte no afectada por inconstitucionalidad. 

 

Los preceptos que se estiman inconstitucionales se entienden 

eliminados o desestimados del ordenamiento jurídico y no procede que los 

apliquen los tribunales de justicia. 

 

4.16.1 Autoridades que conocen del Juicio de Amparo 

 

1. Suprema corte de Justicia de la Nación 

2. Tribunales Colegiados de Circuito. 

3. Juzgado de Distrito 

 

“El juicio de amparo comprende cinco materias o sectores, que 

aunque son regidos por reglas generales, poseen características diversas, 

estos sectores obedecen a las distintas materias que regulan” (Fix Zamundo, 

1965) 
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1. El amparo como defensa de los derechos de libertad; esto quiere decir que 

protege al individuo contra actos que afecten su vida, libertad y dignidad 

personal, regulando en la ley correspondiente. Atendiendo a la gravedad 

de la violación reclamada se otorga facilidades en la interposición del 

juicio. 

 

2. El amparo contra leyes. Es aquel que se utiliza para proteger a las 

personas contra leyes inconstitucionales, determinando la desaplicación de 

la ley en el caso concreto, ya que las sentencias que se pronuncian en los 

juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las 

personas morales (privadas u oficiales) que los hubieran solicitado, 

limitándose a ampararlos o protegerlos si procediere, en el caso especial 

sobre el que verse la demanda sin haber una declaración general respecto 

a la ley o acto que la motivare. 

 

3. Amparo en materia judicial; Tiene como finalidad el examen de legalidad 

de las resoluciones judiciales, de última instancia dictadas por todos los 

tribunales del país. También procede por violaciones cometidas durante la 

secuela del procedimiento siempre que afecten las defensas del quejoso, 

trascendiendo al resultado del fallo y por violaciones de fondo efectuadas 

en las sentencias o laudos. 

 

4. Amparo Administrativo. Éste es utilizado en contra de resoluciones o actos 

definitivos emanados de los órganos de la administración pública, cuando 

afecten a los derechos de los particulares. 
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5. Amparo en Materia Agraria. En virtud de las reformas de 1962 a la 

constitución federal, la Ley de Amparo, se configuró un nuevo sector en la 

materia, con el propósito de crear un capítulo especial en materia agraria, 

que protege los aspectos comunales – ejidal y que señala un 

procedimiento especial para facilitar a los campesinos los trámites 

correspondientes. 

 

4.16.2 Partes del Juicio de Amparo 

 

Una de ellas es la parte agraviada, autoridad o autoridades responsables, 

posible tercero perjudicado y Ministerio Público. La primera es la solicitante 

del Amparo o quejoso, la afectada por la ley o actos de autoridad 

inconstitucionales; la autoridad responsable es la demanda contra quien se 

promueve el juicio; tercero perjudicado se llama a la persona o personas que 

tienen interés en la que subsistencia de la ley o acto que se combate y el 

Ministerio Público actúa como representante de la sociedad y el Ministerio 

Público actúa como representante de la sociedad, vigilando el correcto 

desarrollo en el juicio. 

 

En cuanto al procedimiento, el amparo puede ser directo o indirecto, se 

interpone ante la suprema Corte o los tribunales Colegiados, consta de una 

sola instancia. El indirecto se presenta en primera instancia ante el juez de 

distrito y en segunda en revisión ante la Suprema Corte o Tribunales 

Colegiados. 
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Por reforma del 29 de diciembre de 1983 a la Ley Federal de Amparo, 

se dispuso la imposición de multas en caso de que el promovente carezca del 

carácter con que se ostentó o por improcedencia del juicio en virtud de falta 

de jurisdicción del juez quien se promueve; las multas podrán imponerse al 

quejoso, a su apoderado o a su abogado. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

El juicio carecería de eficacia si no se dictasen medidas precautorias, 

que son aquéllas que tienen por objeto mantener las cosas en el estado en 

que se encuentran para evitar la consumación de situaciones que no pudiesen 

repararse si se llevaran a efecto las infracciones reclamadas o para evitar 

daños graves a los solicitantes del amparo. 

 

Es a través de la suspensión de los actos reclamados que se logra la 

protección correspondiente, suspensión que se decretará de oficio o a 

petición de parte; la primera tiene lugar sin que el agraviado lo solicite 

atendiendo a la gravedad del caso, por ejemplo, actos que imparten peligro 

de privación de la vida; la segunda se otorga a solicitud del interesado, ya 

que afecta a situaciones de menor gravedad. 

 

Se tramita la suspensión del acto reclamado en dos etapas: provisional 

y definitiva. La provisional pretende que las cosas se mantengan en el estado 

que guardan, hasta que se dicte la suspensión definitiva, por lo tanto, puede 

autorizarse de inmediato. La suspensión definitiva se niega o se otorga 

después de un procedimiento sumamente breve, tomado en consideración los 

elementos del caso y después de oír a las partes” (Gutiérrez, s.f., p. 99.) 
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El juzgador  sólo aplicará las multas establecidas en esta ley a los 

infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe. Cuando con el fin 

de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el 

salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de 

presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.” (“Artículos 

2 y 3 de la Ley de Amparo”, s.f.) 

 

4.16.3 El Quejoso. 

 

Ahora bien continuando con la investigación debemos tomar mucho en cuenta 

de que el juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a 

quien se le es afectado; al referirnos al afectado es que ha sido perjudicado 

por la autoridad y éste debe ser por el acto o la ley que se reclama. A éste se 

le ha designado como quejoso. 

 

El Quejoso, León Orantes la define “Quejoso es, pues, el individuo o 

persona moral en cuyo daño se lleva a cabo el hecho violatorio de la 

Constitución” (Orantes León,s.f.) 

 

Pues, bien al hablar de quejoso, la calidad de la da el llamado perjuicio; 

quien resienta el perjuicio del acto reclamado éste tiene el carácter de 

quejoso. Ahora derivamos lo que es el perjuicio indirecto (que es también 

conocido como agravio indirecto) ya que en éste no da ningún derecho al que 

lo sufra para ocurrir al juicio de amparo, por lo tanto de que a partir de ese 

momento es en donde se iniciará a petición de la que es considerada parte 
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agraviada, o sea, perjudicada en pocas palabras, en donde no puede 

reconocerse tal carácter a quien en nada perjudique el acto que reclama. 

 

La conducta procesal del quejoso en el Juicio de Amparo, es 

contradictoria a la de la autoridad responsable. Con la demanda del quejoso 

afirma que existe un acto que reclama y que es violatorio de las garantías 

individuales. Para que el quejoso pueda gozar del beneficio de la suspensión, 

sea  provisional o definitiva, debe cumplir con todos los requisitos que, como 

condiciones para este efecto, se le señalan. 

 

4.16.4 La Autoridad Responsable 

 

Para empezar bien esta parte debemos entender primero lo que es la 

autoridad, en la enciclopedia Autodidacta Quillet (s.f.) dice: “La autoridad en 

el amparo comprende a todas aquellas personas que disponen de la fuerza 

pública, en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que por lo 

mismo estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan 

actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza que disponen; entonces 

de ahí pueda denominarse autoridad a la persona revestida de algún poder” 

(“Enciclopedia Autodidacta Quillet”, Tomo I, p. 268) 

 

En el artículo 11 de la Ley de Amparo indica que es autoridad 

responsable la que dicta u ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto 

reclamado, ahora bien debo mencionar un punto importante en que los  actos 

de particulares que lesionen las garantías individuales, caen  bajo la sanción 

del Código Penal. 
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Volviendo con la autoridad responsable ésta puede adoptar dos 

posturas: la primera, es el negar el acto reclamado, y la segunda, afirmar que 

existe el acto reclamado y que es constitucional; de ahí que se afirme, que la 

actitud procesal del quejoso sea contradictoria a la de la autoridad 

responsable. 

 

4.16.5 El Acto Reclamado 

 

En esta parte Burgoa define el acto reclamado como: “Cualquier hecho 

voluntario, consciente, negativo o positivo, desarrollado por un órgano del 

Estado, consistente en una decisión o en una ejecución o en ambas 

conjuntamente, que produzcan una afectación en situaciones jurídicas o 

fácticas dadas, y que se impongan imperativamente” (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

Ahora bien como el primer elemento debe ser un hecho voluntario, por 

lo que debe existir una autoridad, esto es, una persona con las grandes 

facultades decisorias o mejor dicho, ejecutorias, de quien proceda la 

manifestación de la voluntad, dada a conocer por una decisión, o una 

ejecución material o ambas conjuntamente, que se traduzca en una actuación 

positiva, es decir, en un hacer, o negativa, en un no hacer o abstención, y 

que, por último, afecte a situaciones jurídicas de hecho. 

 

El decir sobre el acto reclamado estamos hablando que es uno de los 

puntos fundamentales del juicio de Amparo, como primer punto. 
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Este se dice que es el acto que el quejoso imputa en su demanda a la 

autoridad responsable y sostiene que es violatorio de sus famosas y 

conocidas garantías individuales, este acto mencionado debe ser hecho de 

una autoridad, luego entonces no procede el amparo contra actos de 

particulares, por más malos y violatorios sean a las garantías individuales. 

Para continuar debo mencionar que la autoridad debe en primer lugar ser 

nacional, o sea, que forma parte de hecho, de nuestra organización política y 

legal; luego entonces los actos de autoridades extranjeras, no hacen que se 

realiza o se empiece con el Juicio de Amparo. 

 

El autor Rómulo Rosales clasifica los actos de cómo: “Los actos 

podemos clasificarlos de la siguiente forma o manera: 

 

“ 

a) Actos Positivos. El hacer algo, el realizar una conducta externa manifiesta en 

cualquier género de actividad humana. Tales son los actos positivos. Contra 

éstos baje el amparo para dejarlos sin efecto y restituir al quejoso en su 

garantía violada. También procede la suspensión para mantener las cosas en él 

estado que guardan. 

 

b) Actos negativos. El no hacer o no realizar una conducta a que está obligada una 

autoridad por mandato legal, es lo que debe entenderse por acto negativo. Es 

la clásica omisión, el no cumplir con un deber legal. Contra estos actos cabe el 

amparo para obligar a la autoridad a ejecutar o realizar el acto omitido. No 

procede la suspensión, porque ésta no tiene efectos restitutorios. 

 

c) Actos simples o complejos. Son simples los que consisten en una sola acción y 

complejos los que están formados de varios actos vinculados entre sí, 
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concatenados en tal forma que todos juntos forman una unidad en la 

continuidad. 

 

- El acto simple cabe el amparo y la suspensión 

- En el acto complejo también y la suspensión sólo procede contra el último acto de 

ejecución; por ejemplo, el remate. 

- El término para la intervención del amparo, tratándose de actos de tractos 

sucesivos, comienza a correr cuando concluye el acto o sea al terminar el 

proceso que lo constituye. 

 

d) Actos pasados. Si se trata de actos consumados de manera irreparable no 

procede el amparo por la imposibilidad física, que no legal, de restituir al 

quejoso en el goce de sus garantías violadas, por lo tanto, debe sobreseerse en 

el juicio. 

 

e) Actos presentes. Éstos son los actos no ejecutados pero ordenados o 

parcialmente ejecutados, cuando son positivos. Procede el amparo y la 

suspensión para mantener las cosas en el estado que guardan. También los 

presentes los actos negativos. Contra éstos procede el amparo y no la 

suspensión. 

 

f) Actos de inminente ejecución. Son aquellos que aunque no presentes por lógica 

necesidad y dados los antecedentes surgirán de un momento a otro y pueden 

ser negados por las autoridades responsables. Contra estos actos procede el 

amparo y la suspensión como fuese presentes. 

 

g) Actos futuros y simplemente probables. Son aquellos que como su mismo 

nombre lo dice pueden ser o no ser, por consideraciones físicas o legales” 

(Rosales Aguilar, 1998, p. 25) 
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A través de la investigación encontramos esta información la cual es 

muy interesante en donde con argumentos se desarrollan los actos, contra 

estos actos no procede el amparo como tampoco la suspensión. 

 

a) De la suprema Corte de Justicia. No procede el amparo y menos la 

suspensión. 

 

b) De los tribunales Colegiados. No procede el amparo y menos la 

suspensión 

 

c) De los presidentes de Casillas, Juntas Computadoras o Colegio electoral 

en materia de elecciones. No procede el amparo porque sus actos son 

actos políticos en contra de los cuales no procede el Juicio de Amparo 

 

Ahora bien también están los actos por razón de la conformidad del 

quejoso, éstas se dividen en: 

 

a) Consentidos, hay que hacer énfasis en esta palabra ya que no nos estamos 

refiriendo a la palabra vulgar y prosaica que cualquier persona conoce, 

sino  consentido en un sentido jurídico y manejado en Juicio de Amparo 

nos estamos refiriendo a aquellos en que el quejoso, expresa o 

tácitamente los llega a aceptar. No procede el amparo 

 

b) Actos derivados de actos consentidos. Son aquellos que implican una 

consecuencia de otros actos anteriores que fueron. Ahora bien en el Juicio 

de Amparo contra estos actos lo que hace es que sólo es improcedente 
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cuando se impugnan por razón de vicios propios, sino porque 

inconstitucionalmente se hace depender de la del acto de que se derivan. 

 

c) Actos que afectan a terceros o extraños. Los actos ejecutados dentro o 

fuera del juicio que afectan a personas extrañas al hecho proceden el 

amparo y la suspensión, siendo obligación del quejoso en ambos casos 

demostrar aunque sea su interés jurídico. Para finalizar un punto que se va 

a tocar es el decir que cuando el acto reclamado, en pocas palabras no 

existe, porque la autoridad responsable lo haya negado y el quejoso no ha 

demostrado lo contrario, se estima que no hay materia en el juicio y 

procede el sobreseimiento de conformidad con la fracción IV del artículo 

74 de la Ley de Amparo.  

 
4.16.6 El Tercero Perjudicado 

 

Ahora bien el llamado Tercero perjudicado se está refiriendo que es parte en 

el juicio.  “El art. 5º de la Ley de amparo señala quienes tienen ese carácter:  

 

a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de  un juicio 

o controversia que no sea del orden penal, o las partes (actor y demandado) 

en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al 

procedimiento; 

 

b) El ofendido o las personas, que conforme a la ley, tengan derecho a la 

reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la 

comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo, promovidos 



208 

 

 

contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha 

reparación o responsabilidad. 

 

La persona o personas que hayan gestionado a su favor el acto contra 

el que se pida amparo, cuando se trate de providencias dictadas por 

autoridades distintas de la judicial o del trabajo” (Artículo 5º de la Ley de 

Amparo, 2006) 

 

Ahora bien cuando se empieza a hablar del tercero perjudicado y 

cuando éste existe, debe ser llamado a juicio emplazándolo personalmente; 

por lo tanto, es  obligación del quejoso, según lo exige como requisito de la 

demanda el art. 116 de la Ley de amparo, el cual dice “La demanda de 

amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresará: 

 

I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre; 

El nombre y domicilio del tercero perjudicado...” (“Artículo 116 de la Ley de 

Amparo, 2006) 

 

Entonces como se acaba de mostrar, cuando el quejoso no cumple con 

esta obligación, según lo exige como requisito de la demanda el art. 116 de la 

Ley de amparo, este acto involuntario no libra a la persona que tenga el 

derecho de gestionar lo conducente, para que le sea reconocida; y si en uso 

de ese derecho hace promociones ante el Juez del amparo, éste deberá 

atenderlas en los términos de la ley de Amparo, ya que de lo contrario el 

juicio de garantías  podría seguirse sin escuchar a una de las partes del Juicio 

de Amparo. 
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La calidad del Tercero perjudicado puede presentarse en cualquier 

momento del juicio y debe ser emplazado de su existencia; pero éste al 

comparecer, se sujetará al estado en que se encuentra el Juicio de Amparo. 

 

A) EL TERCERO PERJUDICADO EN MATERIA CIVIL 

 

Ahora bien Arrellano García hace referencia sobre el Tercero  

Perjudicado en materia Civil dice: “El tercero perjudicado como lo indica la 

fracción primera del art. 5º de la Ley de amparo, debe entenderse en el 

sentido de considerar tercero perjudicado, a todos los que tengan derechos 

opuestos a los del quejoso e interés por el mismo, en que sustancia el acto 

reclamado, pues de otro modo se le privará su oportunidad de defender sus 

prerrogativas que pudieran proporcionales el acto o resolución, motivos de la 

violación alegada” (Arellano García, 1995) 

 

B) EL TERCERO PERJUDICADO EN MATERIA PENAL 

 

Como se ha investigado en este tipo de casos el interés del tercero 

perjudicado debe fincarse en el derecho a la reparación del daño que le 

ocasionaron. En aquellos amparos solicitados por el procesado o por otra 

persona, que tenga por objeto estudiar constitucionalmente todo lo relativo a 

la reparación del daño debe llamarse a juicio como tercero perjudicado a la 

parte ofendida en el proceso. Esto quiere decir que el ofendido en pocas 

palabras en el proceso tiene la calidad de tercero perjudicado en el amparo, 
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sin tener la intervención en nada que signifique ejercicio de la acción penal 

que incumbe al Ministerio Público por determinación constitucional. 

 

4.17 La Suspensión como parte del Juicio de Amparo 

 

La suspensión como una parte del Amparo, también debe ser interpretada en 

función de este objeto, porque a través de ella se encuentra su justificación, o 

mejor dicho su explicación: La suspensión conserva la materia del juicio, evita 

que se sigan causando perjuicios al quejoso, facilita la restitución de la 

garantías violadas, impide que se consuma la violación de las garantías o que 

se cometan perjuicios.  

 

Chávez Padrón hace referencia sobre la suspensión en donde dice: “La 

suspensión es el que llega a mantener las cosas en el estado que guarda, 

esto es, suspende el acto reclamado en el estado en que se encuentra en el 

momento de la notificación a las responsable, impidiendo que éstas lo 

ejecuten en vías de ejecución; de ahí que, al igual que en el juicio principal, la 

dinámica de la suspensión esté en relación directa con la naturaleza del acto 

reclamado” (Chávez Padrón, 1990, p. 27) 

 

Ahora bien ya que menciona la suspensión del acto reclamado es uno 

de los momentos procesales más importantes del juicio constitucional. Como 

dice Rómulo Rosales: “Si el acto reclamado es positivo, es decir, activo, 

conducta que se desplaza en un hacer, la suspensión viene a impedir que 

esta conducta continúe, que se suspenda ese “hacer”. En cambio cuando el 

acto negativo, “un no hacer”, es decir, cuando la autoridad se abstiene de 
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hacer algo de lo que está obligada cuando no actúa observando una conducta 

pasiva, la suspensión no tiene objeto, no hay nada que suspender, la 

abstención no puede ser objeto de ninguna suspensión, de ahí que en estos 

casos no proceda concederla. 

 

Por otra parte, cuando el acto se ha consumado, cuando se ha 

ejecutado, cuando se ha realizado la conducta de la autoridad, tampoco tiene 

caso la suspensión, ésta sería, inoperante, inoficiosa ante una conducta 

realizada, ejecutada, por cuanto la suspensión no tiene efectos restitutorios 

que son propios de la sentencia. 

 

El acto declarativo, tampoco admite o consiste la suspensión, pues una 

simple declaración, afirmación o manifestación de voluntad que no traiga 

como consecuencia ningún principio de ejecución, no puede ser suspendida 

porque carecería de objeto; lo contrario sucedería si existiera ese principio de 

ejecución. (Rosales, 1965, p. 126) 

 

4.18 De las Sentencias, De los Recursos y la Ejecución de las 

Sentencias 

 

Para entender este capítulo el lector debe conocer la definición de la 

Sentencia en donde Alfredo de la Cruz Gamboa define como “La sentencia, se 

entiende como la resolución llevada a cabo por el órgano jurisdiccional que 

pone fin a un procedimiento judicial. La sentencia contiene una declaración de 

voluntad del juez o tribunal en la que se aplica el Derecho a un determinado 

caso concreto, es condenatoria o estimatoria cuando el juez o tribunal acoge 
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la pretensión del demandante, es decir, cuando el dictamen del juez es 

favorable al demandante o denunciante. Por el contrario, la sentencia es 

absolutoria o desestimatoria cuando el órgano jurisdiccional da la razón al 

demandado o denunciado.  Son sentencias firmes aquéllas que no admiten 

contra ellas la interposición de algún recurso ordinario o extraordinario. Se 

contraponen a las no firmes o recurribles o también llamadas definitivas que 

son aquellas contra las que cabe interponer recurso. ” (De la Cruz Gamboa,  

1994). 

 

4.19 Los Recursos 

 

Según lo dispuesto por el art. 81 de la Ley de Amparo no se admitirán más 

recursos que los de revisión, queja y reclamación. 

 

1) La revisión; proceden en el Amparo indirecto contra actos o resoluciones 

de los Jueces de Distrito y se tramita ante los tribunales Colegiados y la H. 

Suprema Corte de Justicia: 

a)    Materia del recurso ante los  Tribunales Colegiados; 

- Contra los autos que desechen o tengan por no interpuesta la demanda 

- Contra los autos que concedan o nieguen la suspensión definitiva. 

- Contra los autos de sobreseimiento dictados fuera de audiencia 

constitucional 

- Contra la interlocutora que niegue la reposición de autos 

- Contra los autos emitidos en la audiencia constitucional 

- Contra sentencias pronunciadas en la audiencia que ampare 

b) Materia del recurso ante la Suprema Corte de Justicia 
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- En el amparo indirecto la revisión la conocerá y resolverá la H. Suprema 

Corte de Justicia 

- Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia por los Jueces de 

Distrito que resuelvan sobre la constitucionalidad de la leyes federales o 

locales 

- Cuando el amparo se trate de invasión de soberanías 

c) Facultad de atracción 

- La Suprema Corte de Justicia tiene la facultad de pedir de oficio aquellos 

amparos en revisión que por sus características especiales y su importancia 

deben ser resueltos por ella a petición. 

d) Condiciones para interponer el recurso de revisión 

- Se planteará por escrito y con copias necesarias para cada una de las 

partes, ante el Juez de Distrito en el amparo indirecto o ante el Tribunal 

Colegiado en el amparo directo. 

- El plazo para interponer el recurso será de diez días contados 

- Interposición del recurso de revisión contra las sentencias que afecten el 

acto 

- En el escrito en que se interponga el recurso de revisión se expresarán los 

agravios que cause resolución o sentencia impugnada 

- Cuando falten copias se requiera al recurrente para que presente las 

omitidas 

e) Desechamiento del recurso 

-    El único que permite la ley para tener por no interpuesto el recurso, es 

cuando el quejoso o la autoridad responsable, no exhibe copias simples del 

escrito de revisión 
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EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 

1) Queja por exceso o defecto en el cumplimiento 

- Indebida ejecución: En el art. 95 establece la procedencia de la queja 

contra las autoridades responsable por EXCESO o DEFECTO en la ejecución 

de las sentencias dictadas en los juicios de amparo, cuando se haya 

concedido la protección constitucional. 

 

Ahora bien como lo plantea el autor  Cervantes Federico, “En este caso, 

la queja deberá interponerse por escrito ante el Juez de Distrito, acompañado 

de una copia para cada una de las responsables contra quienes se promueva 

y para cada una de las partes en el mismo Juicio. Para dejar la ejecución en 

sus justos términos, la ley ha señalado un procedimiento que permite oír a las 

partes a fin de que el Juez pueda determinar si hubo exceso o defecto de la 

Ejecución” (Cervantes Federico, 1989). 

  

Ahora bien, para complementar con esto debemos comentar que la 

Sentencia interlocutoria; es la que resuelve la queja, en donde el Juez debe 

hacer una proposición mental, entre los solicitados en la demanda y lo 

concedido en la sentencia por una parte, y lo ejecutado por los responsables 

por otra, según se acredite con el informe o con las pruebas del quejoso, y de 

ellos concluir si hubo exceso o defecto.  

 

La queja por incumplimiento; o sea negativa a cumplir en donde la ley 

establece que si dentro de 24 horas no quedare cumplida la ejecutoria o no 

se encontrare en vías de ejecución, el Juzgado de Distrito  
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4.20 Materia del Juicio de Amparo 

 

A) JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

 

Pues bien, el poder judicial de la Federación, es quien vigila y mantiene 

la supremacía constitucional analizando los actos de las autoridades que la 

vulneren y sometiéndolos a los justos cauces constitucionales, mediante el 

juicio de Amparo 

 

La enciclopedia Encarta (1998) dice: 

 

 “La ley de amparo establece como jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 

las ejecutorias o sentencias de la misma, funcionando en pleno siempre que lo resuelto en 

ellas se encuentre en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan 

sido aprobadas por lo menos por 14 ministros. La jurisprudencia de la Corte puede 

interrumpirse o modificarse por resoluciones del mismo tribunal. Para que tal modificación 

surta efectos de jurisprudencia, se requiere que se expresen las razones que se tuvieron 

para variarla, las cuales deberán referirse a las que tuvieron presentes para establecer la 

jurisprudencia que se modifica. En México, la jurisprudencia de la Suprema Corte se 

convierte en obligatoria para todos los tribunales inferiores de la República, que deberán 

acatarla y aplicarla.” Por lo que es importante tomar en cuenta estos argumentos 

significativos. 

 

4.21 Amparo Indirecto 

 

Este amparo se tramita ante el C. Juez de Distrito y excepcionalmente ante 

autoridades del fuero común como autoridades auxiliares o concurrentes. 
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Como lo indica el art. 114 de la Ley de amparo el amparo indirecto se 

pedirá ante el C. Juez de Distrito. Los cuales conocerán en contra de leyes 

federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el 

Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 

constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores 

de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia 

general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de 

aplicación, causen perjuicios al quejoso; 

 

Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, como indica en estos casos, 

cuando el acto reclamado emane de un procedimiento 

seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá 

promoverse contra la resolución o durante el 

procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere 

quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos 

que la ley de la materia conceda, a no ser que el amparo 

sea promovido por persona extraña a la controversia; 

Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del 

trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. 

Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o 

las cosas una ejecución que sea de posible reparación 

Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que 

afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no 

establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o 

medio de defensa que pueda tener por efecto 
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modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del 

juicio de tercería; 

Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los 

estados, en los casos de las fracciones II y III del art. 1 

de esta ley.( “Artículo 114 de la Ley de Amparo”) 

 

Ahora bien en el art. 115 de la ley de amparo señala que salvo los casos 

a que se refiere la fracción V que antes se menciona, el Juicio de amparo sólo 

podrá promoverse contra resoluciones judiciales del orden civil, cuando la 

resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable o a su interpretación 

contenida. 

 

EL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. 

 

El Ministerio Público, podrá intervenir en todos los juicios e interponer 

los recursos que señale esta Ley; en realidad el Ministerio Público debería de 

ser en el amparo una parte reguladora ya que su intervención en nada 

influye dentro de este proceso, excepción hecha de los juicios de garantías 

en que el acto reclamado se le imputa, entonces interviene como autoridad 

responsable, así como cuando participa en su calidad de representante del 

Presidente de la República. 

 

4.21.1 De la Demanda y Requisitos del Juicio de Amparo. 

 

Toda controversia constitucional que se plantea ante un Juez de Distrito, es 

un Juicio de Amparo Indirecto, pues en él se da la posibilidad de que las 
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partes interpongan el recurso de revisión prevista por la propia ley, dando 

lugar a la segunda instancia que se tramitará según la competencia, o ante la 

Suprema Corte, o ante el tribunal Colegiado, por lo tanto cabe mencionar que 

los Jueces de Distrito no pueden en ningún caso conocer del Amparo Directo, 

pudiendo llegar a presentarse ante ellos la demanda de ese tipo, pero sin que 

tengan facultades para tramitar en juicio planteado, por no ser de su 

competencia. Las facultades de un Juez de Distrito son tan amplias que 

puede sostenerse sin temor a equivocaciones que son mayores a las de los 

Magistrados de Circuito y a la de los  Ministros de la Suprema Corte, así 

también se puede decir que la procedencia del amparo Indirecto o Bi-

Instancial es más amplia que la correspondiente al Amparo directo. (Burgoa 

Orihuela, 1998) 

  

LA DEMANDA DE AMPARO DEBERA FORMULARSE POR ESCRITO, EN LA QUE 

SE EXPRESARÁN: 

 

La primera situación legal que debe observarse dentro del juicio, estriba 

en la presentación de la demanda, que deberá ser por escrito, lo que viene a 

significar tan sólo que las Autoridades Judiciales Federales tendrán la 

posibilidad de resolver la controversia constitucional en norma concreta y 

veraz, puesto que tendrán ante sí los elementos que les sean señalados por 

el quejoso y en su oportunidad por las demás partes en el juicio, sin embargo 

este requisito tiene una excepción, que es en materia penal; en esta materia 

el quejoso podrá presentarse ante el Juez de Distrito y en forma verbal pedir 

el amparo, y este funcionario está obligado a comparecerlo, dándole entrada 

a la queja. 
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EL NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO Y DE QUIEN PROMUEVA EN SU 

NOMBRE.- Este requisito es lógico, además de ser necesario, ya que es 

menester saber quién es quién promoviendo y con qué calidad jurídica, y por 

lo que hace al domicilio, la cual es la designación de la casa para oír y recibir 

notificaciones del quejoso, también tiene importancia extrema, porque de 

esta forma podrán practicarse diversas diligencias de notificación personal, 

tales como alguna aclaración que despeje alguna duda del Juez, o bien la 

notificación de la resolución. 

  

NOMBRE Y DOMICILIO DEL TERCERO PERJUDICADO.- Con la manifestación 

de este dato el Juez de Distrito, podrá ordenar el emplazamiento del sujeto 

que fue beneficiado por la autoridad Responsable, al momento de emitir o 

ejecutar el acto que sea reclamado en el amparo y cuando el quejoso no 

indique tales aspectos en la demanda el Juez lo requerirá para que exprese 

dichos datos, con ello no se deja en estado de indefensión al tercero 

perjudicado, que es la contraparte verdadera del quejoso, pues defiende un 

interés personal mayúsculo, al sujeto que comparezca al amparo en calidad 

de autoridad Responsable. 

  

LA AUTORIDAD O AUTORIDADES RESPONSABLES.- Esta autoridad, es la 

parte demandada en el juicio de amparo, por lo que es importante señalarla 

para deducir sus derechos y defender el acto que se ataca de 

inconstitucional, en la demanda el quejoso deberá designar todas y cada una 

de las autoridades que tengan relación con el acto impugnado en el proceso 

de protección, sin que sea necesario entablar tantas demandas como 



220 

 

 

autoridades responsables existan, distinguiéndose entre autoridades 

ordenadoras y ejecutoras. 

  

ACTO RECLAMADO.- Es la atribución a cada autoridad del Acto que de cada 

de ellas se reclame, y el quejoso debe de manifestarse bajo protesta legal, 

para evitar se abstenga de incurrir en la narración de mentiras. 

  

PRECEPTOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS.- Es la expresión de los 

preceptos constitucionales que contengan las garantías conculcadas por la 

responsable, tal mención se necesita para que el Juez de Distrito se 

encuentre en la posibilidad de determinar si efectivamente se cometió la 

violación constitucional esgrimida por el quejoso en su demanda. Ahora bien 

no obstante, de ser un requisito legal que debe constar desde la demanda, la 

propia legislación dé la posibilidad de que el Juez Federal Supla la Deficiencia 

del Error. Con relación a este punto, la mayoría de las demandas de amparo 

se fundamentan en la violación de garantías de legalidad previstas por el 

artículo 16 constitucional, en virtud de que con esa garantía se protege a 

todo el orden jurídico mexicano. (Burgoa Orihuela, 1998) 

  

ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO. 

  

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.- Es una especie de silogismo, ya que consta en 

una premisa mayor, constituida por la garantía constitucional, una premisa 

menor que está comprendida por el acto de autoridad que desconoce o 

conculca la garantía del gobernado y por una conclusión la que será en el 

sentido de indicar porqué motivo el acto reclamado debe ser modificado por 
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la Justicia de la Unión al momento de resolver el juicio de amparo, ni la 

Jurisprudencia, Localización:  Octava Época Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, 

Enero de 1991, Página: 69, Tesis: I. 3o. A. J/26, Jurisprudencia “ACTO 

RECLAMADO Y CONCEPTO DE VIOLACION”, han impuesto determinados 

requisitos para la formulación de los pluricitados conceptos, por lo que el 

quejoso está en la mayor libertad para redactarlos, siendo recomendable 

externar y plasmar el mayor número de conceptos de violación que se ideen 

por el quejoso, sin importar si éstos son contrarios a sí mismos, pues gracias 

a cualquiera de ellos se puede otorgar el amparo demandado, por ello se ha 

sostenido que esta parte de la demanda es la de mayor trascendencia dentro 

de dicho escrito lo cual obedece tan sólo a la razón de que los conceptos de 

referencia significan la exposición del criterio del quejoso en que se conforma 

la idea sobre la inconstitucionalidad de la actuación autoritaria que se éste 

impugnando en la demanda. 

 

Es necesario indicar que los requisitos que deben contemplarse al 

momento de elaborar la demanda de amparo, guardar entre sí una relación 

especial y escrita, por lo que la mala formulación o mención de uno de ellos, 

puede influir en los demás puntos conformadores del libelo, los requisitos 

correspondientes a: Autoridad Responsable y El Acto Reclamado deben ser 

debidamente relacionados lo que se hace a través del señalamiento 

específico del acto o de los actos de autoridad que a cada una de las 

responsables se le atribuye. Esto es, la demanda no quedará debidamente 

conformada cuando el quejoso se concrete a indicar cuales son las 

autoridades responsables e indique cuáles son los actos de autoridad 
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reclamados, para que quede debidamente elaborada, es menester que el 

quejoso haga una relación entre las Autoridades Responsables y los Actos de 

Autoridad Reclamados, lo que se obtiene con la atribución estricta que se 

haga a cada una de las autoridades de referencia de los actos reclamados en 

la propia demanda de amparo. 

 

Así mismo, la expresión de agravio o Concepto de Violación debe estar 

debidamente relacionada con el capítulo de actos Reclamados puesto que el 

primero de los mencionados se va a exponer la serie de argumentos en que 

se basa el criterio del quejoso para considerar inconstitucional el acto 

reclamado, por lo que en ese lugar se debe esbozar un razonamiento cabal 

de tipo jurídico en el que se haga alusión al acto reclamado que se éste 

impugnando en el concepto de violación respectivo. Lo propio sucede con los 

demás elementos o requisitos de la demanda, lo que, en esas condiciones, 

deben estar debidamente relacionados entre sí, no pueden separarse o 

independizarse alguno de tales requisitos del todo que es la demanda misma, 

en ese orden de ideas es preciso que al momento de formularse el quejoso 

acate las reglas mínimas de la lógica. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

Por otra parte debe de elaborarse la demanda de amparo indirecto 

teniendo en consideración los diversos medios de prueba que serán ofrecidos 

dentro del juicio de garantías, siendo recomendable acompañar a la demanda 

los diversos documentos, públicos o privados con que cuenta el quejoso. 

 

El artículo 117 de la Ley de amparo, que a la letra dice: 
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 "Cuando se trate de actos que importen el peligro de la privación de la vida, 

ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, 

destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución 

Federal, bastará para la admisión de la demanda que se exprese en ella el acto 

Reclamado, la autoridad que lo hubiese ordenado si fuera posible al 

promovente, el lugar en que se encuentre el agraviado y la autoridad o agente 

que ejecuta o trate de ejecutar el acto. En estos casos la demanda podrá 

formularse por comparecencia, levantándose al efecto el acta ante el Juez de 

Distrito.” 

 

 Éstos son pues los requisitos que debe contener la demanda de 

amparo en materia penal, la cual como ya dije puede ser formulada por 

escrito o por comparecencia, quién en todo caso el Juez otorgará la 

suspensión del acto reclamando, ya sea en forma de suspensión oficiosa o 

como suspensión provisional. 

  

LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.- En los casos de competencia de 

los Jueces de distrito, la suspensión del acto reclamado, se decretará de 

oficio o a petición de la parte agraviada, de acuerdo con lo anterior existen 

dos tipos o clases de suspensiones en el amparo, que son la oficiosa y a 

petición de parte tratándose del juicio de amparo bi-instancial, el incidente 

suspensional se tramite ante el propio Juez de distrito que está conociendo 

del cuaderno principal. La Suspensión del Acto Reclamado es una institución 

merced a la cual el agraviado por un acto de autoridad va a obtener que las 

cosas se mantengan en el estado que guarden al momento de estar 

resolviéndose el Juicio Constitucional, es decir al juez de amparo, va a emitir 

una orden que tiene por efecto la prohibición para las autoridades 
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responsables en el sentido de no continuar con la ejecución del acto señalado 

como reclamado paralizando sus efectos y consecuencias. 

  

CUANDO PROCEDE LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO "DE OFICIO" 

 

Esta suspensión la otorga el Juez en el auto admisorio de la demanda 

sin la necesidad de que se tramite en cuaderno especial o incidental por la 

trascendencia de ciertos actos de autoridad, el legislador ha impuesto a los 

Jueces de Distrito de otorgar la suspensión sin necesidad de ser solicitada por 

el agraviado, sino que con la simple presentación de la demanda,  por 

disposición legal el juzgador la debe otorgar, cuando: 

  

LOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL. 

 

Cuando se trate de algún acto, que si llegaré a consumarse, haría 

físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual 

reclamada; dicha suspensión se decretará de plano en el mismo auto en que 

el Juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad 

responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía 

telegráfica, fuera de estos casos la suspensión se decretará cuando sea 

solicitada por el quejoso o promovente del amparo, pudiéndose hacer la 

solicitud en cualquier momento que medie entre la presentación de la 

demanda y la fecha en que cause estado la ejecutoria dictada en el juicio de 

garantía. Así pues si ya se dictó la sentencia ejecutoria es improcedente la 

solicitud de la suspensión, que se pretenda. 
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En los casos en que es precedente la suspensión, pero pueda ocasionar 

daño o perjuicio al tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía 

bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquella se 

causaren, sino obtienen sentencia favorable en el juicio de amparo. De 

acuerdo a lo anterior al otorgarse la garantía empezará a surtir efecto la 

suspensión de mérito y así no se va a causar daño o perjuicio a diverso 

gobernado con el surtimiento de la medida cautelar mencionada. Esta regla 

no  es operante tratándose de amparo en materia penal, donde se impone 

una garantía en contra del quejoso para efectos de asegurar que no se 

sustraerá de la acción penal durante el desarrollo del juicio de amparo. 

 

La Suspensión Provisional, se presenta tan sólo en los juicios de 

amparo en que la suspensión debe ser solicitada por el quejoso, es decir la 

suspensión provisional es una de las formas en que se actualiza o subdivide 

la suspensión a petición de parte agraviada, siendo la otra clase de 

suspensión la definitiva, la suspensión provisional surge efecto únicamente 

mientras se tramita el incidente, entre el lapso que media del día en que se 

admite a trámite la solicitud de suspensión, hasta el momento en que se 

dicta la suspensión definitiva y se hace del conocimiento de la autoridad 

responsable sobre la sentencia interlocutora. 

 

Cuando el amparo se promueve en materia penal, el otorgamiento de la 

suspensión provisional, es emitido conjuntamente con las medidas a través 

de las cuales se evite que el quejoso se sustraiga de la acción penal 

correspondiente, pudiendo ser estas medidas las mismas que se apliquen 

tratándose de suspensión definitiva, como es el caso de que el quejoso 
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quede a disposición del juez, por lo que hace a su libertad personal, pero 

quedando recluido en el mismo lugar a donde se encuentre. 

  

INFORME PREVIO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE 

 

Promovida la suspensión, el Juez de distrito pedirá el informe previo a 

la autoridad responsable, quién deberá rendirlo dentro de las 24 horas, 

transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia 

dentro de las 72 horas, en la que el Juez podrá recibir únicamente la prueba 

documental o inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán 

desde luego, oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado si lo 

hubiera y el Ministerio Público, el Juez resolverá en la misma audiencia, 

concediendo o negando la suspensión. El informe previo a que alude este 

artículo es completamente distinto y ajeno al informe con justificación que 

debe rendir la autoridad responsable dentro del cuaderno principal, el 

Informe Previo, es el documento a través del cual la autoridad responsable 

va a indicar al juzgador si son ciertos o no los actos que de ella se reclaman, 

sin que la autoridad pretenda justificar la constitucionalidad del mismo acto, 

esto será materia del informe justificado, en el informe previo la propia 

autoridad responsable manifestará los motivos por los que considere que 

debe negarse la suspensión definitiva. 

 

La Sentencia interlocutoria que se dicta en el incidente de suspensión 

debe ser notificada a la mayor brevedad posible a la autoridad responsable, 

para que ésta tenga conocimiento de dicha resolución y en tales condiciones 

se le pueda exigir su cumplimiento, dejando de ejecutar el acto que se 
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reclama de ella por parte del quejoso, esta resolución es recurrible, a través 

de la revisión. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

La falta de informes de la responsable, establece la presunción de ser 

cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la 

suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una 

corrección disciplinaria que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito. 

 

DE LA SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 

 

El Juez de Distrito examinará, ante todo, el escrito de demanda; y sí 

encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de 

plano, sin suspender el acto reclamado, como bien se sabe el primer paso 

para que se inicie el juicio de amparo deriva del ejercicio de la acción por 

parte del agraviado, por un acto de autoridad, una vez que se ha presentado 

tal escrito, el Juez debe emitir un acuerdo, que se llama Auto Inicial de 

Amparo, el que puede adoptar cualquiera de estas tres formas: 

 

 Auto de Admisión de la Demanda 

 Auto Preventorio o Aclaratorio y 

 Auto de Desechamiento de la Demanda. 

  

En este auto de Desechamiento, el juez va a ejercer la facultad que 

tiene para declarar la inadmisibilidad de la demanda de garantías, dicha 

situación se presenta cuando en la demanda existen vicios de improcedencia 

de la acción constitucional y dicho auto debe estar debidamente fundado y 
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motivado y contra él procede el recurso de revisión, ahora bien si el Juez 

tiene duda sobre la procedencia o improcedencia de determinado escrito de 

demanda, debe admitirla a trámite y ya en la Sentencia Definitiva tendrá la 

posibilidad de decretar el sobreseimiento del Juicio. 

 

El artículo 146 de la Ley de Amparo, refiere que si hubiera alguna 

irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere omitido en ella alguno 

de los requisitos, si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado 

o no se hubieran exhibido las copias dentro del término de tres días, 

expresando en el auto relativo las irregularidades que deban llenarse para 

que el promovente pueda subsanarlas; si el promovente no llenare los 

requisitos omitidos, el Juez tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el 

acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del 

quejosos, fuera de estos casos, transcurrido el término, sin haber dado 

cumplimiento, el Juez mandará correr traslado al Ministerio Público por 24 

horas y en vista de lo que éste exponga admitirá o desechará la demanda. 

  

ADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA 

 

Si el Juez no encontrare motivo de improcedencia, o se hubiesen 

llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y en el mismo auto, 

pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber 

dicha demanda al tercero perjudicado, si lo hubiere, señalará día y hora para 

la celebración de la audiencia, a más tardar dentro del término de 30 días, 

esta audiencia es la que prácticamente conocemos como Audiencia 

Constitucional, al solicitar el informe con justificación a la autoridad 
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responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se hubiese  enviado al 

pedirle el informe previo, la remisión de esta copia a la autoridad 

responsable, tiene como único fin que ésta pueda estar en condiciones de 

rendir su informe con justificación, con base en las afirmaciones vertidas por 

el quejoso en la demanda, y así las autoridades tendrán los elementos para 

negar la existencia del acto reclamado o esgrimir los motivos que orillaron a 

dicha autoridad a emitir el acto, pluricitado. (Burgoa Orihuela, 1998) 

 

Al Tercero Perjudicado, se le entregará copias de la demanda por 

conducto del Actuario o del Secretario del Juzgado que conozca del juicio en 

el lugar en que éste se siga, y fuera de él por conducto de la autoridad 

responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega respectiva, 

dentro del término de 48 horas, como parte que es, EL TERCERO 

perjudicado, debe ser oído en el Juicio de amparo y éste en el procedimiento 

tendrá la oportunidad de expresar lo que a su derecho convenga. 

 

Las autoridades Responsables deberán rendir su informe con 

justificación dentro del término de 5 días, pero el Juez de distrito lo podrá 

duplicar si estima que la importancia del caso lo amerita, en todo caso la 

Autoridad Responsable rendirá su informe al menos 8 días antes de la fecha 

de la Audiencia  Constitucional, si el informe no se rinde con esa anticipación 

el Juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a 

solicitud del quejoso o del tercero perjudicado solicitud que podrá hacerse 

verbalmente en el momento del desahogo de la audiencia constitucional. 
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Las Autoridades Responsables, deberán rendir su informe con 

justificación, exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen 

pertinentes, para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la 

improcedencia del Juicio, y acompañarán en su caso, copia certificada de las 

constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.  

 

Cuando la autoridad Responsable no emite su informe con justificación 

se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a 

cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su 

inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantía en sí 

mismo, sino que su constitucionalidad depende de los motivos, datos o 

pruebas en que se haya fundado el propio acto. Si la Autoridad Responsable 

no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir la copia certificada, el 

Juez de Distrito en la Sentencia respectiva le impondrá una multa. (Burgoa 

Orihuela, 1998) 

 

Si el informe justificado, es rendido fuera del plazo que señala la ley 

para ello, será tomado en cuenta por el Juez de Distrito, siempre que las 

partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que 

lo desvirtúen. 

  

PRUEBAS ADMITIDAS EN EL JUICIO DE AMPARO 

 

Según se desprende del artículo 150 de la Ley de Amparo, son 

admisibles toda clase de pruebas, excepto las de posiciones o confesional, y 

las que fueren contra la moral y las buenas costumbres o contra el derecho 
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pero debe aclararse que dicho ofrecimiento de pruebas, es un derecho 

procesal que se da a favor de todo sujeto que intervenga en el juicio en 

calidad de parte, por lo que un es un derecho dado exclusivamente a favor 

del quejoso  y de la autoridad responsable. Las pruebas deberán ofrecerse y 

rendirse en la audiencia del juicio, excepto la documental que podrá 

presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el Juez haga relación de 

ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista 

sujeción expresa del interesado, cuando las partes tengan que rendir prueba 

testimonial o pericial para acreditar algún hecho deberán anunciarla 5 días 

antes del señalado para la audiencia, exhibiendo copias de los interrogatorios 

para los testigos o el cuestionario para los peritos, emitiéndose sólo 3 

testigos por cada hecho. 

 

LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 

 

La Audiencia Constitucional y la recepción de las pruebas, serán 

públicas, es decir que puede concurrir cualquier persona, 

independientemente de que no tenga acreditada personalidad, en ese juicio 

de garantías, ni esté autorizado en términos del artículo 27 de la ley de 

amparo, sin embargo esto representa un error grave al aludir expresamente 

a la recepción de las pruebas como una instancia o etapa procesal diversa a 

la audiencia misma, siendo que en realidad conforma una parte de la propia 

audiencia constitucional. Abierta la audiencia, se procederá a recibir por su 

orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en caso, el pedimento del 

Ministerio Público, acto continuo se dictará el fallo que corresponda, de 

acuerdo a lo anterior existen tres periodos o etapas, de la audiencia 
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constitucional que son: el de pruebas, el de alegatos y el del dictado de la 

Sentencia de Amparo. Sólo cuando se trate de actos que pongan en peligro la 

privación de la vida, ataques a la libertad, deportación o destierro, el quejoso 

podrá alegar verbalmente, en los demás casos las partes podrán alegar 

verbalmente, pero sin exigir que sus alegaciones se hagan constar en autos y 

sin que los alegatos excedan de media hora por cada parte, incluyendo las 

replicas y contrarréplicas. 

 

Por lo que hace a la etapa del dictado de la Sentencia, debe indicarse 

que la ley sostiene, que se hará en la misma audiencia constitucional, y en 

realidad en pocas ocasiones se cumple con esa disposición en el mismo día 

en que verifica dicha diligencia, sin embargo por una ficción jurídica se ha 

llegado a considerar que la audiencia termina hasta que se dicta la 

resolución. La causa por la cual se autoriza a los jueces a no emitir la 

resolución al momento en que se desarrolla la audiencia, obedece 

únicamente a que la intención de los juzgadores puedan estudiar 

detenidamente el expediente y valorizar con calma todas las pruebas 

ofrecidas y aportadas por las partes en el proceso mismo, lo que viene a 

conformar una seguridad jurídica para las partes, así como un motivo de 

tranquilidad para el Juez. 

  

4.22 Del Juicio de Amparo Directo 

 

Del Juicio de Amparo Directo, es competencia del Tribuna Colegiado de 

Circuito que corresponda, y procede contra Sentencias Definitivas o Laudos o 

resoluciones que pongan fin al Juicio, dictados por Tribunales Judiciales, 
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Administrativos o del Trabajo, respecto de los cuales no procede ningún 

recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que 

la violación se cometa en ellos, o que, cometida durante el procedimiento 

afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por 

violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o 

resoluciones indicados. La denominación de amparo directo obedece tan sólo 

a que esta forma del Juicio de Garantías era conocida al momento de su 

creación en forma inmediata por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

sin que otro Tribunal o Juzgado tuviera injerencia en la controversia 

planteada. 

 

El artículo 159 de la Ley de Amparo, dice: "En los juicios seguidos ante 

Tribunales  Civiles, Administrativos o del Trabajo, se considerarán violadas las 

leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, en este 

numeral se especifican las causas por las cuales puede interponerse el 

amparo directo, describiéndose una serie de hipótesis de vicios dentro de los 

juicios, por lo que en la sentencia que se dicte se ordenará que sea repuesto 

el procedimiento, desde el acto violatorio, dejando insubsistente todo lo 

actuado con posterioridad a tal violación procedimental. Las hipótesis de 

procedencia del Amparo Directo, en materia Civil, Administrativa y Laboral, 

son las siguientes: 

  

 Cuando al quejoso no se le cite a Juicio, o se le cite en forma distinta 

de la prevenida por la ley. 

 Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el 

Juicio que se trate. 
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Esta situación deberá ser demostrada en el Amparo, porque si la falsa 

representación originó que el mismo agraviado no hubiese comparecido en el 

juicio, sino solamente su falso representante, entonces surte efecto la 

procedencia del amparo indirecto, por la existencia del tercero extraño a 

juicio. 

  

 Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o 

cuando no las ofreciera conforme a la ley. 

 Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, o a su representante 

o apoderado. 

 Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad. 

 Cuando no se le concedan los términos o prorrogas a que tuviere 

derecho con arreglo a la ley. 

 Cuando sin su culpa, se reciban sin su consentimiento, las pruebas 

ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren 

instrumentos públicos. 

 Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos, de 

manera que no pueda alegar sobre ellos. 

 Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho, con arreglo 

a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales del 

procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás 

fracciones mencionadas. 

 Cuando el Tribunal Judicial, Administrativo o del Trabajo continúe el 

procedimiento, después de haber promovido una competencia o 
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cuando el Juez, Magistrado o miembro de un Tribunal del Trabajo 

IMPEDIDO o RECUSADO, continúe conociendo del Juicio. 

  

DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO O UNI-INSTANCIAL. 

  

El Acto Reclamado, que viene siendo la Sentencia, Resolución o Laudo, 

que hubiere puesto fin al juicio, constitutivo del acto reclamado, y si se 

reclaman violaciones al procedimiento, se precisará cual es la parte de este 

en la que se cometió la violación y el motivo del cual se dejó sin defensa al 

agraviado. 

  

La fecha en que se haya notificado la Sentencia Definitiva, Laudo o 

Resolución, que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que haya tenido 

conocimiento al quejoso de la resolución recurrida; cabe aclarar que es 

obligación de la Autoridad Responsable, señalar la fecha en que se haya 

practicado la notificación de la sentencia impugnada, sin embargo, para el 

efecto de que el quejoso se haya enterado de la existencia del acto 

reclamado por otro medio, debido a la falta de notificación personal es 

menester que éste indique con precisión tal fecha para realizar el cómputo 

correspondiente, y es de indicarse que el término de 15 días para promover 

la demanda de amparo, corre desde el momento en que el quejoso tuvo 

conocimiento de la Sentencia o Laudo por impugnar. (Burgoa Orihuela, 1998) 

  

 Los Preceptos Constitucionales, cuya violación se reclama o conceptos 

de la misma violación. 

 



236 

 

 

 Conceptos de Violación 

 

 Las Leyes que no se aplicaron o que fueron aplicadas inexactamente. 

  

Como bien se desprende de los anteriores requisitos, algunos no son 

exigibles del amparo indirecto o bi-instancial, entre tales requisitos que debe 

contener este tipo de juicio y que no son exigibles en directo, se encuentra la 

Protesta Legal, la cual no se hace en este juicio, puesto que todo lo 

desarrollado en el juicio de origen, consta en autos y por ende lo conocerá 

totalmente en Tribunal de Amparo porque a él se remite copia del 

expediente, o en su caso éste se entrega en original. 

 

Con la demanda de amparo, deberá exhibirse, una copia para el 

expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en 

el juicio constitucional, copia que la autoridad responsable entregará a 

aquellos, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de 10 días 

comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos. 

 

No obstante, de ello el Tribunal Colegiado de Circuito que vaya a 

resolver la controversia, está facultado para desechar la demanda por 

improcedente, de acuerdo al estudio que haga de la misma al recibirla puesto 

que no es la autoridad responsable la encargada de admitir o desechar la 

demanda, es importante no perder de vista que la autoridad responsable se 

convierte en el juicio de amparo directo, en auxiliar de la Justicia de la Unión. 
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La falta de las copias, se subsanará oficiosamente por el Tribunal sólo 

en materia penal,  por el contrario tratándose de Materia Civil, Administrativa 

y Laboral (aunque el quejoso sea el trabajador) la falta de presentación de 

las copias de la demanda será motivo de un requerimiento por parte de la 

autoridad responsable al quejoso, para que éste haga la exhibición 

correspondiente. 

   

PROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN OFICIOSA EN EL AMPARO DIRECTO 

 

Ésta sólo se da en casos de juicios de amparo en materia penal, en los 

demás tipos de amparo, la suspensión deberá ser solicitada por la parte 

quejosa, tal y como se presenta en los juicios de amparo indirecto. 

 

El artículo 174 de la Ley de Amparo, dice textualmente: 

 

 "Tratándose de Laudos, que pongan fin al juicio, dictados por Tribunales del 

Trabajo la suspensión se conocerá en los casos en que, a Juicio del Presidente 

del Tribunal, no se ponga a la parte que obtuvo, si es la Obrera, en peligro de 

no poder subsistir mientras se resuelva el juicio de amparo en los cuales sólo se 

suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal 

subsistencia. La Suspensión surtirá efecto si se otorga caución en los mismos 

términos de lo anterior.” 

 

 De esto se deducen los requisitos que deben observarse para que 

proceda la suspensión en Materia Laboral ó del Trabajo, que como se ve 

sigue protegiendo en demasía a los trabajadores, olvidándose de que el 
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patrón requiere muchas veces de esa protección para poder mantener viva 

una fuente de Trabajo. 

 

4.23 Características del Juicio de Amparo Laboral. 

 

El Juicio de Amparo en material Laboral, dadas las características peculiares 

que lo conforman, se encuentra revestido de una fisonomía especial, en 

virtud de que los Laudos y actos de Autoridad que le dan materia provienen 

de órganos administrativos con funciones jurisdiccionales que siempre 

intervienen los dos factores de la producción: el Capital y el Trabajo y que su 

origen lo encontramos siempre en las pretensiones y conflictos de patrones y 

trabajadores. 

  

PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO LABORAL 

 

El Juicio de Amparo Laboral, es procedente, en todos los casos en que 

los Laudos,  dictados por las Juntas de Conciliación y arbitraje, violen o 

desconozcan en cualquier forma lo dispuesto en nuestra constitución o en los 

principios de Justicia Social que emanan del artículo 123 de la Ley Suprema. 

Cuando en los citados laudos se falte a la interpretación jurídica de la Ley 

Federal del Trabajo o sus reglamentos no obstante aquellos de que los 

Laudos se dictarán a verdad sabida, buena fe guardada y apreciado los 

hechos en conciencia. 

 

También es procedente el Juicio de Amparo Laboral, cuando se cometa 

por las Juntas de Conciliación y Arbitraje, violaciones al procedimiento, como 
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por ejemplo: cuando no se citó a Juicio el quejoso, o se le citó en forma ilegal 

o irregular, cuando fue mala o falsamente representado en el juicio laboral, 

cuando no se le recibieron sus pruebas, que fueron legal y oportunamente 

propuestas, cuando la parte o sus representantes hayan sido declarados 

ilegalmente confesos, cuando se le niegue la exhibición de algún documento 

que obre en el expediente o el propio expediente, cuando continúe la Junta 

conociendo del asunto, después de haber promovido la incompetencia,  en 

estos casos después de dejar constancia de su protesta o inconformidad en el 

expediente respectivo, el afectado por dicha irregularidad tiene derecho a 

establecer el juicio de amparo en contra del Laudo dictado por la Junta. 

(Burgoa Orihuela, 1998) 

 

El citado juicio, deberá de presentarse ante la misma autoridad que 

dictó la resolución que se impugna, es decir, ante la Junta De Conciliación y 

Arbitraje que emitió el Laudo definitivo en el juicio correspondiente. No 

deberá presentarse esta demanda ante el Tribunal Colegiado de Circuito, ni 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo que antiguamente así se 

permitía. 

 

Es conveniente aclarar que el Amparo Laboral no tiene en sus 

características y substanciación Distinciones Propias, diferentes al juicio de 

amparo en general, pues la legislación aplicable es la misma para los diversos 

juicios de amparo reconocidos por la ley, aunque éste está revestido de 

algunas reglas especialmente destinadas a ellos, como son por ejemplo: 
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La Suspensión del Acto Reclamado y la formalidad y garantía que se 

exige para acordarla. El criterio de la corte en relación con la suspensión en 

el amparo laboral es que la norma establecida en el artículo 174 de la Ley de 

Amparo, respecto a la Suspensión del Acto Reclamado consistente en una 

resolución dictada por una Junta de Conciliación y Arbitraje, en el sentido de 

que pueda concederse, cuando a Juicio del Presidente de la misma no se 

deje a la parte obrera, si fue la que obtuvo, en peligro de no poder subsistir 

mientras se resuelve en definitiva el juicio de Amparo. 

  

La Suplencia de la Queja, que se establece sólo a favor de la parte 

trabajadora; y 

  

La Caducidad de la Instancia y el Sobreseimiento por inactividad 

Procesal, la que puede producirse sólo cuando sea el PATRON, el quejoso. 

También la falta de admisión de pruebas legalmente propuestas, según la 

tesis jurisprudencial siguiente: Quinta Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación LXVII, Página: 109, Tesis Aislada, 

Materia(s): Común “PRUEBAS, ACEPTACIÓN DE LAS.”, viola las leyes del 

procedimiento que hacen procedente la interposición del Juicio de Amparo de 

acuerdo con lo dispuesto por el artículo 779 de la Ley Federal del Trabajo, la 

Junta Responsable sólo se encuentra facultada para desechar las pruebas que 

estime fútiles o que resulten impertinentes por no tener relación con los 

hechos que son materia de comprobación o de la litis, por lo que al no 

admitirse la prueba de inspección que fue legalmente propuesta por la 

empresa demandada ya que de modo alguno puede catalogarse de 

improcedente, se violaron las leyes del procedimiento y se afectaron las 
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defensas de la parte quejosa, conforme a lo establecido por el artículo 159, 

fracción III de la Ley de Amparo. 

  

QUIÉNES SON PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO LABORAL 

 

Como sabemos, partes en un juicio es todo aquel que interviniendo en 

el mismo, ejercita acciones, opone excepciones o interpone algún recurso 

reconocido en la ley, siendo su característica determinante su interés en el 

procedimiento a fin de obtener una resolución favorable el artículo 5º de la 

Ley de Amparo, los menciona. 

  

El quejoso o agraviado, que puede ser persona física, trabajador o 

patrón, o persona moral o jurídica, sindicato o empresa siempre que haya un 

laudo o auto de autoridad que viole una o varias garantías individuales o le 

cause un perjuicio a su persona o patrimonio. (Burgoa Orihuela, 1998) 

  

Autoridades Responsables, que son las que dictan u ordenan, ejecutan 

o tratan de ejercer el acto reclamado, por tanto pueden ser más de una las 

autoridades responsables. 

  

El Tercero Perjudicado, que es la persona que tiene interés en que no 

se conceda el amparo, pues se desconocerían los derechos ya reconocidos en 

el acto impugnado, ejemplo: Un obrero gana un juicio laboral, y se le 

reconoce su derecho a ser indemnizado, contra ese laudo el patrón establece 

el amparo, es obvio que el trabajador aunque no tiene que ver con la litis 

constitucional planteada por el patrón puede perjudicarse, si la sentencia en 
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vía de amparo, se gana por el patrón, por eso es que la ley lo denomina 

tercero perjudicado. En materia laboral, en los conflictos individuales, el 

tercero perjudicado es la contraparte del quejoso, si el amparo lo pida el 

trabajador, entonces será el patrón y viceversa. 

 

El Ministerio Público federal, quien tiene facultades legales para 

intervenir en el juicio, conocer su substanciación, interponer los recursos que 

estime procedentes, pronta y expedita administración de justicia. 

 

EL JUICIO DE AMPARO EN DEFENSA DE LA LIBERTAD DEL TRABAJO 

 

El juicio de amparo laboral, que en defensa de la libertad de trabajo 

que consagra nuestra constitución, puede establecer y deberá reunir los 

siguientes requisitos:  

  

Puede establecerse por un trabajador o varios trabajadores, en este 

caso designando a un representante común, con expresión de los generales 

de los quejosos y sus actividades, señalando domicilio para oír y recibir 

notificaciones, este escrito se dirigirá al Juez de Distrito por tratarse de un 

amparo indirecto o bi-instancial.  

  

Seguidamente y en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 116 de 

la Ley de Amparo, bajo  protesta de decir verdad, deberán consignarse los 

requisitos que enumera el numeral invocado. En este tipo de juicio, se debe 

manifestar que se viola flagrantemente el derecho consagrado en el artículo 

5º constitucional, por su parte el artículo 22 constitucional terminantemente 
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dispone en su última redacción "Queda prohibida la confiscación de bienes y 

cualquier otra pena inusitadas y trascendentales. 

  

El fundamento de esta demanda debe ser el artículo primero, fracción I, 

de la Ley de Amparo, por cuanto al supuesto examinado es un acto de 

autoridad que viola las garantías individuales que consagra la constitución. 

  

LAS CARACTERÍSTICAS MÁS RELEVANTES DEL JUICIO DE AMPARO LABORAL 

 

Que tiene que promoverse sólo a iniciativa, de alguna de las partes 

interesadas, en el Juicio y Nunca de Oficio. 

 

Que tiene que existir un agravio directo y personal, motivado por el 

acto de autoridad que se reclama, entendiéndose por agravio todo ataque u 

ofensa y deteriore al quejoso, el que puede ser o no patrimonial, sin embargo 

el agravio debe ser objetivo y no subjetivo. 

 

Debe recaer en persona determinada, no ser genérico ni abstracto, 

según la jurisprudencia los actos simplemente probables "No engendran 

agravio", por lo que el agravio tiene que ser directo, pudiendo su realización 

ser pasada, presente o inminente, no simplemente eventual o hipotética. 

 

En cuanto a sus efectos, éstos sólo se limitan a amparar y proteger a 

los quejosos, individuo o particular, en el caso específico motivo de la queja, 

sin hacer una declaración general en relación con la ley o el acto que le dio 
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origen, por lo que las sentencias de amparo conlleven también un elemento 

de relatividad. 

 

Otra característica de este juicio, es la "definitividad", ya que siendo un 

juicio extraordinario, sólo puede ser utilizado, cuando se ha agotado o no 

existen medios o recursos ordinarios para conseguir la revocación o anulación 

del acto reclamado. Esta característica de definitividad en el juicio de Amparo 

Laboral, tiene sólo una excepción que es cuando el quejoso no haya sido 

emplazado legalmente en el procedimiento en que se produjo el laudo o acto 

reclamado, en estos casos procede el amparo, aunque existan recursos 

ordinarios previos establecidos en la Ley para impugnar la resolución que se 

combate mediante el amparo. 

 

La improcedencia del Juicio de Amparo Laboral, que desembocará en el 

sobreseimiento, puede ser constitucional, legal y jurisprudencial. (Burgoa 

Orihuela, 1998) 

  

IMPORTANCIA DEL CONOCIMIENTO DE LA JURISPRUDENCIA EN LAS 

CUESTIONES MÁS IMPORTANTES Y FRECUENTES EN MATERIAL LABORAL 

 

Resulta fundamental para el éxito de la demanda constitucional, y de 

incuestionable importancia para el abogado laborista, conocer previamente el 

criterio sustentado por la suprema corte de justicia de la nación y por los 

tribunales colegiados de circuito, en cuanto a los diversos casos, situaciones 

e instituciones jurídicas que no están previstas o sólo lo están en forma 

incompleta o contradictoria en la Ley Federal del Trabajo con vigor, por lo 
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que expondremos los casos de mayor trascendencia y que con más 

frecuencia se tramitan ante los Órganos Jurisdiccionales y que mediante el 

Juicio de Amparo han sido conocidos y resueltos por el más alto Tribunal de 

Justicia de la Nación, por lo tanto tienen el carácter de jurisprudencia. 

  

PERSONALIDAD DE LAS PARTES EN EL JUICIO LABORAL 

 

Es verdaderamente relevante lo que se refiere a la comparecencia o 

personalidad de las partes en las etapas de Conciliación y de Demanda y 

Excepciones, en la primera audiencia del Juicio Laboral, lo que ha suscitado 

diversas controversias, sin lograrse hasta el presente un consenso general en 

la doctrina sobre aspecto tan importante de la litis laboral, en tal virtud y de 

acuerdo con el criterio de nuestros Tribunales de Trabajo y Tribunales 

Colegiados, lo más conveniente a fin de evitar posibles contrariedades 

procesales, es tener presente lo dispuesto en el artículo 876 de la Ley Federal 

del Trabajo que señala en la fracción I en forma imperativa, que es en la fase 

conciliatoria las partes comparecerán a las Juntas, sin abogados patrones 

asesores o apoderados, esto debe entenderse en que las partes concurran 

directamente ante las juntas, y cuando se trate de personas morales éstas 

podrán hacerlo por conducto de personas que dentro de la relación laboral 

tengan la representación del patrón, conforme lo dispuesto en el artículo 11 

de la Ley Federal del Trabajo, lo cual en la práctica jurídico procesal actual, lo 

que establece el articulo 876 de la Ley Federal del Trabajo no pasa en 

realidad, ya que ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje se debe 

comparecer y asistir ya sean personas físicas o morales con un abogado o un 

perito en la materia. 
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Y es que el artículo 876 de la Ley Federal del Trabajo, reza que la etapa 

de Conciliación, se desarrollará de la siguiente forma: 

  

Las partes comparecerán personalmente a la Junta, sin abogados 

patrones, asesores o apoderados. 

  

La Junta intervendrá para la celebración de pláticas entre las partes y 

exhortará a las mismas para que procuren llegar a un arreglo. 

  

De no haber concurrido las partes a la conciliación, se les tendrá por 

inconformes de todo arreglo y deberán presentarse personalmente a la etapa 

de Demanda y Excepciones. 

  

De lo anterior se puede notar que se aprecian omisiones y falta de 

claridad, puesto que no se señala como debería hacerlo quienes pueden 

comparecer personalmente, tratándose de personas morales máxime en los 

juicios de trabajo, donde casi siempre una de las partes es persona moral, 

con ello se puede provocar controversias, alegando con ello se violan 

garantías constitucionales, por impedírseles a los abogados el libre ejercicio 

de su actividad profesional, por ello el criterio de los Tribunales de Trabajo es 

en el sentido de que si las partes no comparecen personalmente a la etapa 

de conciliación, demanda y excepciones, quedando con ello que se les tiene a 

su perjuicio por contestada la demanda en sentido afirmativo. Como las 

cuestiones de personalidad son de previo y especial pronunciamiento no 

debemos olvidar que el agraviado debe impugnarla de inmediato y no 
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esperar hasta que se reclame el laudo en Amparo Directo, para hacerla valer 

como violación procesal. 

  

LA SUSPENSIÓN DE LA PRIMERA AUDIENCIA DEL JUICIO LABORAL 

 

En cuanto a la procedencia de la suspensión de la primera audiencia del 

juicio laboral, es decir de la conciliación, Demanda y Excepciones, 

Ofrecimiento y Admisión de Pruebas posibilidad o derecho que resulta tan 

importante para las partes en los procedimientos laborales, ya que en virtud 

de la suspensión, se logra el tiempo necesario para allegarse los medios de 

prueba capaces de justificar las acciones o excepciones aducidas en el juicio, 

teniendo presente que la Ley Federal del Trabajo, sólo prevé la suspensión 

de la audiencia cuando exista reconvención del demandado, es evidente que 

aplicando el principio de equidad a que refiere el artículo 17 del Código de 

Trabajo, en los casos en que se ejerciten nuevas acciones al ampliarse la 

demanda por el actor, en la etapa de demanda y excepciones debe también 

suspenderse la audiencia, para que el demandado pueda oponer las defensas 

y excepciones que a su interés convenga. Por lo tanto sólo podrá 

suspenderse la primera audiencia del juicio laboral en los casos antes 

narrados, o bien por la falta de notificación de alguno de los demandados, lo 

que concuerda con las características de brevedad, concentración, economía 

e  inmediatez que la ley le atribuye a los juicios. No obstante la realidad en la 

práctica forense es otra, pues a pesar de lo dispuesto por la ley, hay juicios 

laborales en las Juntas de Conciliación y Arbitraje en los que se suspende o 

difiere la celebración de la primera audiencia 10, 12, 15 y más veces 
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consecutivas y transcurren aunque perezca insólito hasta años para la 

celebración de la primera etapa del juicio laboral.(Arellano García, 1998) 

  

CUANDO SE CONSIDERA OPERANTE LA EXCEPCION DE PREINSCRIPCIÓN, 

SE HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LAS PRUEBAS DE FONDO 

 

Según Jurisprudencia de la Suprema Corte, cuando la Junta de 

Conciliación y arbitraje, considere operante la excepción de la Prescripción 

alegada con respecto a determinada acción, resulta innecesario el estudio de 

las pruebas relativas al fondo del asunto en cuanto a esa acción se refiere, 

procediendo en ese caso al estudio sólo respecto a las demás acciones 

ejercitadas. 

  

EL JUICIO DE AMPARO ES IMPROCEDENTE, CUANDO SE RECLAMAN 

VIOLACIONES PROCESALES ANTES DE QUE DICTE LA SENTENCIA 

DEFINITIVA Y NO SE AFECTEN DERECHOS SUSTANTIVOS. 

 

De acuerdo a lo que refieren los artículos 158, 161 y 166 de la Ley de 

Amparo, pone de relieve que los planteamientos relativos a cuestiones de 

índole procesal deben formularse a través de los conceptos de violación que 

se hagan valer en la demanda de amparo que en su caso y oportunidad se 

promueva en contra de la sentencia definitiva, lo que quiere decir que no 

puede reclamarse en forma autónoma, ya que lo que da la procedencia del 

juicio de garantías en la vía directa, es precisamente la reclamación en contra 

de fallo que decidió el juicio en lo principal, respecto del cual no haya en la 

ley ordinaria ningún recurso o medio de defensa, mediante el cual pueda ser 
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modificado o revocado, razonamientos éstos que cobran fuerza si se tiene en 

cuenta que es hasta dicho momento cuando se conocerá si la infracción 

trascendió o no, afectando las defensas del quejoso.(Fix Zamudio, 1999) 
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La figura de la Insumisión al Arbitraje contemplada en la fracción XXI del 

artículo 123 Constitucional y por el articulo 947 de la Ley Federal del Trabajo, 

carece de clara y especifica regulación en cuanto a su procedencia, momento 

procesal oportuno para hacerla valer, así como deberá de interponerse dentro 

o fuera del juicio. La Insumisión al Arbitraje en nuestra práctica jurídico 

procesal actual, es procedente en los conflictos laborales individuales y 

deberá hacerse valer dentro del procedimiento laboral, al momento de entrar 

al arbitraje de la Junta y no así al momento de la etapa de Conciliación. 

 

La Insumisión al Arbitraje entendida como la facultad del patrón a 

someterse al arbitraje, a no aceptar el laudo dictado por la Junta o a que en 

determinados casos se le exima de la obligación de reinstalar 

obligatoriamente mediante el pago de una indemnización. 

 

El arbitraje debe ser entendido como una autentica función 

jurisdiccional y como resulta de una función estatal de resolver 

imperativamente los conflictos jurídicos que surjan entre los particulares, por 

lo que al someterse al arbitraje del órgano del Estado se debe aceptar el 

laudo que se dicte. Sin embargo algunos tratadistas justifican la Insumisión al 

Arbitraje, más que como una concepción a la voluntad del patrón, como una 

circunstancia justificada impuesta por la naturaleza de las cosas, en 

concordancia con los propios principios supremos del Derecho. 
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Actualmente el momento procesal oportuno durante el procedimiento 

ordinario, para hacer valer la Insumisión al Arbitraje, lo es la etapa de 

Demanda y Excepciones, dando contestación Ad Cautelam a la demanda 

entablada, puesto que si se intentara en cualquiera de las otras etapas del 

procedimiento laboral ésta sería declarada improcedente. 

 

Derivada de la íntima relación existente entre los artículos 49 y 947 de 

la Ley Federal del Trabajo, podemos apreciar que existe una carga probatoria 

para el patrón que deberá desahogarse forzosamente dentro del 

procedimiento laboral ordinario, a efecto de que se declare procedente la 

Insumisión al Arbitraje. 

 

Para que el patrón pueda ser eximido de la obligación de cumplir el 

contrato de trabajo, en la especie, de reinstalar al trabajador en su empleo, 

de conformidad con el artículo 49 de la Ley Federal del Trabajo, deberá 

acreditar de manera fehaciente e indubitable durante el procedimiento laboral 

respectivo, por alguno de los medios de prueba idóneos regulados por la Ley, 

el encontrarse encuadrado en alguno de los casos de excepción contemplados 

por las disposiciones legales antes mencionadas. 

 

Es ineficaz la Insumisión al Arbitraje en nuestra práctica jurídico 

procesal actual, puesto que deriva de la carga procesal contemplada por el 

artículo 49 de la Ley Federal del Trabajo, el patrón tiene la obligación de 

someterse al arbitraje, independientemente de que haya manifestado su 

deseo de no someterse al mismo, puesto que si no lo hiciera así se declarará 

improcedente la Insumisión planteada y el caso de excepción regulado por el 
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precepto legal mencionado, bajo el cual se acoja lo que propicia que la 

Insumisión al Arbitraje sea una figura nugatoria y obsoleta, en nuestra 

realidad jurídico procesal actual. 

 

No existe la posibilidad que en nuestra práctica jurídico procesal actual  

pueda darse un arbitraje parcial, o una Insumisión parcial al mismo, puesto 

que no existe precepto legal alguno a nivel Constitucional, Federal o Local 

que contemple esta posibilidad o que permita esta actuación por parte de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

 

La Jurisprudencia laboral reciente, ha puesto fin a una práctica 

incorrecta de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, en el sentido de que solo 

basta con la negativa lisa y llana del patrón para la reinstalación del 

trabajador para que las Juntas den por terminada la relación de trabajo y 

condenar al patrón a indemnizar al trabajador en términos de la fracción II a 

la IV del artículo 947 de la Ley Federal del Trabajo. 

 

La ausencia en la Legislación Mexicana Laboral de las reglas procesales 

precisas que regulen lo relativo a la procedencia de la Insumisión al Arbitraje 

por el patrón, han originado criterios dispares por las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje. Por lo mismo sugiero una reforma laboral para corregir estas 

lagunas y saber el momento procesal oportuno para que el patrón pueda 

insometerse al arbitraje o no aceptar el laudo de la Junta y así mismo la 

manera en que la Junta deberá tramitar esto. 
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